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(Asiste una delegación de COFE) 
SEÑOR PRESIDENTE (Groba).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 53) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda resolvió dividirse en dos Subcomisiones a 
fin de recibir a todas las delegaciones que nos solicitaron audiencia. 


Esta Subcomisión tiene el gusto de recibir a la delegación de COFE, integrada por su Presidente, el señor 
Pablo Cabrera; por su Secretario, señor José López; por el Secretario de Organización, señor Luis Bazzano y 
por la Secretaria de Asuntos Gremiales, señora Iris Fregosi. 


Tienen la palabra. 


SEÑOR CABRERA.- Para nosotros es muy importante poder llegar al debate primario cuanto antes 
porque, obviamente, las instancias de Presupuesto, así como de Rendición de Cuentas, nos resultan de 
suma importancia, dado que hacen a la vida de la Administración Central, al funcionamiento, a las 
condiciones y al salario que nosotros discutimos todo el tiempo. Sin duda, estas leyes después se 
reflejan en el trabajo de nuestros compañeros. 


Antes que nada, queremos referirnos nuevamente al ámbito de la negociación colectiva. La ley establece con 
respecto a la negociación colectiva que para la construcción de normas de ese tenor en primera instancia se 
debe discutir con las organizaciones de los trabajadores a los cuales va dirigida. En este caso, este proyecto 
nuevamente se elabora sin el debate y sin la discusión con las organizaciones. En particular, COFE, no tuvo 
la oportunidad de discutir acerca de la negociación colectiva de la rama y, realmente, encontramos algunos 
artículos que comprometen las condiciones y el trabajo, lo cual nos preocupa. Por esa razón, no podemos 
dejar de mencionar en esta primera instancia este tema de la negociación colectiva y una vez más pedir al 
Parlamento que permita una mayor participación. Fue en el Parlamento donde se gestó la ley de negociación 
colectiva, donde tanto se trabajó y donde todos coincidimos en la importancia y en el valor de lo que significa 
evolucionar en las relaciones laborales en el país a través de las leyes de negociación colectiva, pero si 
después no logramos una aplicación real, tenemos una pata menos. Por eso insistimos ante el Parlamento - 


que había estado tan comprometido en una primera etapa- en la necesidad de mayor participación para que se 
cumpla efectivamente con la ley y podamos tener a través de la negociación colectiva esos espacios que 
siempre planteamos, que no significa llegar a todos los acuerdos, pero sí, en una primera instancia, a manejar 
la información y poder discutir. Digo esto porque hay temas bastante complejos de definir sin una previa 
discusión, como el relativo a los diques del Estado; y nosotros no podemos dejarlo pasar, porque el Gobierno 
puede tener una visión diferente de construcción y de país productivo. Por lo menos, deberíamos haber tenido 
el derecho a un debate más profundo y de conocimiento de lo que se iba a plantear porque -insisto- estamos 
hablando nada más y nada menos que de condiciones de trabajo y de la relación laboral de estos trabajadores 
con el Estado. Por lo tanto, se merecía una discusión dentro de la negociación colectiva. 


Lo mismo sucede con lo que se está planteando para la construcción del salario y de los volcados que están 
establecidos hoy en el Estatuto. La Cámara de Senadores ya lo ha votado y es prácticamente trámite lo que 
pueda faltar para resolver el Estatuto del Funcionario Público. 


Este proyecto de ley de Rendición de Cuentas está manejando presupuesto, precisamente, para el volcado y la 
construcción de la carrera administrativa planteada por el Estatuto. Para nosotros, también eso es de 
complejidad, no fue discutido y no encontramos respuesta a algunas cuestiones, lo cual nos provoca gran 
preocupación, porque en algunos de los casos puede haber un dejo de inconstitucionalidad que pretendíamos 
discutir y no tuvimos oportunidad de hacerlo. Concretamente, en el caso de la carrera administrativa, lo 
manifestamos. Si bien hubo una cantidad importante de reuniones de negociación sobre el Estatuto, cuando 
llegamos al punto relativo a la carrera administrativa, no pudimos concretar. Eso nos quedó en el debe. 
Reconocemos el trabajo que se hizo en la Cámara de Diputados para modificar muchos puntos; sabemos que 
se hizo un esfuerzo y se realizaron modificaciones que se aproximaron al planteo que hicieron los 
trabajadores. Pensamos que en la Cámara de Senadores podíamos llegar a trabajar estos otros temas, 
visualizando lo que sería parte también de este proyecto de Rendición de Cuentas que va en forma paralela, 
pero que coincide en algunos puntos. 


De manera que para nosotros era sustancial poder discutir estos temas, pero no pudimos hacerlo. Esperamos 
que en esta etapa, en el debate de los parlamentarios, algunos de los temas puedan ser modificados y que 
encontremos caminos de acercamiento, teniendo en cuenta que, para nosotros, esta es la última ley que puede 
habilitar cambios en el gasto. De modo que se podría llegar a hipotecar el futuro de muchas cosas por mucho 
tiempo. Ello podría suceder, por ejemplo, en el sector de la salud. Nosotros, también como representantes de 
las compañeras y los compañeros de ASSE, hoy tenemos un gran conflicto que tiene que ver, precisamente, 
con el tema presupuestal y la reasignación de recursos específicos para la prestación de los servicios de salud. 
Sin embargo, esos aspectos, que nosotros entendíamos como centrales, no se han visto reflejados en este 
proyecto de ley. Y si esto no se resuelve en esta etapa, difícilmente podamos lograrlo hasta el próximo 
Presupuesto quinquenal, con probable aplicación en el año 2016. Quiere decir que deberá pasar mucho 
tiempo para que podamos resolver muchas de estas cuestiones que son de gran sensibilidad. 


Entendemos que no se pueda contar con recursos para solucionar todos los problemas y que, obviamente, 
haya que establecer prioridades pero, precisamente, si hay una prioridad en lo que hace al país en esta 
instancia, esa debería ser la salud y la educación, que van de la mano. Particularmente, por lo que hace a 
nuestro trabajo y a nuestra representación, planteamos la salud como una prioridad, para la que esperamos 
encontrar alguna salida, dado que el conflicto que se está desarrollando -y que esperamos poder resolver- es 
complejo y de alta sensibilidad. El Parlamento debe estar en conocimiento de esto; sabemos que en más de 
una oportunidad ha ayudado a tener un diálogo con el Poder Ejecutivo para resolver distintos temas. 


El país está viviendo situaciones muy complejas y tenemos que resolverlas mirando hacia delante y 
proyectando lo que todos queremos: ese país productivo y con justicia social del que tanto se escucha, aunque 


muchas veces sentimos que nos está faltando mucho. 


Para nosotros era importante hacer esta presentación de COFE. Voy a dejar que los compañeros profundicen 
en los artículos del proyecto en los que tenemos reclamos. 


SEÑORA FREGOSL.- Agradecemos a la Comisión que nos hayan recibido. 


Si bien voy a plantear una situación más específica, quiero agregar a lo que planteó el Presidente de la 
Confederación que COFE ha hecho una denuncia a la OIT por la falta de negociación colectiva y que la 


sentencia de esa denuncia fue una recomendación al Poder Ejecutivo, a instancias de la negociación, con las 
características que esta implica, buena fe, etcétera. 


De algunas situaciones nos hemos enterado dos días antes de que se presentara esta Rendición de Cuentas. 
Inclusive, después de que se presentó, nos enteramos de que en el artículo 16 había una escala salarial que ni 
siquiera se negoció con los trabajadores. No sabíamos que iba a haber una escala salarial en la Rendición de 
Cuentas. Seguramente algún otro compañero se va a explayar al respecto. 


Si bien tenemos varias situaciones para plantear, como la privatización del vínculo laboral, la regularización 
de contratos y demás, desde que se trató el Estatuto del Funcionario Público venimos planteando, en esta 
misma Comisión, la regularización de los compañeros que tienen contratos temporales de derecho público 
por el artículo 53 de la Ley N* 18.719 de Presupuesto. En varias oportunidades hemos comunicado que el 
Poder Ejecutivo, en las mesas de negociación de rama, nos informó que en el vínculo laboral con el Estado, a 
tareas permanentes corresponden funcionarios de carácter permanente. Por tanto, desde hace 
aproximadamente un año, se ha llamado a concursos de provisoriato para ingresar a la Administración. En 
esa línea, también se acordó la regularización de los contratos temporales que ya venían desde 2006 o 2007, 
que tienen años en la Administración -artículos 55, 52 de la Ley N” 18.719 y 6* y 105 de la Ley N* 18.834-, 
por medio de un provisoriato de seis meses -artículo 7”-, más abreviado en el tiempo, que regularizaría la 
situación de los compañeros contratados que ya habían concursado por ese mecanismo. 


Nos queda colgado el artículo 53, que comprende a gente que ingresó a partir del procedimiento de ventanilla 
única, que concursó y entró de forma legal y está atada a las reestructuras. Se trata de contratos de hasta tres 
años con una prórroga por igual período. En el artículo 9” de esta Rendición de Cuentas se habilita la 
extensión del período a estos compañeros y quedan atados a una serie de reestructuras. La dificultad de que 
estas reestructuras salgan es notoria, porque queda un mes para que se presenten y a partir de esa fecha habrá 
cuarenta y cinco días en las Cámaras para que se acuerden y puedan generarse vacantes. Como no se pueden 
generar vacantes luego del 26 de octubre, llevar adelante estas reestructuras necesarias para regularizar a 
estos compañeros va a ser sumamente difícil. Estos compañeros van a quedar atados en una situación 
intermedia porque tampoco van a estar en provisoriato, ya que esa modalidad contractual va a dejar de existir 
a partir del nuevo Estatuto del Funcionario. Por otra parte, toda la gente que está ingresando a la 
Administración lo está haciendo a través de un mecanismo mucho más estable. Entonces, la gente que está 
desde 2011 va a estar hasta 2015 o 2016 sujeta a un mecanismo que no sabemos cuál es. Le pueden seguir 
cayendo los contratos y va a quedar sin trabajo, mientras otras personas van a entrar a través de un contrato 
mejor y van a ocupar su lugar, porque con la presupuestación se va a generar la vacante. Al respecto 
planteamos que se agregue el artículo 53 en el artículo 7” del proyecto de Rendición de Cuentas donde refiere 
a lo dispuesto en el inciso "in fine" de los artículos 52 y 55 de la Ley N* 18.719 


Entre los compañeros comprendidos en el artículo 53 tenemos varias situaciones. Hay algunos que ingresaron 
en 2011 concursando por la ventanilla única y otros que habían ingresado anteriormente a esa fecha, por 
ejemplo los compañeros -que estuvieron en esta Comisión- del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
pasantes y becarios que renovaban su contrato, estuvieron con esa beca durante tres años y cayeron en el 
proceso de esta nueva modalidad contractual; el artículo por el que ingresaron debería haberlos incluido en la 
modalidad de contrato a término igual que sucedió con otros. 


Por otra parte, hay compañeros de la Biblioteca Nacional a los que les pasó lo mismo, y dentro del Ministerio 
de Educación y Cultura también. Hay gente que concursó por un contrato a término pero como cambió la ley 
y esa definición no existía más, pasó a tener un contrato temporal de derecho público de acuerdo al artículo 
53. Tenemos las versiones taquigráficas que refieren a estas situaciones. Los señores Diputados Bernini, 
Gandini y Asti manifestaron en esas instancias que entendían que había situaciones específicas que deberían 
ser regularizadas, que compartían esa situación y que iban a trabajar en ese sentido. Esta situación abarca a 
850 compañeros y estamos planteando que ese artículo 53 ingrese a la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR BAZZANO.- Voy a subrayar lo que planteaba la compañera. Nosotros pensamos que sería 
fundamental poder aprovechar esta Rendición de Cuentas para presupuestar a un conjunto de 
aproximadamente 850 trabajadores que entraron por el artículo 53. Ese colectivo del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas al que se refería la compañera, para nosotros es prioritario porque se 
trata de becarios que desde el año 2008 están trabajando para la Administración, cumpliendo tareas de 
carácter permanente y sustantivo, pero hacemos una solicitud para que se tome en cuenta a todos esos 


trabajadores que dieron concurso y demostraron estar capacitados para aspirar a un provisoriato 
abreviado y después a su presupuestación. Esa es la primera cosa que queremos plantear. 


No sé si es esta Subcomisión o la otra que va a recibir a la Asociación de Trabajadores de los Diques del 
Estado. Nosotros vamos a acompañarlos, porque es un sindicato de la Confederación. Suscribimos y 
respaldamos el planteo que hacen en el sentido de que se excluyan de este proyecto de ley los artículos 322, 
323 y 324, que son los que crean el fideicomiso a partir del SCRA -Servicio de Construcciones, Reparaciones 
y Armamento de la Armada-. Asimismo, adoptan algunas disposiciones a partir de que los funcionarios 
dejarían de ser funcionarios del Estado para pasar a ser contratados por ese fideicomiso bajo el régimen de 
derecho privado. 


En ese sentido, recordamos a los señores Diputados que hace dos años, con motivo de discutirse la Rendición 
de Cuentas anterior, se presentó una iniciativa, que luego terminó siendo la Ley N” 18.834. En aquel 
momento, cuando la iniciativa estaba en la Cámara de Senadores planteamos discutir el tema, pero como 
nadie se hizo cargo de la paternidad de ese artículo, fue retirado. Ahora aparece nuevamente en un proyecto 
de Rendición de Cuentas, sin haber sido discutido con los trabajadores ni con COFE. Se trata de artículos que 
son sustantivos para el futuro de la industria naval en el Uruguay. Además, involucra y afecta directamente 
las condiciones de trabajo de un conjunto aproximadamente de doscientos trabajadores, sin que hayan tenido 
la posibilidad de opinar. 


Estamos muy preocupados por la importancia que tiene desde el punto de vista estratégico la industria en ese 
sector. Sabemos que tiene un potencial enorme. Por lo tanto, apostamos a una participación de los 
trabajadores en la definición de líneas programáticas, a fin de que este tema sea considerado como una 
política de Estado. Pretendemos que se retiren esos artículos, y empezar a discutir en forma paralela y 
simultánea un proyecto alternativo, a fin de analizar cuál será el destino de este servicio tan fundamental e 
importante. De lo contrario, sugerimos cambiar el contenido de esos artículos. Pero reitero: en principio 
estamos solicitando retirarlos, y darnos el tiempo necesario para que todas las partes puedan opinar al 
respecto y construir entre todos un futuro para este Servicio. 


Otro punto que queremos plantear tiene que ver con la situación creada a partir de la eliminación de un 
artículo del proyecto de Rendición de Cuentas, que fuera presentado en su oportunidad por el titular del 
Ministerio de Desarrollo Social, Daniel Olesker, relacionado con regularizar a un conjunto importante de 
trabajadores de ese Ministerio. Estamos hablando de alrededor de cuatrocientos trabajadores. Como sabrán, 
el Mides prácticamente no tiene estructura de cargos. Fue designado como uno de los Ministerios pilotos para 
reestructurarse, pero la reestructura todavía no se aprobó. Las tres cuartas partes de los funcionarios son 
contratados por terceros. Hacen tareas sustantivas, permanentes, reciben órdenes, acatan las disposiciones del 
Ministerio, marcan tarjeta, como cualquier otro funcionario, pero les paga una ONG, que según las propias 
autoridades del Ministerio, son considerados como Manpower. Nos lo dijeron en una reunión que tuvimos en 
la Dinatra: "son como Manpower". En la jerga interna del Ministerio los llaman "como si", porque trabajan 
como si fueran funcionarios públicos, pero no lo son. Hay una fundación, una ONG, que paga la planilla de 
trabajo y cobra un porcentaje para administrar el salario de estos trabajadores. 


Nosotros planteamos que ese artículo, que inicialmente se presentó por parte del Ministerio, en acuerdo con 
los trabajadores -existe un acta que resume un acuerdo que hubo en la negociación con ese Ministerio-, se 
incorpore. Sabemos -porque nuestros compañeros estuvieron acá y también cuentan con todo nuestro 
respaldo- que se hizo la siguiente objeción. De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución de la República, 
si no existe iniciativa del Poder Ejecutivo, no se podrían crear las vacantes, la dotación de personal en los 
empleos públicos. 


Nosotros queremos que se busque alguna solución, que puede ser alternativa. Ellos tienen los fondos; eso no 
cuesta. Inclusive, sin crear cargos, se podría llegar a resolver por la vía de contratos temporales, que si bien 
no colman las expectativas de las compañeras y los compañeros, sería un paso importantísimo respecto a la 
situación que tienen ahora. Su futuro es incierto; están llamando a concurso donde ellos compiten con 
cualquier persona de afuera. Cabe aclarar que la reglamentación de concurso no permite que se reconozca 
una experiencia acumulada muy importante como antecedente. 


El otro aspecto al que queríamos referirnos tiene que ver con el salario y algunos elementos que se plantearon 
acá. No voy a hablar de la falta de negociación colectiva, porque esto ya lo expresaron los compañeros. 


Estamos muy preocupados por ese tema; seguimos esperando una reunión de la Mesa de Negociación de 
Rama en la Dinatra, a la cual nos iban a convocar en junio. Hicimos nuestro planteo y nuestras propuestas y 
quedaron en darnos una respuesta, que aún no conocemos. Está claro que ya es demasiado tarde para que 
haya una respuesta sobre nuestras pretensiones de cara a la Rendición de Cuentas. Nosotros pretendíamos 
que hubiera un incremento salarial para los trabajadores; es la última oportunidad. Durante este período de 
Gobierno, prácticamente hubo un crecimiento nulo del salario real de los trabajadores de la Administración 
Central, salvo contadísimas excepciones. Me estoy refiriendo a los trabajadores que representan a la 
Confederación. Hubo algunas partidas muy pequeñas -prácticamente irrelevantes- para la corrección de 
inequidades, en cuatro Ministerios: Ganadería, Agricultura y Pesca, Educación y Cultura, Transporte y Obras 
Públicas, Turismo y Deporte. Por ejemplo $ 40:000.000 para el Ministerio de Educación y Cultura, $ 
13:000.000 para Turismo y Deportes, $ 20:000.000 para todo el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. Después, hubo $ 100:000.000, contemplados en el artículo 754 de la Ley de Presupuesto, que 
prácticamente se los llevó el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Y no solo porque tenían salarios muy 
bajos, sino porque, además, eso financió una extensión horaria. Los trabajadores tuvieron que llegar a pedir 
para trabajar cuarenta y ocho horas, a los efectos de que el sueldo a fin de mes estuviera un poquito más 
gordo. Es terrible, que en momentos en que estamos planteando la reducción horaria en varios sectores de la 
actividad, los trabajadores tengan que solicitar no un incremento salarial, sino trabajar más horas para cobrar 
$ 3.000, $ 4.000 o $ 5.000 al cabo del mes. 


En el artículo 753 se previeron $ 200:000.000. Unos $ 100:000.000 para 2011, que nunca se usaron, porque 
no se hizo -y no se va a hacer- la reestructura. Otros $ 100:000.000 adicionales para el 2012, que tampoco se 
usaron, así como no se van a usar los $ 100:000.000 previstos para el 2014, porque las reestructuras no salen. 
Hace diez años que están anunciando la reestructura del Mides, de los Ministerios de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de Salud Pública. Y no van a salir, teniendo en cuenta los plazos 
constitucionales y los cuarenta y cinco días que tiene la Asamblea General para la aprobación tácita de 
cualquier proyecto de reestructura. 


Estamos planteando que las economías, que es dinero que el Estado no ha gastado, y que tenía como destino 
la financiación de la reestructura, sea distribuido entre todos los trabajadores. 


Estamos estudiando, explorando y consultando con nuestros asesores si efectivamente no hubo 
inconstitucionalidad en la forma en que se ha presentado este artículo 16 del proyecto de Rendición de 
Cuentas, porque la Constitución es clara en cuanto al contenido de las leyes presupuestales. Yo conozco muy 
poco de Derecho, pero hemos leído muchas veces el artículo 214, porque tiene que ver directamente con la 
materia presupuestal. El literal B) del artículo 214 de la, es clarísimo. Dice que deben ser contenido de ley 
presupuestal "Los escalafones y sueldos funcionales distribuidos en cada inciso por programa". Esto que se 
puso en el artículo 16 no es una escala salarial. Habla de mínimo y máximo, y no está definido por 
organismo. Es un elemento de referencia y nada más que eso. 


¿Qué va a pasar en cada uno de los organismos? ¿Cuál será el valor de cada uno de los niveles previstos en la 
nueva ley del Estatuto del Funcionario Público? No lo sabemos. ¿Quién lo va a definir? Lo va a definir el 
Poder Ejecutivo después de las recomendaciones de una Comisión de Análisis Retributivo y Ocupacional, 
cuya creación no es inconstitucional para nosotros, pero creemos que sí lo es -estamos discutiendo y 
asesorándonos- que, efectivamente, el Poder Ejecutivo tenga la potestad de definir por sí solo cuál será el 
valor del salario de los trabajadores, independientemente del Parlamento. 


También se está desconociendo el numeral 13 del artículo 85 de la, que asigna esa potestad al Poder 
Legislativo que es, precisamente, aprobar las dotaciones que recibirá el personal al servicio del Estado. Por lo 
tanto, nosotros consideramos que, efectivamente, fue un error incluir esto, que no es una escala, sino 
mínimos y máximo y que, además, se deje librado a que, en función de los recursos de cada organismo, se 
haga el volcado previsto por la Ley del Estatuto del Funcionario Público que se está discutiendo y está por 
ser aprobada. 


Mis compañeros me hacen referencia a un artículo que tenemos interés que sea incluido en la Rendición de 
Cuentas, que tiene que ver con la modificación de una disposición presupuestal -el artículo 48 de la Ley_N? 
18.719- que prevé la posibilidad de reincorporar funcionarios declarados excedentarios en la reforma del 
Estado de 1996, a través del artículo 723 de la Ley N” 16.736. Creo que se ponía como condición que tuviera 


un máximo de 60 años, pero también ponían otra condición, que era que no tuviera costo presupuestal ni de 
caja. 


Como sabrán los señores Diputados, los trabajadores excedentarios están cobrando una pensión de $ 5.000 o 
$ 6.000, que es el sueldo del grado más la compensación al cargo; punto. Es imposible incorporar a alguien 
con ese salario. Por lo tanto, cualquier incorporación exige que se cubra la diferencia. Nosotros pretendemos 
que se saque lo del costo de caja, porque ese es el argumento que está esgrimiendo el Ministerio de Economía 
y Finanzas para impedir la incorporación de varias decenas de trabajadores que manifiestan voluntad de 
trabajar y no pueden hacerlo. 


Tenemos 24 pedidos de reincorporación para el Ministerio de Turismo y Deporte, más concretamente en la 
Dinade. También tenemos aproximadamente 10 funcionarios que quisieran volver a trabajar en el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, pero el Estado prefiere seguir pagándoles y tenerlos en la casa, lo que nos 
parece una aberración. Quisiéramos que se les diera la posibilidad de trabajar cubriendo la diferencia salarial 
que, por otro lado, no es tanta, porque sabemos que los sueldos previstos en cualquiera de esos organismos 
son sumamente bajos. 


SEÑOR ABDALA.- Doy la bienvenida a la delegación de COFE que, por cierto, es una presencia 
frecuente y habitual en esta Casa -por suerte-, sobre todo, en las instancias de carácter presupuestal. 


Se ha planteado una cantidad importante de asuntos diversos, todos de significación y que, por supuesto, van 
a merecer nuestra atención, como corresponde. 


Voy a hacer tres preguntas muy concretas acerca de dos aspectos que fueron mencionados y sobre un tercer 
tema que quiero traer a colación, que refiere a una pregunta específica sobre el articulado. 


En primer lugar, quiero hacer una consulta de carácter general sobre un tema que no fue contemplado en la 
Rendición de Cuentas y que fue mencionado por la delegación aquí presente, que tiene que ver con el salario 
del sector público. Todos recordamos que en los meses de verano, cuando se determinó el ajuste anual de los 
salarios públicos con vigencia al 1” de enero, hubo un debate intenso que, obviamente, tuvo a COFE como 
protagonista principal, con relación a lo que, a mi modo de ver era, sin duda, una interpretación sensata de lo 
que acontecía en cuanto a que el índice de inflación correspondiente al año 2012 -que, por cierto, se toma 
como referencia para establecer el ajuste de los salarios públicos- sufrió una serie de determinaciones de 
carácter económico -no quiero hablar de maquillaje, porque no sería correcto- que, sin duda, a lo largo del 
año 2012 y, fundamentalmente, en el mes de diciembre, trajeron consecuencias en cuanto a que se adoptó - 
como todos recordamos- una rebaja de determinados beneficios para los usuarios de UTE y hubo un acuerdo 
para el congelamiento temporal de ciertos productos de la canasta básica con los supermercados. Reitero, 
desde el punto de vista estadístico, no puede decirse que hubo una alteración en la determinación del índice, 
pero está claro que, en función del establecimiento de ese índice de inflación se llegó a un promedio que 
COFE interpretó -creo que es discutible, pero el planteo parece razonable- que no refleja la evolución real del 
costo de vida en el Uruguay y que, por lo tanto, eso terminó afectando los salarios y, en particular, los sueldos 
públicos, teniendo en cuenta que ajustan solo una vez al año. A partir de esa situación se empezó a construir 
la tesis de que COFE apostaría a tratar de solucionar esa pérdida inicial de salario real para el año 2013 en la 
instancia de la Rendición de Cuentas. Lo que hemos escuchado en esta presentación es que no hubo 
negociación colectiva, no la hubo suficientemente o no la hubo con relación a la Rendición de Cuentas. Mi 
pregunta concreta es qué pasó a lo largo de todos estos meses -en el transcurso del primer semestre del año 
2013- con relación a esto. Quisiera saber si hubo alguna instancia con el Poder Ejecutivo o no y si COFE 
simplemente se vio superada por los hechos, porque esperó una instancia de negociación que no llegó y, por 
lo tanto, vencieron los plazos y el Gobierno presentó la Rendición de Cuentas. En definitiva, me interesaría 
saber -porque creo que hace al análisis de la historia fidedigna de todo este proceso- cuál fue la actitud que la 
organización gremial adoptó y qué pasos dieron. Recuerdo que en aquel momento estábamos en una 
situación de virtual conflictividad con el sector público, porque así se planteó -reitero-, a partir de una visión 
que parecía responsable por parte de los trabajadores. Inclusive, convocamos al señor Ministro de Economía 
y Finanzas a la Comisión de Hacienda y debatimos con él. Debo confesar que nos dio una respuesta que no 
fue completamente convincente. Más bien, con total objetividad, me afilio a la interpretación de COFE en 
cuanto a esto. Es evidente que se pretendió privilegiar a la macro economía o mantener la inflación en un 
dígito y, obviamente, eso iba a afectar, fundamentalmente, a los salarios que ajustan una sola vez al año. Esa 
es la primera consulta que queríamos formular. 


Las otras dos consultas que deseo realizar son más particulares. 


Una de ellas tiene que ver con la situación de Asse, que fue mencionada por el señor Pablo Cabrera. 
Precisamente, el día de ayer compareció ante la Comisión el Directorio de Asse, ocasión en la que le 
solicitamos que expusiera su visión sobre el tema de las relaciones laborales. En ese sentido, la doctora 
Beatriz Silva manifestó que se estaba dando una situación de preconflicto, lo cual le preocupaba. 


Asimismo, el próximo lunes, según tengo entendido, se llevará a cabo una instancia de negociación en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; de todos modos, me interesaría saber -ya que a través de los 
medios de comunicación nos notificamos de ello- cuál es la situación, teniendo en cuenta que se habla de la 
inminencia de un conflicto más generalizado y de la posibilidad de que se realicen ocupaciones en los lugares 
públicos. Por supuesto, está claro que en la Rendición de Cuentas -eso lo analizamos el día de ayer- con 
respecto al Inciso correspondiente a Asse no figura nada relativo a una mejora salarial para los trabajadores. 
Eso es evidente, más allá de que se hace referencia a una pequeña partida para solucionar algunas iniquidades 
salariales que se produjeron con los contratos aprobados en la Ley de Presupuesto. 


La tercera y última pregunta tiene que ver con el artículo 6” del proyecto de Ley del Poder Ejecutivo, que no 
ha sido mencionado. El señor Bazzano, con toda razón, manifestó que en las normas presupuestales no deben 
introducirse propuestas que no tengan una naturaleza presupuestal -ese es un debate que tenemos en forma 
permanente en esta Comisión-, pero todos sabemos que de hecho ocurre. En ese sentido, quisiera decir que 
aquí hay una que, a mi juicio, puede incidir en las condiciones de trabajo, la cual tiene que ver con los 
sumarios administrativos. En realidad, puede ser buena o mala, pero me parece que es un cambio cualitativo, 
y vamos a hacer la consulta correspondiente a la Oficina Nacional del Servicio Civil, que concurrirá a la 
Comisión el próximo lunes junto a una delegación de Presidencia de la República. 


En realidad, figura una modificación a la Ley Orgánica del Servicio Civil, previendo la centralización de los 
sumarios administrativos del personal civil del Estado. Sin duda, estamos hablando de un cambio importante, 
que tiene que ver con las garantías individuales y administrativas. Además, este cambio configura una 
modificación en las condiciones de trabajo. Por supuesto, no sé en qué puede derivar pero, objetivamente, 
creo que mi descripción es correcta. 


Por lo tanto, quisiera saber cuál es la visión de COFE con respecto a este tema, y si se ha mantenido algún 
tipo de conversación en ese sentido. Hago esta consulta, entre otras cosas, porque el tema está más 
relacionado con el Estatuto del Funcionario Público que con una Ley de Presupuesto, y parece un poco 
contradictorio que el Parlamento, que está dando sanción al proyecto de ley del Estatuto del Funcionario 
Público, paralelamente, introduzca cambios del mismo tenor en una ley de naturaleza presupuestal. 


SEÑOR GANDINI.- Es un gusto recibir a la delegación de COFE, ya que tenemos muchos temas para 
analizar y en poco tiempo. 


Quisiera hacer algunas preguntas complementarias a las formuladas por el señor Diputado Abdala, a fin de 
comprender lo que se proponen. 


Según entiendo, ustedes proponen modificar el artículo 7” de este proyecto a fin de incorporar una serie de 
funcionarios; en ese sentido pretenden que se incorpore, además de lo establecido en el inciso cuarto del 
artículo 52 de la Ley de Presupuesto, lo que dispone el artículo 53 de esa misma ley. 


El inciso cuarto del artículo 52 está vinculado a los contratos de caché, y dispone que, por única vez, pasarán 
a la modalidad de Contrato Temporal de Derecho Público. Por supuesto, todos conocemos la irregularidad de 
origen que tiene el caché en su modo de selección, pero se hizo una excepción y pasaron a ese régimen. 


Asimismo, ustedes hablaron de incorporar el artículo 53, pero este artículo solo hace referencia a la 
definición de Contrato Temporal de Derecho Público. En ese sentido, me gustaría saber qué redacción 
sugieren, porque lo que establece el artículo7” del proyecto de Rendición de Cuentas es que pasarán a 
provisoriato aquellos que, por única vez, pasaron a Contrato Temporal de Derecho Público. Entonces, para 
resolver el problema de algunos otros funcionarios, ustedes proponen que la redacción fuera "in fine" del 
artículo 52, y del artículo 53. Por lo tanto, lo que proponen es que todos aquellos que tengan un Contrato 
Temporal de Derecho Público pasen a provisoriato. ¿Esa es la idea? 


Por otra parte, pensaba hacer algún comentario con respecto al artículo 6”, pero ya lo hizo el señor Diputado 
Abdala. La única constancia que quiero dejar es que me parece insólito que después de haber discutido 
durante meses el Estatuto del Funcionario Público, en donde se regula el régimen sancionatorio, se incluya en 
un artículo de un proyecto de estas características una disposición que indica que habrá una superunidad 
centralizada que realizará los sumarios de todos los organismos. Eso es lo que entendí, pero creo que no tiene 
capacidad para hacerlo; además, se duplican los servicios. Sin duda, esta es otra de esas cosas maravillosas 
que se hacen, que después quedan en letra muerta o se transforman en un peligro en materia de garantías. En 
realidad, no comparto, no entiendo, lo que se establece en el artículo 6”, lo cual será discutido con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil cuando concurra a la Comisión. 


El artículo relativo a la escala salarial también me costó mucho entenderlo. En realidad, ¿ustedes proponen 
que se retire de la Ley de Presupuesto, o se modifique? Ustedes afirman que no se negoció la escala salarial, 
pero actualmente no tenemos otra redacción. Por lo tanto, ¿proponen alguna alternativa o, directamente, que 
se retire el artículo? 


Como dije, es difícil de entender, porque el artículo 16 habla de los valores de los componentes referidos al 
cargo y a la ocupación de la remuneración de los funcionarios presupuestados que cumplan ocho horas de 
labor efectivas. En este artículo, en realidad, no se hace referencia a los funcionarios que están contratados 
para realizar ocho horas y trabajan seis, lo que se obtuvo luego de una larga negociación; no es así, como 
dije, este artículo habla de los funcionarios que trabajan ocho horas diarias y cuarenta horas semanales. 
Además, establece las excepciones y una escala, que no sé de dónde sale ni por qué es así. 


Luego, establece: "La aprobación de la presente disposición no implica asignación de créditos presupuestales 
en los incisos; ni aumento o disminución en el total de las retribuciones que perciben a la fecha de vigencia 
de la presente ley, los funcionarios alcanzados". Entonces, si no se puede aumentar ni bajar, y no hay 
presupuesto, ¿para qué se hace la escala? Alguien deberá explicarlo aunque, lamentablemente, será al final 
del trabajo de la Comisión, ya que la Oficina Nacional del Servicio Civil, por problemas de agenda, 
concurrirá el último día. 


Por lo tanto, quisiera saber, concretamente, si ustedes van a proponer una redacción alternativa o pretenden 
que dicho artículo sea eliminado. 


Por otra parte, tengo la impresión de que ciertos artículos, aunque no haya habido negociación colectiva, 
recogen algunos acuerdos, más o menos explícitos, alcanzados con COFE durante la discusión del proyecto 
de ley del Estatuto del Funcionario Público en la Comisión correspondiente de la Cámara de Diputados. 
Como dije, tengo la impresión de que algunos de esos acuerdos fueron recogidos en algunos artículos, por 
ejemplo, los artículos 7%, 9” y 13, que incluyen aspectos sobre los que se conversó en aquel momento. 


En ese sentido, quisiera saber si ustedes reconocen en estos artículos algunos de los acuerdos alcanzados en 
aquella etapa, los cuales iban a ser regularizados en futuras leyes, o si solo se trata de iniciativas enviadas por 
el Poder Ejecutivo, que no corresponden a algún tipo de vínculo o acuerdo previo llevado a cabo con COFE. 


SEÑOR LÓPEZ.- Voy a referirme, básicamente, a dos de los planteos realizados por el señor Diputado 
Abdala, que fueron complementados por el señor Diputado Gandini. 


Esta es la última Rendición de Cuentas en la que se puede aumentar el gasto, y hemos dado la pelea por tener 
un aumento salarial, en función de la depresión que está teniendo el salario en la Administración Central, 
sobre todo, a nivel de los sindicatos a los que representa nuestra Confederación. Se ha publicitado por parte 
del Poder Ejecutivo que hubo un incremento del salario real en la Administración Central, y eso es así, pero 
gran parte de ese incremento se destinó a sectores que no están representados por nuestra Confederación, 
fundamentalmente, a la Policía y a los militares. La gran mayoría de los trabajadores de la Administración 
Central que no son policías ni militares, en este período de Gobierno, fueron condenados al congelamiento de 
sus salarios a valores de antes de la crisis de 2002. 


Esto se explica de la siguiente manera. Cuando asumió el Gobierno el Presidente Tabaré Vázquez, acordamos 
que recuperaríamos el salario perdido en el período de Batlle, y efectivamente fue así. Si bien entendíamos 
que la pérdida salarial era un poco mayor que lo que decía el Gobierno, al final se terminó transando en un 
19,5% de aumento en el período. Y ese convenio, más allá de alguna dificultad, se terminó cumpliendo: en 


2010, llegamos a recuperar ese 19,5% que habíamos pactado. Cuando asumió el Gobierno de Mujica, se dijo 
que se mantendría el salario real, lo cual implicaba que nosotros nos quedaríamos congelados en valores de 
antes de la crisis de 2002, que fue lo que recuperamos, porque cuando terminó el Gobierno de Tabaré 
Vázquez recién volvimos al poder adquisitivo que tenía la mayoría de los salarios de la Administración 
Central antes de la crisis de 2002. Por lo tanto, hoy, la gran mayoría de los trabajadores de la Administración 
Central, sobre todo los que representamos en COFE, tienen los salarios congelados en valores de antes de la 
crisis de 2002. Por eso hemos dado la pelea por el salario y en los ámbitos de negociación colectiva hemos 
planteado diferentes iniciativas, que no han sido atendidas por el Poder Ejecutivo. El 25 de junio hicimos un 
paro general de 24 horas, porque en el ámbito de negociación colectiva planteamos una propuesta concreta de 
recuperación de un 4,5% de la masa salarial, con la posibilidad de negociar después su distribución, de 
manera tal de incentivar aquellos salarios más sumergidos dentro de la Administración Central. Aparte de 
eso, propusimos -como dijo el compañero Bazzano- que esos créditos que estaban asignados y no se 
ejecutaron -que seguramente no se van a ejecutar porque cada vez nos queda más claro que va a ser muy 
difícil que las reestructuras se puedan implementar- se pusieran arriba de la mesa, y en los ámbitos de 
negociación con el Poder Ejecutivo planteamos algunas posibilidades para su distribución, de manera de por 
lo menos mitigar la pérdida que tuvimos a partir de los cambios que determinó -a que hizo referencia el señor 
Diputado Abdala- el Poder Ejecutivo con relación a la medición de inflación en el año pasado, que 
implicaron que todos recibiéramos mucho menos de lo que realmente había sido la inflación de ese año y que 
en el mes de enero perdiéramos dos puntos de la recuperación salarial que habíamos tenido. 


Por supuesto, planteamos al Poder Ejecutivo la posibilidad de un incremento salarial, que fue desestimada. 
Evidentemente, las movilizaciones que hicimos -el paro general y alguna otra instancia- no fueron suficientes 
para que entendiera que debía haber una recuperación en el salario de los trabajadores estatales, sobre todo, 
en los de la Administración Central. Es más: llevamos una propuesta de modificación del artículo 4* de la 
Ley de Presupuesto, que en cierta forma limita la negociación colectiva porque regula de qué manera se 
deben definir los ajustes salariales en el sector público y que fue la causa, entre otras cosas, de lo que pasó 
con el ajuste de enero, producto de la inflación. Esa propuesta que hicimos al Poder Ejecutivo está a estudio 
del Ministerio de Economía y Finanzas. En principio, nos dijeron que lo veían con buenos ojos, que lo 
estaban estudiando, pero la última reunión que tuvimos fue en mayo o junio y aún no hemos tenido respuesta. 


SEÑOR ABDALA.- No conocía este antecedente y me parece muy interesante. Sucintamente, 
¿podemos saber en qué consiste la propuesta de COFE? 


SEÑOR LÓPEZ.- Se la podemos hacer llegar, porque está por escrito y es un poco complicado 
explicarla en pocas palabras 


Básicamente, tiene que ver con hacer un promedio de los meses de inflación, de manera que no sea todo el 
año calendario y que haya un promedio que mitigue situaciones como las que se dieron con el Plan UTE y el 
acuerdo con las grandes superficies, que como hubo deflación en un mes, el ajuste fue mucho menor y al mes 
siguiente perdimos gran parte de lo que habíamos planteado. 


Por otra parte, quiero referirme a una cuestión que me parece elemental. El Presidente expresó claramente la 
desazón que tenemos los trabajadores de la Administración Central por cómo se ha tratado, sobre todo en este 
período, la negociación colectiva del sector público. Nosotros siempre hemos sido muy claros en expresar 
que, antes de 2005, en el sector público no teníamos negociación colectiva. En 2005 se realizó el acuerdo 
marco de la negociación colectiva para el sector público y comenzamos a avanzar, hasta que se plasmó una 
ley al final del período pasado que, lamentablemente, durante el período actual se ha violentado en reiteradas 
oportunidades y los ámbitos de negociación se transformaron en espacios donde el Poder Ejecutivo nos 
informa qué es lo que va a hacer, pero no tenemos ninguna posibilidad de avanzar en la propuesta que 
tenemos los trabajadores. Un ejemplo claro fue el del Estatuto. Después de que estuvimos discutiendo siete u 
ocho meses, el Poder Ejecutivo, unilateralmente, levantó esa negociación. Por suerte, acá, en el Parlamento, 
tuvimos la posibilidad de avanzar en algunas cosas, más allá de que no era todo lo que planteábamos y de 
que, aparentemente, tampoco va a ser todo lo que pretendíamos. El ejemplo más claro de cómo marcha la 
negociación colectiva en el sector público lo expresó el compañero Bazzano cuando se refirió al acuerdo que 
había habido entre los trabajadores y el Ministro de Desarrollo Social para la regularización de los contratos 
precarios que hay en ese Ministerio. Resulta que hay un acuerdo entre el Ministro y los trabajadores, y el 


Poder Ejecutivo, increíblemente, no lo lleva adelante. Esto es una situación que nos preocupa y que 
demuestra que la negociación colectiva en el sector público está muy deteriorada. 


Por último, también nos preocupa la centralización de los sumarios, sobre todo, porque no sabemos qué es lo 
que establece concretamente esa decisión. La Oficina Nacional del Servicio Civil, en el ámbito de 
negociación, nos dijo que no era para que los sumarios se procesaran a nivel central, sino para tener una 
definición que no entendimos mucho, por lo que nos quedó pendiente una respuesta más contundente de 
parte de dicho organismo en cuanto a qué propone con este artículo, que también nos llamó la atención que 
fuera incluido en la Ley de Presupuesto, cuando en ese mismo momento estábamos tratando el Estatuto del 
Funcionario Público. Esto tiene que ver con esta situación, que delimita todos los problemas salariales que 
tenemos en función de lo que se llama escala salarial -pero que no es tal-, que está prevista en el artículo 16 
de esta Rendición de Cuentas, donde el Poder Ejecutivo propone para el Escalafón F un valor mínimo de $ 
13.000 y un máximo de $ 16.000, para treinta horas semanales, lo que abarca a gran parte de los trabajadores 
que tenemos. 


Reiteramos que estamos estudiando la situación y creemos que, de acuerdo con las informaciones que hemos 
recabado hasta ahora, este artículo tiene rasgos de inconstitucionalidad. Por este motivo, queremos decir 
claramente acá que el planteo que hace nuestra Confederación es que se elimine este artículo porque, de lo 
contrario, nos vamos a reservar el derecho de accionar, si entendemos que es necesario, no solo a nivel 
gremial sino también judicial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una precisión muy concreta. Me pareció que estaban asintiendo 
con la cabeza los legisladores que estaban aquí cuando yo retiré el reloj para que no sonara y 
pudiéramos seguir considerando los temas planteados. De todas formas, solicito a los presentes que se 
redondee, sin perjuicio de que se hable todo lo que se considere necesario, porque hay delegaciones 
esperando para entrar a sala. 


SEÑOR CABRERA.- Quiero responder a algunas preguntas brevemente y hacer una precisión más 
con respecto a lo que planteaba el señor López. Creemos que es importante la centralidad de la 
información; no cabe duda de que la Oficina Nacional de Servicio Civil tiene que cumplir un papel 
fundamental en el tema de los recursos humanos del Estado. Para ello hay que fortalecerla, porque no 
es el único problema que deberá afrontar la Oficina Nacional del Servicio Civil en el caso de que se 
centralice el trabajo de los sumarios. 


Otra cosa que estamos reclamando y que es parte de un conflicto a resolver es, por ejemplo, lo que atañe al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, donde no se han podido procesar los nuevos cargos -con la 
prontitud que se esperaba- que hoy se están demandando en la industria frigorífica, ya que la ONSC es 
bastante lenta por la falta de profesionales para realizar el concurso y el llenado de las vacantes. 


Por tanto, si se le siguen asignando responsabilidades importantes a un organismo que entendemos que es 
fundamental pero que no tiene la dotación suficiente como para hacer ese trabajo, se van a enlentecer los 
procesos. Ahí es donde, entre todos como sociedad, vamos a seguir escuchando sobre el peso de la 
burocracia, y la forma en que se enlentece todo lo que tiene que ver con los trámites del Estado. Entonces, 
cuando en momentos críticos se necesita prontitud no se logra porque no se puede articular. 


Por consiguiente, este artículo en particular lo que hace es profundizar esta problemática general de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. Creemos que habría que dar un debate mucho más profundo en cuanto a 
cuál es el rol que debe cumplir la ONSC con relación a la regulación de los recursos humanos del Estado. 


Con respecto a ASSE, puede haber visiones distintas. La dirección de ASSE podrá plantear que este es un 
preconflicto pero nosotros podemos decir con claridad que en este momento estamos en conflicto, y que no 
es de hoy. 


Cuando la señora Presidenta de este organismo hace referencia a la reunión que se va a mantener en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el día lunes, tiene que ver con resolver problemas vinculados con 
un convenio firmado el año pasado, porque según la respuesta de ASSE, hoy nosotros no vamos a poder 
contar con lo que el propio convenio estaba planteando. Para nosotros lo importante es que el artículo 26 es 
de construcción salarial y la simplificación de los renglones también es un tema viejo y sabido. La 


Confederación lo viene planteando desde el 2008, cuando la Administración Central en su conjunto tuvo la 
posibilidad y capacidad de resolver este problema para todos los Ministerios. Precisamente, ASSE, que fuera 
descentralizada con la ley de agosto de 2007 no entra en esta situación y, al día de hoy, en el 2013, este 
asunto no está resuelto. Cuando firmamos el convenio el año pasado se dijo que esto sería viable y la 
respuesta final que nos dan hoy es que ello no se puede hacer. Por tanto, esta situación genera conflictividad 
por convenios no cumplidos. 


Por otra parte, el conflicto actual tiene que ver con otras cuestiones. En este punto quiero ser muy preciso 
porque los titulares de los medios de comunicación hablan del salario y el conflicto tiene que ver solo con 
una parte de él. Lo central de nuestro conflicto son las condiciones de trabajo y seguimos reivindicando la 
incorporación de más personal, porque no podemos pensar que una auxiliar de enfermería en la maternidad 
del Pereira Rossell tenga que atender a quince o dieciséis mujeres en el pre o pos operatorio en la noche sola. 
Es imposible. 


Estamos todos apostando a que el Sistema Nacional Integrado de Salud llegue a las zonas rurales. Como 
actualmente no contamos con los recursos humanos necesarios, es imposible brindar esa atención. Vamos a 
hablar con claridad: esto ocurre en el sector público ya que el privado no tiene las condiciones para las 
prestaciones en el interior porque en muchos casos no le sirve, y somos nosotros los que respondemos. 
Entonces, por esa realidad, la gente dijo no poder más. Por este motivo, se vuelve a instalar un conflicto con 
las características de hoy a nivel de ASSE. 


Estamos reivindicando una infraestructura diferente. En el Hospital de Colonia se colocó la piedra 
fundamental con la entonces Ministra Muñoz en el 2009, y estamos en el 2013 y las obras no comenzaron. 
Entonces, no estamos hablando solo del salario, aunque es un componente importante. La gente sufre un 
desgaste por el multiempleo y no podemos seguir esperando para reivindicar el salario, pero son totalmente 
equivocados los titulares de muchos medios que plantean que la lucha que tiene la Federación de 
Funcionarios de Salud Pública es exclusivamente por el salario. 


El tema salarial nosotros lo planteamos dentro de la definición de COFE y la lucha de esta Confederación en 
general. Es importante hacer esta precisión por el debate que hoy tiene el Parlamento por el proyecto de ley 
de Rendición de Cuentas, pero también para conocimiento general, porque el tema de ASSE se viene 
discutiendo mucho. Entonces, es importante tener otras visiones que no son exclusivamente las que en 
general se están pensando. 


SEÑOR BAZZANO.- Voy a tratar de ser muy concreto. Quiero contestar a la pregunta planteada por 
el señor Diputado Gandini que refiere al artículo 53. 


Nosotros pretendemos que en el artículo que permite la regularización de varias situaciones se incluya las 
comprendidas en el artículo 53, con lo que se abarcaría aproximadamente a ochocientos trabajadores. Y voy a 
explicar por qué. 


Nosotros aceptamos la figura de contrato temporal de Derecho Público cuando se discutió este asunto en la 
Ley de Presupuesto como una válvula de escape para la Administración, cuando las funciones que debían 
cumplir los organismos no se podían hacer con la dotación presupuestal y los recursos humanos con que 
contaba cada uno de ellos. Entonces, no se podía condenar a la Administración a su paralización; por este 
motivo, aceptamos el contrato temporal. Tanto nosotros como la Administración, y particularmente la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, partió de la base de que ello sería transitorio y que las tareas permanentes debían 
ser efectivamente ejecutadas por funcionarios presupuestados. 


El horizonte es la presupuestación de esos contratos temporales que ingresaron legítimamente por la vía del 
concurso. Pensamos que este es el momento de hacerlo, aprovechando la presupuestación de todos los que 
tengan contrato vigente cuando se promulgue la ley. 


El artículo 9%, al que acá se hacía mención, consideramos que en cierta medida contempla esta posibilidad 
pero tira el problema para después, lo deja en manos de la próxima Administración, ya que lo que hace es 
prorrogar todos los contratos temporarios al máximo de seis años con lo cual los primeros van a estar 
venciéndose en el 2017. Reitero que pensamos que esta es la oportunidad de resolver este asunto. 


Por otra parte, se da una paradoja. El artículo 7” contempla la presupuestación del artículo 52 "in fine", que se 
refiere a los excontratos caché. Estamos de acuerdo con la regularización pero sabemos que por el artículo 52 
pasó mucha gente porque se desvirtuó la propia modalidad de la contratación. Primero era un caché artístico 
y después se le cambió la denominación y se permitió que se contratara a funcionarios como gestor cultural, 
y entraron funcionarios administrativos, abogados; muchos de ellos para trabajar como correspondía. 
Entonces, la Administración utilizó la flexibilidad del contrato caché para resolver sus problemas de falta de 
personal. También es cierto que hubo designación directa, porque ningún caché entró por concurso. Se está 
dando una paradoja en algunos organismos. Es un problema que prácticamente se circunscribe al Ministerio 
de Educación y Cultura. Se sabe que se hizo un contrato de transición de seis meses, con opción a una 
renovación de seis meses más, pero hace dos años que los contratos están vigentes, por lo cual el artículo 53 
fue desconocido. Además, se está llamando a concurso en régimen de contrato al amparo del artículo 53, y se 
están presentando algunos que entraron por el artículo 52; o sea, caché, y varios lo están perdiendo. Se va a 
dar la paradoja de que mientras sigan perteneciendo al artículo 52 van a ser regularizados, porque así lo 
establece el Estatuto del Funcionario Público que se está votando y el artículo 7” de este proyecto de 
Rendición de Cuentas. Los funcionarios amparados en el artículo 53 que dieron el concurso y lo ganaron, no 
van a ser regularizados. Por lo tanto, pretendemos que se incorpore el artículo 53 a la Rendición de Cuentas. 


Considero que hay un problema de economía en la administración del Estado en el sentido de haber hecho los 


concursos y tener gente que efectivamente está capacitada para cumplir con las tareas dentro de la 
Administración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos redondeado una mañana de trabajo muy interesante con esta 
delegación. 


Las distintas bancadas han recibido los insumos y las que no están presentes van a recibir la versión 
taquigráfica de esta reunión. 


Agradecemos su presencia y quedamos a las órdenes. 
(Se retira de Sala la delegación de COFE) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Trabajadores Civiles de los Diques del Estado) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de la Asociación de Trabajadores Civiles de los 
Diques del Estado, integrada por el Presidente, señor Paulo Morales, el Tesorero, señor Walter Victorica, el 
secretario, señor Carlos Oyhenart, el señor Roberto Beguerie, el dirigente señor Ricardo Fernández y la 
dirigente de COFE, señora Iris Fregosi. 


SEÑOR MORALES.- Agradecemos a la Comisión que nos haya recibido. 


Queremos plantear nuestra total discrepancia en dos aspectos fundamentales relativos a la inclusión de tres 
artículos en este proyecto de Rendición de Cuentas, los artículos 322,323 y 324. En primer lugar, 
discrepamos en cómo se presentan los procedimientos y, en segundo término, en sus contenidos. 


El compañero Berguerie va a dar lectura a un material que preparamos para entregar a la Comisión, a efectos 
de que conozcan cuáles son nuestras inquietudes. 


SEÑOR BERGUERIE.- Hemos venido a solicitar su apoyo y colaboración para que no se aprueben los 
artículos 322, 323 y 324 del proyecto de Rendición de Cuentas 2012, relativo a la desaparición del 
SCRA, Servicio de Construcción y Reparación de Armamento de la Armada y "[...] creando el 
Instituto Naval del Estado (INES) y encomendándole al Poder Ejecutivo la creación de un Fideicomiso 
de Administración, a quien se le transferiría todos los bienes muebles e inmuebles pertenecientes 
actualmente al SCRA, pudiendo designar como fiduciario al INES.- Si bien los trabajadores 
compartimos la idea de que es imprescindible para un país productivo, promover y desarrollar las 
actividades de la Industria Naval, no es menos cierto que consideramos que estos artículos no van en 
ese camino, y nos crean más incertidumbres que certezas, por ejemplo: A- No nos queda claro con qué 
figura Estatal funcionaría el INES.- B- Según el art. 323 el Fideicomiso de Administración que se crea 


'podría' designar como fiduciario al INES; en caso de no ser así, ¿a manos de quién irían a parar los 
bienes que actualmente son del SCRA? ¿Puede ser el camino intermedio para luego privatizar los 
bienes del Estado? C- El Directorio del INES será integrado por los Ministerios de Economía y 
Finanzas, de Defensa Nacional y de Industria, Energía y Minería, quien lo presidirá; entonces, ¿qué 
Órgano controlará a los Directores? ¿Los Directores serán electos mediante venia del Senado o 
simplemente serán cargos políticos de confianza? D- "-quizás el más importante- "¿Es beneficioso y 
correcto que baste una resolución 'unánime' del Directorio del INES (integrado según Gobierno y 
Ministros de turno) para enajenar o gravar los bienes muebles e inmuebles del patrimonio fiduciario, 
que son del Estado? ¿No habrá control parlamentario?- Si los dos primeros artículos (322 y 323) nos 
crean incertidumbres, el 324, es para los trabajadores lapidario. Se deja en manos del INES 
(Directores que desconocen las capacidades del personal existente)" -porque serían nuevos- "la 
potestad de contratación o no, de funcionarios, que en su mayoría dedicaron más de veinte años de su 
vida al desarrollo industrial de los Diques y gracias a quienes la mano de obra del SCRA es reconocida 
y respetada por todos los actores del ramo.- El texto dice que, en caso de ser contratado por la 
empresa, 'el personal dejará de percibir las remuneraciones asociadas al desempeño de su cargo o 
función de la mencionada Unidad Ejecutora', reservando el cargo. Pero la mayoría de los trabajadores 
civiles revistamos en calidad de Presupuestados de la Administración Central," -y nos preguntamos- 
"¿seguiremos siendo considerados como tales, con todos nuestros derechos y obligaciones de 
Funcionarios Públicos Presupuestados, o haremos un paréntesis incursionando como trabajadores de 
la industria privada 'a prueba por dos años', para después volver a ser funcionarios públicos en 
cualquier Repartición del Ministerio de Defensa?.- Luego de muchos años de lucha, los trabajadores 
civiles de los Diques del Estado conseguimos que por el art. 22 de la Ley N” 16.002 del 25 de noviembre 
de 1988: 'Todos los trabajadores civiles que cumplen funciones en el SCRA percibirán las retribuciones 
fijadas por el Consejo de Salarios para el Grupo 13 (actual Grupo 8) Industria Metalúrgica, Diques 
Varaderos y Astilleros'. A pesar de desaparecer el SCRA, ¿el INES respetará esa conquista de los 
trabajadores y todas las conquistas que se fueron logrando en años?.- Por lo expuesto, y 
fundamentalmente con el convencimiento de que los Diques y el Astillero que hoy integran el SCRA, 
deben seguir siendo propiedad exclusiva del Estado, consideramos que deberían realizarse los cambios 
necesarios enfocados en crear una figura con la autonomía necesaria para mejorar su competitividad y 
para el cumplimiento de sus objetivos estratégicos, defendiendo así, el patrimonio de todos los 
uruguayos". 


Quedamos a su disposición y nos ofrecemos a trabajar en conjunto, en caso de que quieran formar alguna 
Comisión para alcanzar esos objetivos. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Estamos convencidos de que la industria naval está viviendo un momento 
histórico en el país, en la región y en el mundo. Sabemos que necesariamente los diques deben estar en 
manos del Estado. Nos parece que estos tres artículos no van en ese camino. Hoy, tendríamos que estar 
discutiendo cómo vamos a levantar la industria naval con un Estado que sea un protagonista activo en 
la reparación naval. Es el Estado el que debe dar respuestas a la reparación, por ejemplo, de las 
dragas, del traslado de la materia por el río, y debe estar adelante en todo lo que significa la industria 
de reparación en la pesca. Para nosotros es importante discutir, de acuerdo con una cartera de clientes, 
una plantilla mínima de trabajadores, tomando la experiencia de los que trabajan hoy en los diques e 
insertando nueva tecnología. Hay que empezar a trabajar para crear un dique realmente competitivo. 


Para crear esta figura, también es necesario que el dique tenga potestades o la posibilidad de asociarse o de 
tomar personal en caso en que el emprendimiento de reparación o de construcción sea muy grande. Pero todo 
eso se hace en base a un Estado productivo, que mantenga su figura dentro de lo que significa la punta de la 
reparación naval, con ese tipo de cualidades. 


Estamos dispuestos a ello. Es necesario que los trabajadores estemos en la negociación del mejoramiento del 
SCRA. 


SEÑOR MORALES.- Evidentemente, quien elaboró esta estrategia o quien redactó estos tres artículos, 
no tuvo en cuenta uno de los principales pilares -diría que el fundamental- de lo que hoy es SCRA y, 
mañana, INES: sus recursos humanos. Estamos hablando de personal altamente calificado, que tiene 
muchos años de permanencia en los cargos. Se está dejando que se desintegre ese capital, esa 


estructura, que es la que hoy da respuesta a la reparación de la flota nacional y también a la 
construcción. Nosotros incursionamos en la construcción y no nos fue tan mal. 


Hoy, lamentablemente, la división de los astilleros, toda la parte de la construcción, está en manos de una 
empresa extranjera, debido al beneficio que ha dado el Gobierno a esta empresa en particular. Nuestro 
proceso de capacitación y de experiencia se ha limitado, mientras esta empresa termina de realizar las 
construcciones. Todavía tiene unos cuantos meses para terminar el proyecto que inició. Tenemos que esperar 
que termine. 


SEÑORA FREGOSL.- Represento a COFE. 


En la reunión anterior habíamos planteado la preocupación y que, como Confederación, entendíamos la 
necesidad de sacar todo lo que vinculaba a los diques del Estado, es decir, desde el artículo 322 al 324. 
También planteamos que esto mismo sucedió hace dos años, cuando se transformaba a los diques del Estado 
en una S.A; apareció un artículo de la nada. Esto mismo pasó ahora. Nos enteramos cuando se presentó la 
Rendición de Cuentas. Esto es un incumplimento total con la ley de negociación colectiva, Ley_N* 18.508, ya 
que se está pasando a los funcionarios presupuestados de los diques y a los que están por ingresar a la 
Administración a un régimen privado. Se les da dos años, luego deben optar y, si lo desean, puedan volver al 
Ministerio de Defensa Nacional. Ninguno de ellos son militares, sino técnicos especializados en la 
construcción de barcazas. O sea que tampoco sabemos qué van a volver a hacer al Ministerio, porque si bien 
son dependientes, no tienen ningún vínculo respecto a su función. Volvió a pasar lo mismo que hace dos 
años: de repente apareció un mecanismo de privatización. Nosotros lo vemos así. 


Por otra parte, se está creando un fideicomiso. Su creación implica que sale el control financiero de la 
Administración, o sea, que no va a pasar por el Tribunal de Cuentas. Ellos proyectan el crecimiento de este 
proceso de los diques a futuro. Por ejemplo, para Ancap hicieron dos barcazas y un empujador. Eso implicó 
que Ancap pagara US$ 12:000.000 a los diques. Estamos hablando de dos barcazas y un empujador, 
imaginen lo que esto representa teniendo en cuenta la proyección regional y la forestación en Uruguay. 
Dentro de cinco o diez años, el dinero que puede llegar a entrar al Estado, a través de la construcción de 
barcazas, es inimaginable. Por este mecanismo se pasa a un fideicomiso en el que no va a existir un control. 


Entonces, lo que planteamos y nos preocupa es la proyección del Estado que queremos. 


A su vez, respecto de los diques, si bien podemos plantear -aunque capaz que no corresponde- que esté dentro 
del Ministerio de Defensa Nacional o en otro ente, decimos que esté en un organismo público porque 
evidentemente eso implica una ganancia para el país; eso es indiscutible. Por tanto, en primer lugar, 
solicitamos que no se privatice. 


En segundo término, podríamos llegar a plantear la discusión en el sentido de integrar un organismo del 
artículo 220 o del artículo 221 de la Constitución, con los mecanismos de garantía de la legalidad 
correspondiente, pero que se saque de la Rendición de Cuentas y que se estudie en una ley aparte, específica 
para esto. Estamos dispuestos a conversar esto y ver otro mecanismo, pero no en estas condiciones o formas. 


Y, con respecto a la instrumentación, a cómo se hizo esto, quiero decir lo siguiente. Hoy planteábamos que, a 
veces, en la mesa de negociación se nos informa y no se negocia, pues en este caso ni siquiera se informó que 
van a pasar a ser privados dentro de dos años. 


O sea que la situación de los diques es sumamente grave y entendemos que deberían sacarse los artículos 322 
a 324 de esta Rendición de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación el planteo formulado que ha quedado clarísimo. 
Cada una de las bancadas lo tomarán como insumo y luego lo trataremos cuando analicemos el 
articulado. Las bancadas que no están presentes recibirán la versión taquigráfica de sus palabras a 
efectos de que se enteren de su planteamiento. Por tanto, están dadas todas las garantías para que este 
planteo sea recibido por toda la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Trabajadores Civiles de los Diques del Estado) 


(Ingresa a Sala una delegación del Proyecto Centro de Día) 


Tenemos el gusto de recibir a una delegación del Proyecto Centro de Día, integrada por su Presidenta, 
señora Raquel González; la integrante de la Comisión Fiscal, señora Myriam Hernández, y la vocal, señora 
Ana Delgado, quienes asisten acompañadas de la señora Verónica Silva, Presidenta del Centro Educativo de 
Niños Autistas de Young, a quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Venimos acompañadas por la Presidenta del Centro Educativo de Niños 
Autistas de Young porque venimos trabajando con los mismos criterios y propósitos, aunando las 
propuestas, metodologías y demás. 


Antes de plantear cuál es la situación que vivimos, es necesario hacer una aclaración con respecto a la 
percepción que se tiene en el sentido de que somos centros privados, recaudamos y demás. 


Desde el primer centro que organizamos con algunas madres en Salto, en la década del noventa, partimos de 
este criterio, que mantenemos: los niños que tienen las características de nuestro colectivo, diversidad 
funcional con autismo, tienen los mismos derechos humanos fundamentales que los demás. Entonces, se 
deben regir por las mismas leyes que los demás. En ese sentido, si la educación debe ser gratuita, laica y 
obligatoria, también lo debe ser para ellos. 


Entonces, como el sistema educativo público no ha podido dar una respuesta educativa adecuada en el área 
del autismo, han sido las asociaciones -grupos de padres y madres- las que se han ocupado de formar estos 
centros que, por tanto, son privados. Aclaro que son privados, pero sin fines de lucro y no es condición el 
pago de ninguna cuota de ingreso ni nada. Ellos reciben una educación gratuita. 


Por otra parte, vinimos a plantear la situación en la que estamos porque brindamos una educación específica, 
que es la que requieren los chicos, pero es una labor que, en realidad, corresponde al Estado. Por eso, 
venimos trabajando junto con los organismos estatales para ver si la inclusión podría ser una realidad a 
concretarse lo más rápido posible. 


Cabe señalar que el Centro de Día es Presidente de la Federación de Autismo del Uruguay -que formamos el 
4 de junio de 2011- y el Centro Educativo para Niños Autistas es su Tesorero. 


Integramos el grupo de trabajo para el tema del autismo que creó el Codicen en 2012, a propuesta de la 
Federación. 


Decimos todo esto para que vean que no solo venimos a plantear aquí recursos económicos para esto sino que 
también en otros ámbitos estamos trabajando para que un día la educación sea inclusiva y estos chicos tengan 
-como en otros países- la posibilidad de acceder a ambientes comunes. 


Por otra parte, venimos a esta Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda a plantear la necesidad 
de recursos 


El Centro de Día estuvo el año pasado planteando la necesidad de apoyo. Por supuesto que esto también lo 
hacemos con la sociedad civil, planteando espectáculos y todo lo que sabemos que se colecta con los demás. 


Lo cierto es que en esa ocasión se aprobó una subvención de $ 22.500 por la Ley de Rendición de Cuentas, 
pero como un aporte una vez al año. Por supuesto que agradecemos mucho ese aporte, pero pensamos que 
debe haber un error porque $ 22.500 una vez al año implica un aporte muy mínimo. 


SEÑORA HERNÁNDEZ.- Quisiera que los señores legisladores se pusieran en la piel de las madres y 
familiares de los jóvenes y niños con autismo. 


Es una situación grave en nuestro país y prácticamente no recibimos apoyo. Actualmente, se está empezando 
a poner el tema sobre la mesa, se está hablando y se está tratando de que se entienda qué es el autismo. Los 
niños y jóvenes autistas tienen derechos y deben tener inclusión, pero esto no se respeta en las diferentes 
escuelas. 


Los padres formamos centros porque tenemos un proyecto educativo que funciona y queremos instalarlo lo 
antes posible. De pronto, para algunos jóvenes ya es tarde en lo que respecta a la parte educativa -por 
ejemplo mi hija tiene 21 años-, pero hay muchos niños para atender. Los niños cada vez son diagnosticados 
más temprano, que es algo muy importante, que permite educarlos y socializarlos a fin de que no sean una 
carga para la sociedad y no vayan a parar cuando nosotros no estemos a centros psiquiátricos donde no 
reciben la atención que precisan. No son pacientes psiquiátricos sino que son jóvenes y niños con autismo, 
que es una patología diferente que puede ir desde el niño que no habla al niño que tiene un Asperger con un 
alto funcionamiento. Todos tienen derecho a la inclusión y a la educación, por eso precisamos los recursos. 


SEÑORA DELGADO.- Hay que tener en cuenta el contacto de los niños y jóvenes autistas con el 
entorno, es decir con el ambiente y con otras personas, y es importante que tengan experiencias 
positivas en ese sentido. Hay muchos elementos como los ómnibus, los clubes o las playas que no están 
preparados para recibir a nuestro colectivo y habría que trabajar mucho en eso. Esto hace que solo 
puedan ir en camioneta de la casa al centro educativo y volver a la casa. 


El artículo 30 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad establece esos derechos 
y actualmente no se está cumpliendo. 


Asimismo, en las escuelas públicas se pueden incluir niños con discapacidades no muy severas y a los demás 
se los rechaza. Entonces, los padres tenemos que crear centros para atenderlos, aunque es una obligación del 
Estado. 


El método que se emplea es uruguayo y funciona, pero se necesitan recursos para llevarlo adelante. En el 
centro que funciona en Montevideo hay doce chicos para comenzar a abordar y, también, hay que encarar el 
apoyo a las familias y la capacitación de los docentes. Es decir que hay que atender un gran colectivo. 


SEÑORA SILVA.- En el año 2004, el Parlamento aprobó una subvención para el centro de Young, al 
que represento. El año pasado recibimos $ 22.000 y este año $ 26.500 por mes. Estamos en una 
situación muy difícil porque no podemos tomar más maestros ni otros docentes y hay niños en lista de 
espera. 


Podemos mostrar la mejoría que han tenido los niños como prueba de los resultados que está dando el centro. 
SEÑOR BOUSSES.- Me gustaría saber cuántos niños se atienden. 


Además, no me quedó claro el tema de las partidas. Se mencionó una partida por única vez de $ 22.500 
pesos. En ese sentido, quisiera saber cuánto dinero piden y si lo solicitan en forma mensual, semestral, 
etcétera. 


También, me gustaría saber si se trata de un mismo centro. 


SEÑOR GUERRERO.- Quisiera saber cuántos niños asisten a los centros, cuántos maestros los 
atienden y cuántos centros hay en esa situación. 


Además, me quedó una duda porque se habló de $ 22.500 anuales y luego de $ 22.000 mensuales. 


SEÑOR ABADALA.- Es importante saber cuántos compatriotas concurren a los centros y se atienden 
regularmente en Montevideo y en el interior. Francamente, no conozco la situación del autismo y la 
realidad que representa desde el punto de vista social. Entonces, me gustaría saber en qué medida estos 
centros tienen capacidad para dar respuesta a la demanda que existe. Me parece que algunos números 
nos pueden ilustrar y dar un panorama respecto al tema que estamos analizando. 


SEÑOR GUERRERO.- También me quedó la duda en cuanto a que las escuelas públicas atienden un 
determinado nivel. En ese sentido, quisiera saber cuáles son los grados que aceptan y cuáles los que 
rechazan. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- En principio la confusión se dio en cuanto a que somos integrantes de dos 
asociaciones: una es la Asociación Centro de Día y otra es la Asociación Centro Educativo para Niños 
Autistas de Young. 


Dijimos que funcionamos juntos en lo que tiene que ver con el programa, porque es el mismo proyecto, la 
misma propuesta, criterios y objetivos, aunque estemos en lugares diferentes. También funciona así el Centro 
Educativo para Niños Autistas de Salto. 


Esto aclara el hecho de que haya dos subvenciones. El Centro de Día recibe una partida de $ 22.500 anuales, 
que entendemos que debe haber sido un error porque es una cifra mínima y por eso pedimos un aumento. Por 
otro lado, está la cifra que recibe el Centro de Young que explicará su Presidenta. 


Respecto a la cantidad de niños y jóvenes, puedo decir que en general uno tiende a pensar que cuanto más, es 
mejor. Esto se aplica en general en la vida. 


Sin embargo, cuando entramos en el área de las personas que tienen características autísticas, esa visión debe 
cambiar. Estas personas, cuando entran a ambientes muy grandes, tienen dificultades para captarlo; entonces, 
tienden a sentirse desestabilizadas. Tienden a sentirse bien en ambientes pequeños, cuando conocen lo que va 
a ocurrir, cuando están directamente comunicándose con alguien porque captan los códigos de esa persona. Si 
están en un grupo grande, donde uno se mueve, el otro habla, hay mucha información girando, mucho 
movimiento, muchas luces, eso también los desestabiliza. Entonces, cuando estamos pensando en educación - 
que, como decía la compañera, cuanto antes es mejor-, debe ser mayormente individualizada, es decir, de uno 
a uno, docente y alumno, personalizada, porque voy a desarrollar un programa para cada uno de los chicos o 
jóvenes, porque cada uno tiene sus características y su propio ritmo de avance. Cuando se trabaja en grupos 
son pequeños. A nivel internacional es igual. 


Los centros deben ser de pocas personas. Si hay muchas, algo está funcionando mal. Esa es la experiencia 
que tenemos aquí y en otras partes, y cuando hablamos de educación inclusiva, sabemos que es compartir 
algunas actividades como pueden ser música, gimnasia, etcétera, pero luego tener aulas con grupos pequeños 
o de a uno. Esto va a depender de la actividad que se realiza. Si queremos avanzar en un conocimiento en 
áreas tales como matemáticas o geografía, vamos a tener un contacto directo, unipersonal, entre docente y 
alumno. Si queremos hacer actividades donde puedan compartir, pueden ser aulas con más personas. 


Los centros están ocupados por pocas personas. Los grupos son pequeños. En Montevideo hay doce 
inscriptos; siempre hay uno más o menos. En Young son cuatro o cinco, y es con eso que nos regimos. Hay 
lista de espera, pero como se brinda una educación individualizada -un maestro, un alumno o dos-, estamos 
frenados por una cuestión de presupuesto. Un maestro con cinco alumnos no puede ser; si es así, algo 
funciona mal. Esa es una buena manera de evaluar todos los centros que hay; si hay uno con quince o veinte 
chicos, está funcionando mal en el sentido de que no pueden estar aprendiendo todos. Hay algunos que están 
pero no aprenden. Además, es grave porque se sabe que si se les enseña adecuadamente, aprenden. Entonces, 
cuando uno encuentra un niño o un joven con características autísticas que no ha aprendido es porque no se le 
ha enseñado, no porque no ha podido aprender. 


Como se dijo, tenemos la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad desde el año 2006 y tenemos nuestras leyes, que nos obligan a educar. Y educar, ¿qué significa? 
No es asistir a un centro. Educar es proporcionar la educación adecuada para que ese niño aprenda y sea otra 
persona después. Entonces, es una situación de derechos humanos; la educación es un asunto importante. 


Pero los proyectos no solo están dirigidos a los alumnos. Si en general es fundamental educar a la persona y, 
al mismo tiempo, la familia tiene que estar involucrada en el proceso educativo, en esta situación la 
característica educativa debe ser mucho más acentuada. La familia debe estar involucrada y los programas 
están hechos para la participación de la familia. Por ejemplo, si se empieza a enseñar a un niño a lavarse las 
manos, se le debe enseñar de determinada manera porque lo va a ir incorporando si nosotros hacemos 
reiteradamente el mismo procedimiento: este gesto primero, el otro después y el otro después. Si cambiamos 
los gestos, tienen dificultad para aprender. Entonces, cuando se decide enseñar una actividad, se informa en la 
reunión semanal con la familia. La metodología es conocida por la familia, porque tiene que hacer lo mismo 
en la casa. 


Por tanto, la educación no va dirigida solo a los chicos que asisten al centro sino a la familia, porque es entre 
todos que se va a organizar la vida de los chicos. Precisamente, una de las características que tienen es que 
son desorganizados; incluso, habrán visto que el dibujo que representa el autismo es un puzzle disgregado. 
Hoy en día se está dejando bastante de lado eso en el sentido de que, si se educa, se organiza. Se educa bien 
cuando la educación es organizada; cuando los adultos podemos darles un ambiente organizado, la educación 
se da más fácilmente. 


La propuesta educativa va hacia los chicos y hacia las familias, el entorno cercano. A veces, vienen los 
hermanos y los abuelos. Aunque tuvimos que ir generando con los padres centros o asociaciones, que parecen 
formas de exclusión porque son aparte del centro común, en realidad siempre sostuvimos la necesidad de la 
inclusión. Hacemos actividades con niños que no tienen ninguna discapacidad. Eso también es importante 
porque como una de las características de estos chicos es la dificultad para la interacción social, es 
fundamental que el programa tenga en cuenta el relacionamiento con los otros porque ellos se van 
acostumbrando a tratar al otro y la persona común empieza a habituarse al modo en que reaccionan estos 
chicos, frente a qué reaccionan bien y frente a qué reaccionan mal. Todos vamos aprendiendo cómo actuar 
frente a una persona que tiene estas características. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe que la interrumpa. La verdad es que nos interesaría seguir 
hablando de este tema, pero están excedidos en el tiempo y hay varias delegaciones esperando a ser 
recibidas. 


SEÑOR BOUSSES.- Si bien fue muy ilustrativo lo que ustedes contaron, no me queda claro qué están 
pidiendo concretamente. ¿Quieren que la partida que les votó el Senado es renueve mensualmente o 
piden otra partida? Incluso, no me queda claro con quién es el convenio. Ustedes hablaron de un 
convenio con el Codicen por una casa pero no me queda claro quién les paga las partidas. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- El convenio que se hizo con el Codicen es un comodato para el uso durante 
diez años de una casa, que es propiedad de ANEP, que está en Piedras y Treinta y Tres, para 
desarrollar este proyecto en Montevideo. No recibimos ningún dinero. La cantidad que se aprobó es 
esa. El presupuesto anual es enorme, y está bien que el Parlamento no nos subvencione todo lo que 
requiere nuestro centro, pero necesitaríamos un aporte de $ 35.000 mensuales que nos dé una 
estabilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que está claro el planteo. Cada Diputado tiene en su poder la nota por 
la que ustedes solicitaron esta audiencia. Allí hacen una exposición muy clara y piden el aumento de la 
subvención. Recién manifestaron cuál sería el aumento que necesitan. Hay una Comisión de Subsidios 
y Subvenciones que no solamente tiene la nota sino que también va a tener la versión taquigráfica de 
esta sesión a los efectos de hacer el estudio correspondiente. En todo caso, se comunicaría con Proyecto 
Centro de Día para hacerles alguna consulta si fuera necesario. 


Saludamos a la delegación. Agradecemos su presencia y los felicitamos porque su trabajo es realmente 
impresionante. 


(Se retira de Sala la delegación del Proyecto Centros de Día) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Fundación Niños y Niñas) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Fundación Niños y Niñas del Uruguay integrada por 
la doctora Lucía Cabrera, el ingeniero Diego Rodríguez y el señor Juan Pedro Belderrain, de la Comisión 
Directiva; Gabriel González, Director del Centro Educativo "Los Tréboles"; Gloria Pfe1ff, Rosario Racheti y 
Emerita Silveira. 


Esta Comisión recibe a la sociedad a los efectos de escucharla y promover acciones, en la medida de lo 
posible, dentro de la Rendición de Cuentas y las distintas Comisiones, entre ellas la de Subsidios y 
Subvenciones. 


SEÑORA CARRERA.- Voy a hacer un "racconto" acerca de quiénes somos y qué es la fundación. La 
Fundación Niños y Niñas del Uruguay nace en 2011 y está integrada por tres centros que trabajan en 
tres barrios de Montevideo: Flor de Maroñas, Cerro y la Cruz de Carrasco. Esto nace como 
consecuencia de la inquietud de estos tres centros de aunar experiencias, gestión de calidad y fuerzas 
para poder ayudar a los 400 niños y adolescentes con los que trabajan. Quienes trabajamos en esto 
creemos en estos niños, en los proyectos que hacemos, y consideramos que esta es la forma de realizar 
nuestro aporte a la sociedad y a la comunidad. 


La actividad principal que tiene la Fundación es dar una contención integral a estos chicos de modo que los 
podamos acompañar en su actividad escolar y liceal, apostando siempre a mejorar la calidad de nuestro 
servicio. Esto lo hacemos junto con un grupo multidisciplinario. Tenemos psicólogos, maestras 
especializadas, psicopedagogos, talleristas y voluntarios que trabajan en forma directa con los maestros de las 
escuelas y de los liceos a los que van los chicos. Esto nos permite una comunicación directa con la 
problemática y la evolución de cada niño. Nos enorgullecemos de los logros que estos niños han tenido a 
través de todos estos años -hace más de quince años que trabajamos en esto-; son muchísimos, no los vamos 
a contar ahora porque el relato sería interminable. 


La Fundación trabaja con organismos del Estado: con INAU a través de convenios, con INDA, con el Plan 
Juntos, con Gurises Unidos. No solamente trabajamos con los niños y adolescentes que van a nuestros 
centros sino también con sus familias. Les brindamos un asesoramiento y una orientación técnica que 
siempre tiene que ver con la educación de los chicos, manifestándoles tres pilares que para nosotros son 
fundamentales: la educación, el compromiso y el trabajo. El fin de todo esto es que ellos puedan encontrar su 
potencial, finalizar sus estudios y por supuesto tener una buena inserción social y laboral 


Hay varios representantes del gobierno que conocen nuestra fundación y nuestros centros; hemos tenido la 
visita de la señora Senadora Topolansky y de los señores Senadores Heber y Penadés. Muchos de ellos nos 
han visitado, o sea que a lo largo de los años hemos ido sembrando. 


Toda esta gente tiene un sentido de pertenencia con los centros, no solo porque concurre diariamente, por la 
contención que reciben, por los talleres que hacemos -hacemos talleres de oficio, de computación, de lectura 
personalizada- y por la merienda diaria reforzada que le brindamos, sino porque además, muchos de los 
integrantes de sus familias han encontrado una fuente laboral en los centros. Eso ha provocado que la gente 
de los barrios tenga ese sentido de pertenencia, cuiden las instalaciones y se preocupen por los centros. 


Lo que pedimos es que o bien se nos incluya dentro de las instituciones que figuran en el numeral 4) del 
artículo 303, a fin de vernos beneficiados, de manera que las empresas a las que podemos llegar puedan 
colaborar con nosotros en el financiamiento de nuestros proyectos o, de lo contrario, una partida fija. 
Estaríamos hablando de una suma cercana a los $ 700.000, lo que nos ayudaría a seguir financiando 
proyectos educativos a futuro. 


La Fundación brinda al Estado tranquilidad, seriedad y transparencia, ya que todos sus centros son 
anualmente auditados. Por tanto, el manejo de los fondos está bien controlado. 


En síntesis, nuestro trabajo es hacer que estos niños tengan una infancia disfrutable y que logren insertarse en 
la sociedad y transformar su realidad de la mejor manera posible. ¿Por qué esta Fundación optó por los 
niños? Porque entendemos que el futuro es de ellos, y que son los hombres y mujeres del mañana. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- En estas comunidades educativas, de las que forman parte los niños, los 
adolescentes, sus familias, los educadores, los voluntarios, los vecinos -porque cada una de ellas están 
insertas en las redes sociales- existe una retroalimentación permanente. Creo que una de las 
singularidades es esa. Es una experiencia donde constantemente hay una alimentación, una formación 
y una educación de todos los que somos parte de ella. Los centros están en Flor de Maroñas, Cerro y en 
la Cruz de Carrasco. Son como focos educativos, culturales, que testimonian a la comunidad, al barrio, 
a los demás, inclusive a tantos niños y adolescentes que quieren acercarse a la institución y no pueden 
porque no hay cupos. 


Simplemente quería resaltar ese hecho: que son comunidades educativas abiertas, que enriquecen a los que 
somos parte, a los niños, a los educadores, pero también a la comunidad. Y esa es la riqueza que la Fundación 


persigue. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Como dijo mi compañera, lo que pretendemos es estar incluidos en el 
numeral 4” del artículo 303. ¿Cuál es el motivo de integrar esa lista? En principio, se trata de una lista 
muy particular, que ya tiene integrantes. Nos gustaría ver la posibilidad de incluir a nuestra Fundación 
con nombre propio, porque cuando vamos a pedir donaciones, nos encontramos con que estamos 
compitiendo con otras instituciones, que tienen el beneficio fiscal. Las empresas a las que hemos ido 
recurriendo nos preguntan si tenemos ese beneficio, y realmente no lo tenemos. En caso contrario de 
no poder ser incluidos en esa norma, pedimos una partida fija. 


SEÑOR ABDALA.- Empiezo por disculparme porque ingresé a Sala con algunos minutos de retraso 
después de la entrevista anterior, y me perdí la primera parte de la exposición. 


Me parece claro que se trata de una institución -por lo que se describe en el memorándum que acabamos de 
recibir- que cumple una función social relevante. Además, el número de niños que se indica exime de 
cualquier comentario adicional. 


En este momento se ha constituido una subcomisión de la Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda, que está analizando el destino de los recursos presupuestales que financian subsidios y 
subvenciones, y las distintas alternativas vinculadas con instituciones que se postulan para hacer uso de los 
beneficios tributarios que establece la ley desde el punto de vista del fomento de sus actividades. Creo que lo 
más atinado será trasladar ese planteo a esa Comisión. Según lo acordado, el día miércoles estaremos 
iniciando el trabajo para asesorarla. 


Más allá de que está descrito en el memorándum que se nos ha entregado, quisiera saber qué tipo de 
asistencia, apoyo y actividades reciben estos chicos en los centros que, por lo que veo, están circunscritos a 
tres zonas importantes de Montevideo: Flor de Maroñas, Cruz de Carrasco y Cerro, que son bien populosas. 


¿Cuál es la capacidad que estos centros tienen para dar respuesta a la demanda que reciben, que debe ser 
bastante más alta de los cuatrocientos niños que atienden? Desde ese punto de vista, ¿cómo administran esta 
situación? 


¿Durante cuánto tiempo atienden a estos chicos? Supongo que será desde la mañana a la tarde, que incluirá 
comida, merienda, actividades recreativas y educativas. 


SEÑORA CARRERA.- Nosotros trabajamos con niños en edad escolar, desde primero a sexto año. 
Concurren a la escuela en la mañana. Quiere decir que trabajamos a contraturno, en el horario de 13 a 
17 o 18 horas, dependiendo de las actividades diarias. 


En el centro reciben el apoyo escolar que necesitan, a través de maestros, educadores, docentes 
especializados. Asimismo, contamos con psicopedagogos y asistentes sociales. Además, se hacen distintos 
talleres a lo largo de la semana. Como dije recién, tenemos talleres de oficio, de computación, de música, de 
deportes, de valores, de matemática y de lectura personalizada. Todos reciben una merienda diaria reforzada, 
porque tratamos de que oficie también de cena, ya que la gran mayoría no comen más hasta el otro día. 
También se realizan actividades recreativas, paseos, campamentos, salidas didácticas. Por ejemplo, visitamos 
la Feria del Libro, museos, Espacio Ciencia; siempre con un entorno educativo y afectivo. 


Entre los tres centros, hay cuatrocientos niños. Después están los adolescentes que van a otro horario, porque 
tratamos de que cada uno tenga su espacio, a fin de no interferir en las distintas temáticas y problemáticas. 
También están atendidos por un grupo de gente capacitada, y se hacen actividades acordes a su edad. Se 
integra a las familias, a los padres de esos chicos, a las actividades de todos los niños, porque nos parece que 
es algo importante para ellos. Tratamos de fomentar en las familias que ellos son parte integrante de la 
educación de estos niños y que tanto el padre como la madre -no todas las familias están integradas por padre 
y madre, pero cualquiera sea el referente que tengan- son un pilar en su educación y el futuro. 


SEÑORA RACHETTL.- Quería agregar algo más acerca de la asistencia a la familia. 


Nosotros estamos seguros de que para educar a un chico hoy se debe tener en cuenta a la familia, que tiene un 
papel muy importante, pero no solo en la educación. Hay que apoyar a la familia porque, muchas veces, los 
chicos tienen problemas y no alcanzan los rendimientos porque están viviendo una situación familiar 
especial. Si uno no logra llegar a la familia y trata de ayudarla, no se logra producir el cambio en el chico. No 
se mira al chico solo, sino también a su entorno, con su padre, madre o referente, y se trata de hacer un 
trabajo conjunto, en la medida de las posibilidades. 


SEÑORA CARRERA.- Para finalizar, quería decir que tenemos un objetivo, que es la atención 
personalizada de cada chico, porque nos parece que hoy en este entorno, es fundamental el abrazo y el 
cariño a estos chicos, dada la situación de marginalidad y de vulnerabilidad que viven. 


SEÑOR GUERRERO.- Dicen que hay alumnos que no pueden ser atendidos porque tienen 
limitaciones de espacio. Quisiera saber qué criterio tienen para fijar los cupos. 


Veo que trabajan con los maestros y los directores de las escuelas. Quisiera saber el nivel salarial que tienen, 
porque normalmente se comparan los sectores. Necesariamente debo comparar vuestro nivel salarial con el 
de sus interlocutores en el sistema educativo formal público. 


Por otra parte, también quisiera saber qué criterios toman para seleccionar al personal. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- La coordinación con la escuela, el liceo y los otros centros formales de 
educación de los chicos es constante y, para nosotros es una prioridad. El espacio pedagógico del chico 
es la escuela, el liceo, y nosotros somos un complemento, un plus y, en cierta manera, un gran respaldo 
a esa maestra que diariamente está con el chico. Hay una coordinación constante. A veces, ellos son 
parte de nuestras planificaciones, y nosotros también aportamos a su trabajo. 


Por otro lado, en cuanto a las condiciones de ingreso, quiero decir que cada una de nuestras instituciones 
tiene criterios de inscripción con tiempos determinados. Sobre la mesa, en el momento de elegir qué chico 
entra o no -tarea que a veces es dura porque, sin duda, todos esos chicos merecen ese espacio por su realidad 
y, además, porque el perfil de nuestras obras es para este tipo de chiquilines, con esas dificultades-, se toma 
en cuenta una cantidad de criterios. En primer lugar, se consideran criterios institucionales: queremos 
acompañar a la familia. Por lo tanto, es importante que todos los integrantes de la familia se integren en los 
proyectos. Entonces, van ingresando hermanos o parientes que viven en el núcleo familiar. 


En segundo término, otro de los criterios que está sobre la mesa en el momento de elegir es la situación de 
ese chico. Sin duda, cuando uno está coordinado con la escuela y con la policlínica, hay casos que a veces 
van subiendo en la lista por la gravedad de su situación o porque el chico está en riesgo. Ese chico, que está 
en una determinada situación de riesgo a nivel social y a nivel educativo, va a estar primero en nuestras listas 
de prioridades de ingreso. 


En tercer lugar, también hay permanentes derivaciones de otras instituciones, principalmente oficiales, como 
del INAU, por situaciones puntuales. Entonces, teniendo en cuenta la continuidad del desarrollo -porque 
nuestra institución quiere que el chico esté acompañado en toda su formación- queremos que esté incluido 
todo ese proceso. Cada uno de nosotros sueña con que un chico a los 18 años esté avanzado en sus estudios o 
esté inserto laboralmente en un trabajo cualificado, para el cual se ha preparado previamente. 


En cuanto al tema salarial, a nivel interno de cada institución buscamos tener niveles salariales similares a los 
que se perciben a nivel oficial. Es difícil, pero es lo que se busca a nivel interno: que el educador que esté 
trabajando en cada una de nuestras instituciones esté en condiciones apropiadas desde el punto de vista 
laboral, económico y de condiciones de trabajo. Hay planes de capacitación y formación permanentes, 
porque sabemos que en este tipo de institución hay que ir retroalimentando en la formación, en la contención 
de cada uno de los educadores. Entonces, se busca que el nivel salarial sea similar al que tiene, por ejemplo, 
la escuela pública. Casi todas nuestras maestras y educadores trabajan también en ambas situaciones, porque 
funcionamos a contrahorario, lo que les permite trabajar en otros lugares. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece vuestra 
presencia. Es muy importante la tarea que están realizando. Todo este material será volcado a la 


Subcomisión de Subsidios y Subvenciones. Las dos propuestas son clarísimas. Los felicitamos por la 
tarea que están haciendo. 


(Se retiran de Sala representantes de la Fundación Niños y Niñas) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad) 


La Comisión tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad, integrada por las señoras Nilda Rama y Griselda De Salvo, y por el profesor doctor Juan 
Lacuague. 


SEÑORA RAMA.- Soy la Tesorera de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad, y 
represento a FUAP, que es la Federación Uruguaya de Asociaciones de Padres de Personas con 
Discapacidad Intelectual. 


Quisiera informar que la Presidenta de la Comisión, la doctora María José Bagnato -quien también trabaja 
con el Ministro de Desarrollo Social, economista Daniel Olesker-, vino con nosotros para asistir a esta 
asesora del Parlamento, pero debió retirarse porque tenía fijada otra reunión para esta hora y no podía esperar 
a que fuéramos recibidos. 


Lo que nuestra Comisión quiere llevar a cabo es una importación directa de vehículos automotores, 
adaptados para personas con discapacidades, o cualquier elemento que facilite el traslado de estas personas, 
por supuesto, exonerados de tributos, aranceles e impuestos. 


Nuestra Comisión, desde 1999, lleva adelante un servicio de transporte para personas con movilidad 
reducida. Desde el inicio de este proyecto, la compra de la camioneta se llevó a cabo con algunas partidas 
especiales que recibe la Comisión. En un inicio, la Comisión estaba bajo la órbita del Ministerio de Salud 
Pública, pero luego -ya hace unos años- pasó a la del Ministerio de Desarrollo Social. 


Actualmente contamos con tres camionetas; la más antigua se adquirió en 2003, y la última fue comprada en 
2010. Como dije, brindamos un servicio para personas con movilidad reducida; la mayoría se traslada en silla 
de ruedas o con bastones canadienses, y debido a su discapacidad no pueden acceder al transporte urbano. 
Además, la gran mayoría pertenece a un contexto socio económico muy bajo, por lo que no puede realizar la 
compra de vehículos adaptados, aunque estén exonerados de cargas tributarias. Asimismo, les es difícil 
acceder a un taxi, no solo por el costo económico, sino también porque las sillas de ruedas no entran en las 
unidades o los taximetristas no están dispuestos a guardar los elementos que utilizan estas personas, que son 
vitales para su desplazamiento. 


Este servicio es cumplido de lunes a viernes, desde las 6 de la mañana hasta la hora 21, y es realizado por un 
administrativo y cinco choferes, que son funcionarios de la Comisión. Cabe agregar que anteriormente esta 
tarea era llevada a cabo por pasantes del Ministerio de Salud Pública, pero ahora perdimos ese beneficio. 


En realidad, las personas que solicitan nuestro servicio viven en las zonas más alejadas de Montevideo; 
generalmente, se encuentran en Cerro Norte, Paso de la Arena, Nuevo París o Punta de Rieles, y las 
camionetas deben acceder a lugares en los que las calles no están pavimentadas o la caminería se encuentra 
en mal estado. Esto, sin duda, provoca que las carrocerías y las cubiertas de las camionetas se estropeen y se 
genere un deterioro general. De todos modos, nosotros debemos mantener los vehículos en buen estado para 
sostener el servicio. 


Asimismo, quisiera comentar que el servicio es brindado sin fines de lucro. En ese sentido, tenemos un 
convenio con el Hospital de Clínicas a fin de trasladar a los usuarios de ese organismo, que pueden tener una 
bonificación total o parcial. Los que tienen una bonificación parcial pagan $ 50. Además, el Ministerio de 
Desarrollo Social paga becas, mediante un informe económico de la familia. 


Por otra parte, los usuarios que no tienen esa bonificación pagan $ 90 cada traslado, y si necesitan ir con un 
acompañante -nosotros solo tenemos choferes-, deben pagar $ 20 más. 


El año pasado se hizo un estudio a los efectos de saber cuál sería el costo real de estos traslados, y la cifra que 
se obtuvo fue de aproximadamente $ 250, monto que nosotros no podemos trasladar al usuario, ya que la 
gente que solicita nuestro servicio, reitero, tiene un nivel socio económico muy bajo. 


En la carpeta que entregamos a la Comisión se incluyó un informe relativo a la actividad llevada a cabo en 
2012 y 2013. En ese sentido, podemos decir que en 2012 realizamos entre cuarenta y cincuenta viajes diarios, 
pero este año -en el informe se incluyen datos hasta el 15 de julio- la cifra aumentó, ya que se están 
realizando entre sesenta y cinco y setenta traslados al día. De todos modos, no podemos cubrir la demanda, 
ya que con tres camionetas no podemos abarcar todo el departamento de Montevideo. 


Si bien para nosotros esta situación es bastante angustiante, ya que debemos establecer prioridades -debemos 
tener en cuenta, por ejemplo, a los usuarios que se van a realizar diálisis o van a trabajar y estudiar-, vemos 
con gran satisfacción que las personas con discapacidades ya no se conforman con estar en la casa recibiendo 
una pensión por invalidez, sino que quieren hacer valer sus derechos. En primera instancia, por supuesto, está 
la rehabilitación, pero también la educación, en todas las etapas de la vida, y el trabajo. Lamentablemente, no 
podemos ayudar a nuestros usuarios en lo que tiene que ver con la recreación, que es un derecho de todos los 
ciudadanos, ya que no trabajamos los sábados y los domingos y debemos establecer prioridades para 
satisfacer la demanda. 


Por lo tanto, venimos a pedir la colaboración de esta Comisión -consideramos que no es mucho lo que 
solicitamos-, ya que debemos comprar una camioneta que esté exonerada de cualquier carga tributaria. 
Quisiera aclarar que las camionetas que compra la Comisión Honoraria son tipo furgón, y se les debe colocar 
una rampa e incluir medidas de seguridad para personas que son trasladadas en sillas de ruedas. Debe tenerse 
en cuenta que estas personas no pueden sostenerse en caso de que se produzca una frenada, por lo que el 
vehículo debe contar con la seguridad pertinente, a fin de que el viaje sea seguro. 


También quisiera comentar que soy la coordinadora del servicio de transporte desde 1999 y puedo decir, con 
el correr de los años, que ha sido muy positivo, ya que constituye un beneficio para las personas que tienen 
alguna discapacidad. 


Como ya manifesté, y ustedes ya lo saben, existe una norma que establece que las personas con discapacidad 
pueden acceder a la compra de vehículos adaptados, pero la franja de usuarios que nosotros trasladamos no 
cuenta con recursos económicos como para realizar esa compra. 


También quisiera agregar que algunas unidades de transporte urbano cuentan con adaptaciones de este tipo, 
pero debido a que no cubren todas las líneas, a los usuarios les es difícil acceder a ese servicio. 


SEÑOR LACUAGUE.- Soy médico y delegado del Ministerio de Salud Pública en la Comisión 
Nacional Honoraria de la Discapacidad. 


Simplemente quiero remarcar la importancia que tiene el traslado para una persona que tiene movilidad 
reducida, ya que es la única posibilidad que tiene de concurrir a atenderse, ya sea para hacer su rehabilitación 
o para cualquier problema de salud; de otra manera no lo puede hacer. También hay otros traslados 
importantes, pero son con otros fines. 


Cabe destacar que el servicio que se cumple con las tres camionetas que tiene la Comisión Honoraria desde 
hace ya mucho tiempo está muy bien administrado -como no lo administro, puedo dar mi opinión externa- en 
cuanto al personal, el cumplimiento y la cantidad de usuarios que lo utilizan. Sin duda, hay una demanda 
insatisfecha; es un problema que tiene el país: todavía no hemos logrado tener transporte accesible para las 
personas que lo necesitan. Existen algunas unidades, pero son pequeños espacios en un mar de necesidades. 
Hay algunas experiencias de ómnibus adaptados que, por supuesto, sirven y aportan, pero es algo muy 
limitado porque son muy pocos y con rutas muy específicas. 


En definitiva, como médico del Hospital de Clínicas, donde tenemos un servicio de rehabilitación, puedo 
decir que gran parte de los pacientes con discapacidad severa, que usan silla de ruedas o tienen movilidad 
muy reducida, pueden asistir a la rehabilitación gracias al servicio que brinda la Comisión Honoraria. 


SEÑORA RAMA.- Cabe señalar que las camionetas recorren casi 5.000 kilómetros por mes, es decir, 
alrededor de 56.000 kilómetros por año. Recorremos toda la ciudad de Montevideo. 


Muchas gracias por recibirnos y esperamos que nuestra solicitud sea atendida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La propuesta fue muy clara y concreta, y la usaremos como insumo para una 
discusión posterior. 


Muchas gracias por su comparecencia. 
(Se retiran de Sala los representantes de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad) 


(Ingresa a Sala una delegación del Museo Torres García) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida al Director del Museo 
Torres García, señor Alejandro Díaz, y a la museóloga Jimena Perera, miembro de la Fundación Torres 
García. 


(Se hace entrega de un material al Presidente de la Comisión) 


SEÑOR DÍAZ.- Nosotros representamos a la Fundación Torres García, que no tiene fines de lucro. 
Esta Fundación es la que instala y sostiene el Museo Torres García de Montevideo -ubicado en la 
Peatonal Sarandí-, que custodia un acervo artístico muy importante que le fue donado por la familia 
del artista, en cuadros, documentos, dibujos, acuarelas y manuscritos, y viene funcionando desde hace 
un poco más de veinticinco años, realizando un aporte importante a nuestra sociedad y a nuestro país 
en varios sentidos. 


En particular, queremos resaltar uno de los aspectos que no siempre se visualizan, que es la posibilidad de 
tener en Uruguay un acervo artístico -cantidad de cuadros, dibujos, manuscritos y documentos- disponible 
para el público uruguayo y como propuesta a nivel turístico. Entendemos que los uruguayos tenemos la 
suerte de que Torres García, que es uno de los mayores artistas plásticos latinoamericanos, sea compatriota y 
haya vuelto a Uruguay, después de hacer su carrera, para terminar aquí, trayendo su obra y sus enseñanzas. 
Eso convierte a Montevideo en un punto de referencia de las artes visuales a nivel mundial. Hay gente que 
viene a Uruguay a ver a Torres García, a estudiar sus documentos, y más del 60% de su obra que está 
disponible hoy día está en el Museo. 


Hace veinticinco años que el Museo viene funcionando, en cierta medida, de forma autónoma -ya que cuenta 
con un apoyo del Ministerio de Educación y Cultura, que le cede el edificio y paga algunos gastos-, lo que 
siempre ha significado un esfuerzo muy grande que se ha hecho con mucho cariño, tesón y sacrificio. Hoy en 
día, las condiciones -que después podemos detallar- llevan a que se nos haga prácticamente imposible seguir 
manteniendo el Museo abierto, y eso implicaría lo peor: si el Museo no puede sostenerse el acervo se 
dispersaría y volvería a los herederos, y los uruguayos nos quedaríamos sin uno de nuestros legados 
culturales más importantes. Entonces, estamos realizando diversas gestiones ante los Ministerios de 
Educación y Cultura y de Turismo y Deporte, la Intendencia y el Parlamento, para lograr una 
institucionalidad, un apoyo público consistente que permita que el Museo Torres García de Montevideo se 
proyecte a mediano y largo plazo -dejando de depender de la voluntad de un grupo de personas, de una 
familia que ya está en una etapa final de su ciclo vital-, como se merece la obra de Torres y nos merecemos 
los uruguayos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Fue muy clara la exposición y cada legislador tiene en su carpeta la 
información necesaria de este asunto. Además, contamos con el material que ustedes acaban de 
repartir y los dos libros que nos brindaron. 


Existe una Comisión de Subsidios y Subvenciones que trata estos temas. Según la nota remitida, se está 
solicitando un apoyo económico pero no se especifica la cifra. 


SEÑORA PERERA.- Trajimos a la Comisión estos dos libros, pero uno de ellos no pertenece a Torres 
García; es la última exposición que tenemos en el Museo del escultor Eduardo Díaz Yepes. Allí está 
todo lo relativo al trabajo del último año que se desarrolló en el Museo, que no solo muestra la obra de 
Torres García. 


El otro libro refiere a una exposición de la obra de Torres García que viajó por el exterior, no solo 
difundiendo su obra sino también al Uruguay; estas exposiciones han funcionado como embajadores de 
nuestro país. Los trajimos a la Comisión solo a modo de ejemplo. 


Estamos aquí para explicar que la viabilidad del Museo en este momento está realmente comprometida. 
Nosotros somos la cuarta generación de la familia y nos está siendo muy difícil poder seguir sosteniendo este 
legado, por lo que necesitamos que el Estado uruguayo se comprometa con nosotros para que ello siga siendo 
viable. 


Una cosa era cuando estaba Torres García, quien daba conferencias, mostraba sus obras, además de enseñar 
directamente, y otra es la voluntad de la familia de continuar con todo esto. Pero en este momento 
necesitamos de la voluntad del Estado para sostener este patrimonio porque a nosotros se nos hace 
insostenible ya poder llegar a fin de año. Es por este motivo que estamos aquí. 


SEÑOR ABDALA.- La pregunta que quiero hacer es muy sencilla y concreta y surge de manera 
espontánea después del planteamiento que hemos escuchado, sin perjuicio de que la solución, o parte 
de ella, se pueda encaminar a través de la instancia de la Rendición de Cuentas. Dado el diagnóstico 
que nos han transmitido con relación a la situación del Museo, quisiera saber si el Ministerio de 
Educación y Cultura -que, por razones obvias, sería el que debiera vincularse con este asunto porque 
es el que tiene competencias- ha tenido contacto con ustedes. 


El señor Ministro de Educación y Cultura estuvo en esta Comisión, sin perjuicio de lo cual podríamos hacerle 
alguna consulta en los próximos días pero, desde el Poder Ejecutivo o de esta Cartera, ¿han tenido alguna 
señal? Planteo esta interrogante de la forma más desapasionada, desinteresada y objetiva posible, al margen 
de cualquier connotación política de especie alguna. Además, el Ministerio de Educación y Cultura tiene 
muchas competencias, es muy grande y este es un tema muy importante por todo lo que representa el acervo 
cultural, el legado de Torres García y la actividad cultural que se desarrolla en el Museo. 


SEÑOR DÍAZ.- Efectivamente, el Ministerio de Educación y Cultura tiene que ver con el Museo, el 
que funciona en base a un convenio con dicha Cartera, que cede el edificio y está comprometido a 
pagar algunos gastos básicos para el funcionamiento. El Ministerio paga una parte y, la otra, que es 
importante, hace algunos años ha dejado de pagarla. No vamos a decir bajo qué Administración 
porque, como dijo el señor Diputado Abdala, este no es un tema político. La misión de la Fundación 
Torres García trasciende todo sesgo partidario, político e ideológico; va por otro lado, pues es de 
contenido puramente cultural. 


El Ministerio de Educación y Cultura hace un esfuerzo y brinda un apoyo, que hay que reconocerlo y 
agradecerlo. No cumple con la totalidad del convenio, y esto lo hemos hablado con el señor Ministro en dos 
ocasiones, así como con el Director General. 


La sugerencia de solicitar entrevista a esta Comisión es del Ministerio de Educación y Cultura que considera 
que no puede superar el esfuerzo que está haciendo al apoyarnos. Esta problemática la hemos reiterado 
algunas veces y nos contestó que va a hacer lo que pueda. Por tanto, está en conocimiento de esta 
problemática y nos han dado cierto grado de esperanza. De todas maneras, ha reconocido la importancia que 
tiene el Museo Torres García para la sociedad, lo cual amerita el involucramiento de otros actores, tanto del 
Parlamento como de la Intendencia -con la que ya mantuvimos una reunión- y del Ministerio de Turismo y 
Deporte. 


Con relación a lo que estamos solicitando, cabe señalar que lo hemos analizado tomando en cuenta lo que se 
establece para el otorgamiento de las ayudas. 


En virtud del déficit que tenemos en los últimos años, estamos pidiendo $ 400.000 al año, con lo que 
lograríamos que el Museo quede, digamos, congelado. Ya no estamos generando más actividades y contamos 
con el personal mínimo. En el último año despedimos a cuatro personas y hay otra en el seguro de paro. 

Por consiguiente, no se trata de una ayuda como para tirar manteca al techo sino que simplemente nos 


garantizaría que el Museo siguiera funcionando, realizando gestiones, buscando apoyos y patrocinios, 
además de continuar haciendo todo lo que ha venido haciendo hasta ahora para salir adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente cuando la Comisión de Subsidios y Subvenciones reciba la 
versión taquigráfica incorporará esta solicitud. 


SEÑORA PERERA.- Todos pueden observar por la ventana una obra que nos refiere a Torres García, 
lo que nos habla de su identidad y de que es un patrimonio de todos los uruguayos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema planteado ha sido muy claro e importante; por tanto, será derivado a 
la Comisión de Subsidios y Subvenciones. 


Agradecemos vuestra presencia. 
(Se retira de Sala una delegación del Museo Torres García) 


(Ingresa a Sala una delegación del Hogar de Ancianos Blanca Rubio de Rubio) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del Hogar de Ancianos Blanca Rubio de Rubio, 
integrada por la Presidenta, señora Sofía Longueira, y por el Secretario, señor Humberto Ochoa. 


SEÑOR OCHOA.- Antes que nada, quiero agradecer la oportunidad que nos dan de venir aquí a 
plantear nuestras inquietudes, que fue posible por la mediación del señor Diputado José Carlos 
Cardoso, quien nos invitó a asistir a esta reunión. 


Brevemente, voy a hacer un resumen de la constitución y el origen del Hogar de Ancianos Blanca Rubio de 
Rubio. Se trata de una asociación civil sin fines de lucro, con personería jurídica; fue constituida por Acta de 
fecha 4 de setiembre de 1989, siendo aprobados los estatutos por el Ministerio de Educación y Cultura el 1* 
de abril de 1992. Su construcción fue realizada por un convenio celebrado entre el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas y la Intendencia de Rocha, según contratos de préstamos del Banco Interamericano de 
Desarrollo y según la Decreto-Ley _N” 15.644 de octubre de 1984. 


El 3 de mayo de 1991, por Resolución Municipal N* 700/ 991, se crea la Comisión Administradora del Hogar 
de Ancianos, en la que se determinan sus funciones, siendo ejercida la representación de la asociación civil, 
Hogar de Ancianos de Castillos, de acuerdo al artículo 17 de los Estatutos, por intermedio del Presidente y 
del Secretario, actuando conjuntamente, sin perjuicio de algún otorgamiento de mandatos especiales a otros 
miembros o personas ajenas. 


El cometido de esta asociación es la protección y atención de los ancianos en situaciones precarias, la 
promoción de acciones y actividades sociales que promuevan el bienestar del anciano, ya sea a través de la 
internación en el hogar o su asistencia diurna donde se reúnen diariamente. 


El 19 de junio de 1994 se denomina oficialmente al Hogar de Ancianos de Castillos con el nombre Blanca 
Rubio de Rubio, a raíz de que esta señora donara el terreno para la construcción de dicho centro, en un acto 
público, celebrado en dicha sede, con participación del Intendente de ese momento. 


Cabe destacar que en los últimos ocho años la actual Presidenta ha integrado las Comisiones anteriores en 
cargos rotativos. Hubo un impasse en el que no hubo Comisiones Directivas. Luego de integrada la Comisión 
Directiva se celebraron una cantidad de convenios con el Banco de Previsión Social con el fin de mejorar el 
aspecto edilicio y la parte funcional. 


Quiero señalar que con el aporte económico del BPS se realizaron las siguientes obras. En el año 2007 se 
realizaron tareas de colocación de membrana aislante en azoteas sobre corredores, hidrolavado y sellado de 
losetas en todo el exterior del edificio. Con la colaboración de profesores y alumnos del curso de electricidad 
de UTU Castillos, se instalaron timbres individuales en cada dormitorio para llamar a los funcionarios en 
caso de necesidad de los internos. Se pintaron en ese entonces quince puertas. En el año 2008 se repara el 
patio interior y se adquiere un lavarropa industrial, con capacidad para catorce kilos. Se adquieren también 
treinta y cinco colchones y acolchados. En el año 2009, por exigencia del Banco de Previsión Social, se 
solicita a la Intendencia de Rocha un contrato de comodato por el plazo de veinte años para lograr que el BPS 
nos brinde los apoyos económicos que siempre promueven estas mejoras. Se construye en ese entonces una 
sala de internación para enfermos terminales, con su correspondiente baño. Se adquiere una estufa de hierro 
para calefaccionar los corredores. En el año 2010 se cambian aberturas en dormitorios, instalándose ventanas 
con aislamiento térmico de doble vidrio, con cámara de aire y banderola. Se hace nueva la azotea de un ala 
del local; se pintan once dormitorios. En 2011 se reciclan totalmente a nuevo diez baños y se cambian las 
banderolas existentes por nuevas de aluminio. En 2013 se realiza el cambio del resto de las aberturas en el 
local, instalándose el nuevo equipamiento con cámaras de aire. Se construye algo que ha sido uno de los 
logros más importantes de esta Comisión: una perforación de setenta y ocho metros de profundidad, para la 
obtención de aguas sin límites, abaratando así el consumo de OSE, que tenía un costo estimado de $ 25.000 
mensuales. Además, se pinta el salón de estar y el comedor; se adquieren cámaras de vigilancia para dotar de 
seguridad a varios ambientes de nuestro local. Se colocan cerámicas en corredores y se pintan las paredes. 


Voy a hacer un breve resumen de funcionamiento. Para la atención de los internos, se cuenta con trece 
funcionarios contratados por la Comisión Directiva y dos funcionarios municipales, encargados del personal 
y una cocinera. Cabe destacar que en administraciones municipales anteriores había dieciocho funcionarios 
dependientes de la Intendencia y actualmente contamos solo con dos. Se abonaba el consumo de luz eléctrica, 
agua, médico y enfermera y actualmente solo se paga el consumo de UTE y el médico. Obtuvimos ayuda 
alimentaria con alimentos no perecederos por parte de INDA y los gastos de alimentación, limpieza, sueldos 
y reparaciones se hacen frente con la retención del 80% de las jubilaciones de los internos. Hay un 
profesional médico, que es Directora Técnica, que asiste tres horas a la semana al Hogar y una enfermera. 
Cuando hay situaciones urgentes se utilizan los servicios de la emergencia móvil, que cada interno debe 
abonar. 


La Comisión Directiva actual está formada por la Presidenta, señora Sofía Longueira, por la Vicepresidenta, 
señora Susana Pérez, por el Secretario, señor Humberto Ochoa, por la Prosecretaria, señora Carmen Sosa, por 
el Tesorero, señor Raúl Zeballos Bonilla y por la Protesorera, señora Nelba Prieto. 


La señora Presidenta les va a plantear a ustedes algunas de las aspiraciones con la que hemos venido a este 
ámbito, que serían de mucha ayuda para continuar con lo que estamos haciendo en pro de la ancianidad de 
Castillos. 


SEÑORA LONGUEIRAS.- Tenemos muchas cosas todavía por hacer. Por ejemplo, tenemos una lista 
de espera de abuelos que quieren ingresar al Hogar, pero no tenemos espacio, no tenemos dormitorios. 
Ayer vino una señora que quería ingresar al centro porque allí hay comida y abrigo. Ella cobra $ 6.000 
y no puede mantenerse sola. Necesitaríamos ampliar y hacer dormitorios. También, tendríamos que 
reciclar la cocina porque tiene pérdidas. 


Otra cosa fundamental es poner una caldera a leña para calefaccionar. Tenemos dos estufas convencionales y 
una de hierro que pusimos en los corredores. La de hierro templa un poco los corredores, pero las otras 
estufas templan solo la pieza donde están las personas. Los dormitorios están helados. 


SEÑOR BOUSSES.- ¿De cuánto dinero estamos hablando? 


SEÑORA LONGUEIRA.- La calefacción cuesta US$ 30.000. La caldera sale US$ 6.000 y en los 
corredores y dormitorios hay que poner unos radiadores. Esto es lo más barato que hay que hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes nos enviaron una muy buena información sobre todo lo que se está 
haciendo y hablaron de la necesidad de la caldera, pero no dijeron cuánto se necesita. Es bueno 
saberlo, porque la Comisión trabajará en base a esa solicitud y se pondrá en contacto con la 


delegación. Es importante que repitan el monto que sugieren como ayuda, a efectos de ver si es posible 
hacer efectiva esa ayuda o participar de ella. 


SEÑOR BOUSSES.- El miércoles se va a instalar la Subcomisión, por lo que sería interesante que se 
manejen los números totales. ¿Esto se solicita por única vez? 


SEÑORA LONGUEIRA.- El señor Diputado José Carlos Cardoso nos dijo que sería por única vez. 
Nos dijeron que la calefacción sale US$ 30.000 y la construcción de un dormitorio con un baño, US$ 
45.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El trabajo de la Subcomisión de Subsidios y Subvenciones, que además tiene 
un presupuesto limitado y recibe a toda la sociedad, estudiará el planteamiento y se comunicará con 
ustedes, a efectos de profundizar el tema. Hay un tope establecido y una cantidad de delegaciones, de 
distinta índole, que necesitan ayuda. Sin perjuicio de eso, está bien que quede constancia de su solicitud 
en la versión taquigráfica, a efectos de que la Subcomisión pueda hacer un buen trabajo. 


SEÑOR GUERRERO.- ¿Los jubilados no ingresaron al Fonasa? Pregunto esto porque quizás podría 
ayudarles a subsanar los problemas de funcionamiento. 


SEÑORA LONGUEIRA.- El único organismo que nos ayuda es el BPS. Nos da una ayuda por año; a 
veces. El año pasado no la dio; este año, sí; el año que viene, quizás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado todo claro. 
La Comisión agradece la presencia de delegación. 
(Se retira de Sala una delegación del Hogar de Ancianos Blanca Rubio de Rubio) 


(Ingresa a Sala una delegación del Cottolengo Don Orione Masculino) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a la delegación del Cottolengo Don Orione Masculino, integrada 
por su Director, Padre Roberto Anonis; por la asesora jurídica, doctora Martha Olascoaga; por el asesor, 
contador Enzo Achigar, y por el administrador, señor Gari Roskopf. 


SEÑOR ROSKOPF.- Gracias por recibirnos. Queremos trasmitir la obra que hace el Cottolengo. 


En este momento, estamos asistiendo a 230 internados con discapacidad física e intelectual. También 
tenemos un anexo en La Floresta. El problema que tenemos es un déficit mensual cercano a los $ 700.000. 
¿De dónde provienen los ingresos que tiene el Cottolengo hoy en día? De las pensiones por invalidez de los 
discapacitados, del INAU, de subsidios de ASSE para medicamentos y $ 80.000 mensuales. También, 
estamos recibiendo a través del MIDES -aunque, históricamente, se cursaba a través del Ministerio de 
Economía y Finanzas-, lo que representa el 1% de los ingresos, es lo que se obtuvo por vía parlamentaria, o 
sea, por "Subsidios y subvenciones". Por esa vía recibimos $ 66.000 mensuales. Por única vez, en el año 
2013 se pagó a principios de año; son unos $ 700.000. 


Nosotros tenemos un déficit de casi $ 8:000.000 anuales y estamos apostando a ver si habría la posibilidad de 
aumentar, al menos, ese rubro. Estamos en $ 700.000 y tenemos que llegar a $ 8:000.000. 


Tenemos 145 chicos del INAU, por los que cobramos algunas pensiones. Como saben, las pensiones 
aumentan una vez al año y estamos acotados en ese sentido. 


¿Cómo subsistimos estos años? Lo digo porque ustedes se preguntarán por el déficit de $ 8:000.000. 
Históricamente, recibíamos legados y donaciones. Eso ha ido mermando y hemos ido consumiendo parte de 
lo que teníamos para cubrir este déficit. 


A su vez, en el mercado hoy en día tenemos competidores, por decirlo de alguna manera. Aclaro que son 
buenos competidores y eso nos alegra. Me refiero a instituciones como Teletón o la Peluffo Giguens, que 
están obteniendo muchas donaciones. 


Como recibimos subsidios, no podemos entrar en el rubro de empresas que pueden ser beneficiarias de 
donaciones y, a su vez, exonerar impuestos. Además, por la distribución de proveedores que tenemos -que 
son entre quince y veinte-, que nos proveen de alimentos y parte de la medicina, nos serviría más contar con 
un aumento en los subsidios por la vía parlamentaria. 


Si pasáramos al régimen que tiene, por ejemplo, la Teletón, tendríamos que modificar nuestro aparato 
administrativo a fin de hacer frente a las diferentes empresas y mercados para salir adelante. 


SEÑORA OLASCOAGA.- Hace muchos años que trabajo con la congregación y me gustaría 
ilustrarlos acerca de la obra, porque tal vez no la conozcan. 


Esta es una institución de beneficencia sin fines de lucro, radicada en el Uruguay desde 1949 y nuestros 
internos tienen las condicionantes que decía el señor Roskopf, con distintos grados de discapacidad, que van 
desde leves a muy severas. Tenemos una población que va desde bebés que son abandonados hasta adultos 
mayores. Prácticamente, ninguno de ellos tiene familiares; su familia es el Cottolengo Don Orione y la gente 
que ingresa, lo hace para el resto de su vida. O sea que el que ingresa, lo hace porque no puede tener una vida 
por fuera de la obra. 


Hace veinticinco años que estoy en la obra y, en verdad, nos veníamos arreglando con sucesiones, legados. 
La gente se acordaba del Cottolengo y nos íbamos solventando con lo que estábamos recibiendo. Pero a raíz 
de la crisis de 2002 eso se erradicó totalmente y dejamos de recibir esa ayuda. Hay que tener en cuenta que el 
que ingresa al Cottolengo, al ser sin fines de lucro, no paga una cuota. 


Las pensiones que recibimos del BPS son de alrededor de $ 5.000 por discapacitado. A su vez, hay que tener 
en cuenta el costo por mantenerlos bien: ellos no están hacinados, se encuentran bien alimentados, prolijos, 
bien vestidos, con psicólogo, pisquiatra, médicos -siempre hay uno a la orden en la casa- y cuidadores. Más 
allá de eso, está todo lo que se hace para que tengan distintos tipos de actividades como carpinteria y cestería. 
Además, se manda a la escuela a aquellos que están en condiciones de ir. Entonces, con $ 5.000 y esas ayudas 
que mencionaba el administrador, no llegamos a cubrir todos esos costos. Por eso en esta instancia venimos a 
solicitarles ayuda. Todos sabrán que es la primera vez que venimos, pero las cosas se vuelven realmente 
complicadas. 


En nombre de la congregación, les agradezco que nos hayan recibido. 


SEÑOR ROSKOPF.- En estos últimos años, se ha incrementado el déficit porque tenemos 148 
empleados para cubrir los 230 internos. Entre ellos, por supuesto, hay técnicos, pero el grueso son los 
cuidadores, auxiliares de servicio, gente de enfermería, que alcanzan las 110 personas. 


En los últimos tiempos, los empleados hicieron un justo reclamo por presentismo, antigúedad, etcétera, 
costos a los que antes no hacíamos frente. Entonces, el presupuesto se vio modificado por eso. Además, por 
ejemplo, de un día de descanso semanal, pasaron a tener un día y medio. Eso implicó un incremento en el 
número de empleados. 


El rubro salarial llega al 65% del presupuesto; es grande. También está el tema de la capacitación de los 
funcionarios, su inducción. 


Para nosotros es muy importante trabajar el tema de los recursos humanos porque ellos no solo son 
empleados sino que forman parte de la familia de los residentes. Para los internados los funcionarios son el 
padre o la madre que no tienen, y esto es vital a nuestro entender, por eso siempre tratamos de dar respuesta. 
En los últimos tres o cuatro años se ha visto incrementado este problema. 


Asimismo, hace aproximadamente un año y medio nos vimos por primera vez en la necesidad de firmar un 
convenio con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas para hacer frente a las refacciones que nos solicita 
Bomberos para darnos la habilitación. Esa obra tiene un costo de $ 5:000.000 y la estamos haciendo en dos 


etapas. Este año vamos a empezar con la segunda etapa. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas no nos 
ha cerrado las puertas y nos da el 70% del costo, el resto tenemos que ponerlo nosotros. 


En definitiva, se han incrementado los costos en estos últimos años debido al rubro sueldos y por tener que 
hacer frente a las exigencias del sistema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedó muy clara la exposición. 


Se habla de una ayuda económica, pero no se nos dice el monto, sino que se hizo un análisis de los déficit. 
No obstante, la Comisión de Subsidios y Subvenciones va a necesitar saber la cifra concreta que están 
solicitando a los efectos de considerarlo. Si no lo pueden trasmitir ahora, sería bueno que lo envíen. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Se habló de un déficit de $ 730.000 mensuales, como figura en la documentación. 
El monto que maneja el Parlamento nacional para otorgar partidas, subsidios y subvenciones nos 
coloca lejos de poder llegar a esa cuantía. La pregunta del Presidente apunta a saber, dentro de esa 
magnitud, qué aspiración tienen, o perspectivas, en cuanto a la ayuda. Reitero, vamos a estar lejísimos 
porque la partida que tiene el Parlamento nacional es de $ 7:600.000 para todas las instituciones. 
Entonces, preguntamos, a su entender, cuál podría ser la partida adecuada, que los ayudaría a no bajar 
los brazos. 


SEÑOR ABDALA.- Me parece que conceptualmente está claro que el Cottolengo Don Orione 
Masculino está recibiendo un subsidio que es insuficiente, existe un déficit y el propósito es ver en qué 
medida podemos subsanar la situación incrementando el subsidio para aproximarnos a la cobertura de 
los costos en la medida de lo posible. 


SEÑORA OLASCOAGA.- Es así. 


A nivel institucional aspiramos a lo máximo que se nos pueda ayudar. Eso va a quedar a consideración de los 
señores legisladores. 


Cuando alguien viene y nos trae, por ejemplo, una botella de agua, lo agradecemos y todo es bienvenido. No 
obstante, acá planteamos los números fríos para mostrar el déficit que tenemos. Nos queda claro que si lo que 
el Parlamento dispone es igual a lo que tenemos como déficit, evidentemente, no vamos a llegar a subsanarlo. 


De todos modos, la colaboración que se pueda dar va a ser bienvenida porque implica una colaboración para 
la obra. 


SEÑOR GUERRERO.- ¿Es anual o mensual? 
SEÑORA OLASCOAGA.- Mensual. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


La versión taquigráfica del planteo y la documentación van a ser enviadas a la Comisión de Subsidios y 
Subvenciones que comienza a trabajar el próximo miércoles donde se van a estudiar todas las solicitudes y 
seguramente se comunicarán a efectos de alguna aclaración. 


(Se retira de Sala la delegación del Cottolengo Don Orione Masculino) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Diabéticos de Durazno) 


Damos la bienvenida a la delegación de la Asociación de Diabéticos de Durazno, integrada por la señora 
María Azzizi, Protesorera y por los señores Carlos Bruno, Presidente, y Rubén Fontes, Tesorero. 


SEÑOR BRUNO.- Nosotros nos presentamos en otra oportunidad pidiendo alguna colaboración ya 
que nuestra entidad, si bien tiene sus años, no cuenta con ningún apoyo a nivel parlamentario, de 


Presidencia ni de la Intendencia. Por lo tanto, venimos a pedir alguna posible colaboración a los efectos 
de hacer marchar nuestra oficinita que no es gran cosa, pero tiene mucha buena voluntad y está 
dirigida a la gente menos pudiente. 


En nuestra nota expresamos que tenemos socios que pagan $ 50 por mes y esa es la entrada con que 
contamos, además de la colaboración que surge de algún beneficio o dinero que sale de nuestros propios 
bolsillos. Por eso venimos a pedir una colaboración, que dejamos a criterio de los señores legisladores. 


Nuestra asociación tiene varios años pero esta Comisión está trabajando desde hace algo más de un año. 
Queremos brindar a nuestros asociados -y a los que no lo son también, puesto que de cada tres uruguayos, 
dos tienen diabetes- nuestra lucha un tanto desigual y un tanto linda. Tenemos algunas metas y, a veces, 
tenemos que salir a molestar para conseguirlas. 


Si bien Camedur y el Hospital de Durazno están trabajando muy bien en ese tema, no es suficiente, porque 
hoy por hoy se necesitan sesenta días para sacar una orden en la Cooperativa y en el hospital pasa otro tanto o 
es peor. No es por criticarlos, pero esto es así porque hay muchos asociados y demás. 


SEÑORA AZZIZI.- Hace unos años que trabajo y colaboro en la Asociación de Diabéticos de Durazno 
y ha sido muy difícil mantenerla. Se han hecho muchos beneficios, rifas y todas esas cosas que se hacen 
a efectos de sostenerla. La Asociación tiene veinticuatro años de existencia y tiene una inserción 
bastante buena en el medio. 


¿Qué es lo que pretendemos? Tenemos como objetivo ampliar nuestros servicios. En este momento, 
contamos con un servicio de podología brindado por una técnica especializada. Hacemos análisis de 
glicemia, triglicéridos y colesterol. Tomamos la presión. Vendemos medicamentos y algunos productos 
aprobados por ADU tales como mermeladas y productos dietéticos. Lo que pretendemos es contar también 
con una nutricionista, un psicólogo y un médico. 


Como decía el Presidente Bruno, en Camedur y en el hospital, a veces, se demora hasta dos meses en 
conseguir una orden para un médico especializado, ya sea diabetólogo o endocrinólogo. Eso hace que mucha 
gente esté a la espera del médico. Entonces, si nosotros contáramos con un médico sería una gran ayuda para 
toda esta gente que, en general, cuenta con el servicio de Camedur o del hospital, pero tiene estos 
inconvenientes. Es decir que nuestros objetivos no están en contraposición con el plan general de salud sino 
que vendrían a complementarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Fue muy clara la presentación. Ustedes no piden una partida específica sino 
que dejan a consideración de la Comisión, en función de lo que han explicado y la documentación que 
tenemos, las posibilidades de ayuda concreta. 


SEÑOR BRUNO.- Quiero hacer énfasis en que nuestros asociados pagan $ 50 por mes, lo cual 
demuestra de qué estamos hablando, que nuestra tarea está dirigida a la gente menos pudiente. Repito, 
también, que muchas veces hemos tenido que poner dinero de nuestros bolsillos para comprar algún 
remedio o alguna aguja. La Intendencia nos prestó el local donde funcionamos pero no recibimos 
ninguna otra colaboración. Pedimos a Camedur que nos ayudara con algún médico general pero aún 
estamos esperando la respuesta. 


SEÑOR GUERRERO.- Yo trabajé en Durazno y saludo a los miembros de la delegación. 


Me dejó preocupado lo de los sesenta días, porque tengo entendido que una de las metas de la Junasa es que 
la demora sea de treinta días como máximo. 


SEÑOR BRUNO.- Puede ser una aspiración. Camedur está haciendo una reforma muy interesante en 
estos momentos para mejorar el servicio, pero han entrado muchos socios nuevos. Aunque también es 
cierto que ha ingresado personal nuevo, si uno va a pedir hora para cualquier profesional, no la 
consigue para antes de treinta días ni soñando. Si va a algún especialista determinado, tranquilamente 
llega a los sesenta días. Muchas veces, se espera hablar con el profesional el día de la consulta para ver 


si puede atenderlo al final. Estoy hablando de Camedur, no del hospital, que no sé cómo es, pero 
seguramente no sea mejor. 


SEÑORA AZZIZI.- Yo me atiendo en Camedur y hay muy pocos endocrinólogos. En Durazno hay dos 
endocrinólogos y a una de las doctoras que está atendiendo le falta dar su último examen. No hay 
diabetólogo. La diabetóloga que había, que era la doctora Albornoz, ahora está como internista, es la 
encarga del sanatorio de Camedur y no atiende. 


Yo pedí hora el 1* de junio para mi doctora -hay que pedir todos los días 1*- y me dieron para el 24 de julio, 
casi dos meses después. Lo digo para que tengan una idea de que es bastante difícil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presentación. La versión taquigráfica va a ir a la Comisión 
respectiva que el miércoles se va a reunir para ir tratando todos estos temas y seguramente se van a 
poner en comunicación con ustedes. 


Los felicitamos por la tarea que diariamente ustedes realizan, que no es fácil. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Diabéticos de Durazno) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Sociedad Uruguaya de Gerontología y Geriatría) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Sociedad Uruguaya de Gerontología y Geriatría 
integrada por el doctor Fernando Botta, Presidente; la doctora Graciela Acosta, Vicepresidenta; el doctor 
Clever Nieto, Secretario; el señor Gustavo Airoli, Vocal; la señora Cristina Muguerza, Vocal, y la señora 
Doris Baccino, de la Comisión de Gerontología. 


SEÑOR BOTTA.- Vamos a tratar de ser breves; sabemos que están cansados. 


Somos la única sociedad científica del país que se dedica a la gerontología y la geriatría y agrupa a todos 
aquellos especialistas en el área, médicos y no médicos. No tenemos fines de lucro y contamos con cincuenta 
y cuatro años de edad. A su vez, somos miembros de la Asociación Internacional de Gerontología y Geriatría. 


Nuestros intereses en estos ámbitos son pura y exclusivamente científicos y académicos, y dentro de nuestros 
fines está propender a que las personas mayores sean atendidas en las mejores condiciones y al desarrollo de 
la ciencia geriátrica y gerontológica. 


En ese sentido, desde la geriatría y la gerontología hemos remarcado desde siempre la necesidad de un 
sistema integral que se dirija al cuidado y asistencia de las personas mayores y responda a sus necesidades 
desde un enfoque claramente dirigido a la dignidad y a los derechos humanos. 


Sabemos que en el mundo, las personas mayores son sometidas sistemáticamente a la discriminación y a las 
carencias, y sus necesidades muchas veces no son atendidas como correspondería. 


Desde lo estrictamente gerlátrico-gerontológico, creemos que la asistencia y el cuidado de las personas 
mayores puede estar incluida en un sistema sociosanitario que corresponda no solo a lo social sino también a 
lo sanitario, ya que el divorcio que muchas veces existe entre estas áreas no contribuye a mejorar la calidad 
de vida de esas personas ni a hacer las cosas lo mejor posible desde el punto de vista técnico. 


Sabemos que los distintos gobiernos que tuvo nuestro país establecieron políticas de ancianidad y distintos 
planes. Al respecto, la Ley N* 17.066 -este es el motivo por el que venimos, ya que sería modificada por un 
artículo de la Rendición de Cuentas- tuvo un impacto muy positivo, muy importante, y permitió avances muy 
trascendentes en la materia. Con los cambios que ahora se proponen, advertimos una incertidumbre en el 
futuro y un cambio en el modelo que no coincidiría con nuestras aspiraciones técnicas ya que no beneficiaría 
a los ancianos y sería un retroceso en lo mucho que se ha avanzado. 


La Ley N* 17.066 que estamos mencionando atribuye al Ministerio de Salud Pública la política general de 
ancianidad y a su vez regula todo lo que tiene que ver con los establecimientos que alojan a las personas 


mayores. 


Nosotros creemos que la política general de ancianidad debería ser una instancia -estoy hablando a los 
políticos; perdonen el atrevimiento- que englobe mucho más que a un organismo. Cuando un solo organismo 
está viendo cuestiones muy amplias, necesariamente tiene una óptica sesgada. Al respecto, en los sucesivos 
períodos de gobierno distintos organismos como el Banco de Previsión Social, el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, el Mides, el Ministerio de Salud Pública y algún otro han establecido políticas separadas, 
sesgadas, según su óptica. 


Como mencionaba, la Ley N” 17.066 ha tenido efectos muy positivos en cuanto a empezar a integrar la 
asistencia y el cuidado de las personas mayores más frágiles, más dependientes, más vulnerables, aquellas 
que han llegado a una residencia de ancianos por necesidad, que no solo necesitan cuidados sino asistencia. 
Asimismo, permitió avanzar en el registro, control, fiscalización y la necesaria asociación con el sistema 
sanitario, que ha sido muy parcial, muy incompleto. En este momento, con este diseño político que se 
completaría con el artículo 255 propuesto, tenemos el temor de que esos avances en lo sanitario queden 
relegados a un enfoque exclusivamente social. 


En la naturaleza esencial del Ministerio de Salud Pública está el control de las políticas sanitarias y la 
asistencia médica, y nosotros insistimos en un concepto que no siempre está claro: las residencias de 
ancianos forman parte del enorme espacio sociosanitario, no son exclusivamente sociales ni exclusivamente 
sanitarias. 


¿Qué sucede en estos momentos con un anciano en cualquier lugar o en cualquier hogar? La conexión con el 
sistema de salud, en el marco de la construcción del Sistema Nacional Integrado de Salud, es muy escasa, y sl 
todas esas competencias se transfieren al Mides, la situación sería aún peor, porque en ese sentido 
olvidaríamos todo lo sanitario. Todo esto está dicho desde el punto de vista de las necesidades de estas 
personas; son personas con enfermedades crónicas, con dependencias, con deterioros, que están en la etapa 
final de su vida y no necesitan solo cuidados. 


Si al modelo de asistencia geriátrica gerontológica le falta una pata, será como toda mesa que le falta una pata 
y no podremos avanzar, como se ha avanzado en los últimos años en el país por efecto de esta ley, anulándole 
sus efectos o con una disposición que, aparentemente, anularía sus efectos, ya que al transferir todas las 
competencias del Ministerio de Salud Pública al Mides, este espacio sanitario quedaría en manos de aquellos 
que no son los más competentes, porque el que tiene la competencia en materia sanitaria es, sin duda, el 
Ministerio de Salud Pública. 


La política general de ancianidad del país merece ser discutida en un ámbito más tranquilo, menos urgente 
que la Rendición de Cuentas, en el que se estableciera realmente una política nacional, de Estado, que 
comprenda un sistema de asistencia geriátrica y gerontológica con todos sus aspectos, que abarque desde ese 
anciano activo, autoválido, que no tiene ninguna dependencia hasta aquel más dependiente, y en el que todo 
lo social y lo sanitario estén claramente articulados y vinculados entre sí para dar a estas personas lo que 
necesitan. En ese sentido, con esta reforma se hace hincapié en los cuidados, obviando lo sanitario. Insisto: 
una cosa es cuidar y otra es lo sanitario. Esto impactaría profundamente en cuestiones que en este momento 
son muy positivas. A partir de la Ley N* 17.066, más allá de que podamos tener alguna discrepancia con 
respecto a cuánto se ha avanzado, es claro que se avanzó y mucho. Podríamos estar mucho mejor, pero son 
innegables sus efectos en cuanto a mejorar la calidad de vida de las personas que viven en las residencias. 
Esa normativa es muy valiosa y no hay que anularla; hay que recuperarla, fomentarla y mejorarla. 


El artículo 255, tal como está redactado, nos genera una inquietud vinculada con la eliminación -por lo 
menos en lo formal- de todo lo que tiene que ver con los aspectos sanitarios en la política nacional de cuidado 
de los ancianos. Creemos que esto impacta en la calidad de vida de estas personas. 


Dejamos tres documentos a esta Comisión. Uno fue elaborado especialmente para esta instancia, caratulado 
"Hacia el Parlamento"; otro fue el que elevamos el año pasado al Ministerio de Salud Pública, en el marco de 
lo que nosotros consideramos deben ser las prestaciones dentro del Sistema Nacional Integrado de Salud, y 
por último, dejamos un trabajo que elevamos al Mides, en oportunidad de la consideración del proyecto de 
construcción del Sistema Nacional de Cuidados. 


Reiteramos: nuestro interés es puramente técnico, académico y científico. En ese sentido, rerivindicamos ser 
escuchados. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Es un gusto recibirlos para analizar este tema que realmente nos preocupa. 


Inclusive, cuando el martes pasado estuvo la delegación del Mides, el señor Ministro dijo: "Entendemos que 
los referidos hogares de ancianos tienen componentes sanitarios que a veces hacen difícil discernir los límites 
de las políticas sociales. Por lo tanto, estamos de acuerdo con que se plantee una redacción que contemple 
más una regulación política del Mides -llamémosle así- y, al mismo tiempo, una cogestión de la regulación de 
los elementos sanitarios. Incluso podemos conversar con la Ministra Muñiz y proponer una redacción 
conjunta para enviarla a esta Comisión". 


Entre los materiales que nos dejaron hay una propuesta de redacción alternativa. 


Compartimos el planteo que hizo la delegación, inclusive, ante la evidencia de la realidad. A partir de la Ley. 
N? 17.066 se ha avanzado mucho en los controles, sobre todo a través de las Direcciones Departamentales de 
Salud en el interior del país, de donde provengo. En cierta manera, esos controles ayudan a mejorar la calidad 
de los servicios que se prestan, y las condiciones en las cuales se atienden a las personas de la tercera edad. 


A partir de esa ley, que crea el Instituto del Adulto Mayor, se generan campos que se solapan. Eso también ha 
generado dificultades en la práctica para determinar quién es el que tiene competencia directa para actuar en 
forma primaria o, inclusive, de oficio, ante denuncias que muchas veces ocurren. 


Si bien es cierto que este tema se podría profundizar a través de un análisis más particular, recordemos que 
estamos en una instancia de Rendición de Cuentas, donde el tiempo es bastante exiguo. No obstante, 
queremos avanzar para generar una nueva herramienta para que no haya tanta incertidumbre. 


Sin limitarnos a seguir considerando este tema a futuro, y con la propia construcción de políticas públicas que 
tiene que hacer el Estado a través del Instituto del Adulto Mayor, podemos propiciar una adecuación en el 
articulado en la misma línea que ustedes plantean. 


Con la aprobación de la Ley que creó el Instituto del Adulto Mayor se generó una Comisión orientativa, pero 
también una Comisión Honoraria, integrada por el Ministerio, la Facultad y la Cátedra de Gerontología, que 
tiene que ver con el aspecto de la salud. 


Me pregunto si no sería importante incluir un aspecto que ayude a resolver esto. Hay dos Comisiones. Una 
que atiende la política de salud y cuidado, y otra Comisión Honoraria vinculada con políticas. No sé si nos 
podrían acercar alguna iniciativa que solucione esto, donde hay solapamiento y seguramente actores que se 
repitan. Á veces, por razones de tiempo y disponibilidad, se termina concurriendo solo a una de esas 
Comisiones, provocando que se diluya la creación de una política pública. 


SEÑOR ABDALA.- En el mismo sentido que el Diputado Pardiñas, recuerdo el intercambio que 
tuvimos con el Ministerio de Salud Pública. En la fundamentación del artículo se puso por delante el 
argumento de que había un Instituto especializado. Se refería al Instituto del Adulto Mayor, que data 
del período pasado; la Ley de creación fue de 2006. Entiendo que el propósito inicial del Poder 
Ejecutivo era asignar a ese Instituto las políticas o todo aquello que concierne a la promoción del 
adulto mayor en su condición de tal, pero no en lo que hace a los aspectos sanitarios. Para eso hay una 
autoridad y un Ministerio especializado, que es el de Salud Pública, y que tiene otra competencia: 
atender la salud de la población en general: anciana y no anciana. 


Creo que este artículo, tal como está, no se debería votar, por las razones que se han explicado aquí. En todo 
caso, habría que reformular su redacción. 


La ley de 2006, que crea el Instituto del Adulto Mayor establece un Consejo Consultivo, que tiene una 
integración muy numerosa de actores públicos y privados -no recuerdo pero estoy casi seguro que entre ellos 
está el Ministerio de Salud Pública-, así como también una larguísima enunciación y enumeración de 
competencias y cometidos que tienen más que ver con hacer más feliz la vida de los adultos mayores. Esto 
es, promoverlos en su condición de tercera edad. 


Me parece que si la voluntad política es establecer esa separación, deberíamos ser más cuidadosos a la hora 
de la redacción. Obviamente, mucho mejor sería darnos el tiempo necesario para analizarlo y no tener que 
corregir después, con una ley posterior, lo que ahora estamos resolviendo mal por hacerlo apuradamente. En 
definitiva, estos temas hacen al diseño institucional y a la distribución de competencias entre Ministerios; no 
parece correspondiente a una instancia de Rendición de Cuentas. No obstante, el Poder Ejecutivo resolvió 
introducirlo aquí. Creo que tendríamos que esperar una redacción alternativa para analizarlo, pero me parece 
que el planteo que hace esta delegación es compartible, y fue preocupación de los legisladores en 
oportunidad de la visita del Ministro Olesker. 


SEÑOR PARDIÑAS.- El numeral 3) del artículo 4” de la Ley N* 18.617, de creación del Instituto del 
Adulto Mayor dice: "Colaborar con el Ministerio de Salud Pública fijando las bases sobre las cuales 
éste controlará las condiciones básicas de funcionamiento de los establecimientos de atención, inserción 
familiar y residencia del adulto mayor, sean públicos o privados, dando así cumplimiento a la Ley N* 
17.066, de 24 de diciembre de 1998". 


En la propia generación del instrumento que está bajo la órbita del Ministerio de Desarrollo Social se 
confiere que tiene que ser con el Ministerio de Salud Pública y cumpliendo con la Ley N* 17.066. Por lo cual, 
si transferimos todo, queda inválido el cometido del numeral 3) del Instituto. Por eso, creo que es bueno que 
podamos tener una redacción alternativa. 


SEÑOR BOTTA.- Creo que los señores Diputados han sido muy claros y han entendido perfectamente 
nuestras inquietudes, nuestro planteamiento y nuestros temores en cuanto a que incluir, en el contexto 
de Rendición de Cuentas, una redacción que rediseña competencias ministeriales, sesgaría o llevaría 
oculto el perder el aspecto sanitario, de control y todos los avances positivos de la Ley_N” 17.066. Esa 
era nuestra inquietud. 


Nosotros creemos que, sin duda, debe haber un Instituto del Adulto Mayor; llámese así o de otra forma. 
Nuestra idea es que debería ser una Secretaría supraministerial, precisamente, por todos estos inconvenientes 
-seguramente los señores Diputados en su trabajo diario lo deben valorar así- que se generan en cuanto a una 
política de ancianidad. Se debe tener en cuenta que es el único sector de la población que crece, el único que 
está amenazado por la dependencia y por la enfermedad, y al cual vamos a llegar todos, por lo que tenemos 
que programar nuestro futuro. Nuestro propósito es que los más vulnerados no sean desprotegidos por un 
marco legal que hasta ahora ha buscado protegerlos y ha tenido sus efectos positivos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La presentación que hicieron fue meridianamente clara. Inclusive, hay un 
proyecto alternativo en relación con el artículo. Hay voluntad de los señores Diputados en ese sentido, 
inclusive, antes de que se hiciera presente la delegación 


El insumo que nos plantean es muy importante para nosotros. Llegado el momento de la discusión del 
articulado, sin duda que se tendrá en cuenta, sin perjuicio de que después los volvamos a convocar, a los 
efectos de que nos ayuden a crear una pista de aterrizaje en la cual todos estemos participando y que sea 
beneficiosa para todos. 

Agradecemos la presencia de la Sociedad Uruguaya de Gerontología y Geriatría. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 4) 
(Asiste una delegación de la Unión de Ciegos del Uruguay) 
SEÑOR PRESIDENTE (Pardiñas).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 40) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación de 
la Unión de Ciegos del Uruguay, integrada por su Presidente, licenciado Gabriel Soto; la Vicepresidenta, 


señora Selene Carballo; el Secretario, señor Hugo D' Avenia y la licenciada Natalia Guala. 


El régimen de trabajo será de quince minutos para cada delegación. 
SEÑOR SOTO.- Agradezco que nos hayan recibido. 


Nuestra Asociación fue creada en el año 1950, como figura en la documentación que les hemos presentado. 
Nosotros, venimos a contarles brevemente lo que hacemos y por qué creemos que debemos ser considerados 
dentro de lo que es esta parte del Presupuesto. 


Hace muchos años que venimos trabajando en diferentes áreas de nuestro colectivo para poder brindar los 
servicios, el apoyo y el trabajo reivindicativo. Ustedes saben muy bien que para una asociación sin fines de 
lucro cuesta mucho abrir la puerta todos los días y llevar adelante tareas para cubrir las necesidades de las 
personas. Existen muchos requerimientos que, dentro de lo que es nuestra vida cotidiana, son muy difíciles 
de sortear. Muchas veces, tenemos que procurar recursos golpeando puertas, presentando proyectos y todos 
los años tenemos que preocuparnos por ver si se renuevan o no, buscar gente que nos financie y esto es una 
lucha constante. Siempre tenemos la misma incertidumbre: si luego del 31 de diciembre vamos a poder 
seguir abriendo la puerta al año siguiente. 


Es imperioso que nuestra asociación, con más de sesenta años de creada, pueda estar incorporada en esta 
parte del Presupuesto para tener una base que nos permita atender las necesidades mínimas y lograr 
reivindicar nuestros derechos y darle apoyo a personas de todo el país. Si bien nuestra sede se encuentra en 
Montevideo, funcionamos en todo el territorio nacional. Tenemos muchas vinculaciones y trabajos constantes 
con otras asociaciones de ciegos del país. Por ello es muy importante enfatizar esto. Nunca hemos logrado ser 
considerados en el Presupuesto. Al principio de este quinquenio, nuestros pedidos no pudieron ser atendidos, 
aparentemente por el tiempo en que nos presentamos. Ahora, retomamos este camino y les planteamos la 
posibilidad de que se pueda atender nuestra situación. 


SEÑORA GUALA.- Estamos hablando de una población de más de cincuenta mil habitantes en el 
territorio uruguayo. Nos referimos a personas ciegas o de baja visión; una población que en lo que 
refiere a las estadísticas nacionales, en un 89% no alcanza el nivel educativo medio formal. Estamos 
hablando de que no se completan los nueve años de enseñanza obligatoria, en una población que, por 
esas características de deserción en el sistema educativo o por falta de políticas públicas que atiendan 
la inclusión educativa y las políticas de incorporación de personas ciegas o con baja visión a la 
educación pública, presenta grandes dificultades para la incorporación en el mercado laboral. 


Si bien actualmente las posibilidades tecnológicas y los avances científicos permiten que una persona ciega o 
con baja visión pueda acceder a una computadora y trabajar prácticamente en igualdad de condiciones que 
una persona con vista, sin formación y sin educación la brecha es enorme, y los índices de empleo de la 
población con discapacidad visual son menores a los de la población sin discapacidad. 


De alguna manera, si bien la institución tiene programas financiados por aportes privados o de cooperación 
internacional, lo que la Unión Nacional de Ciegos del Uruguay pretende con esta solicitud es tener un aporte 
económico que le aporte estabilidad y certidumbre al mantenimiento de los servicios básicos que la 
organización está brindando desde 1950. Estos han variado por las características del mundo y de la 
economía en general, pero actualmente se ven cuestionados o con posibilidades de no continuar por falta de 
certidumbre económica y estabilidad, por depender de aportes externos. 


Entonces, la posibilidad de tener un presupuesto básico que garantice el funcionamiento operativo de la 
institución, no solamente va a permitir continuar con los servicios actuales, sino también ampliarlos y, como 
comentaba el licenciado Soto, cubrir de manera mucho más eficiente todo el territorio nacional, atendiendo 
las necesidades que tenemos como personas ciegas y con baja visión. Quienes estamos aquí presentes 
tuvimos la posibilidad de educarnos y de trabajar, pero somos una excepción en el país, no la regla, y creo 
que eso es fundamental a la hora de considerar este tipo de situaciones. 


SEÑOR IBARRA.- Es un gusto contar con la presencia de los representantes de la Unión Nacional de 
Ciegos del Uruguay, a quienes hemos escuchado detenidamente. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gamou) 


—Conocemos la problemática que tienen los no videntes en nuestro país y, si bien se ha avanzado en cuanto 
a la colaboración, la ayuda, etcétera, todavía falta mucho. 


Con respecto a este tema, simplemente para información de los invitados, corresponde mencionar que 
tenemos una partida de $ 7:600.000 para ser destinada al Fondo de Subsidios y Subvenciones, ya sea para 
incrementar los subsidios que actualmente se otorgan como para incluir otros nuevos. Esto corresponde al 
artículo 301 de la Rendición de Cuentas que estamos considerando. 


También a título informativo digo que, en su oportunidad, el Parlamento aprobó una asignación de $ 45.000 
anuales para el Instituto Nacional de Ciegos. Evidentemente, ustedes no están comprendidos en esa norma de 
la última Rendición de Cuentas, que es el artículo 288. No obstante, vamos a tratar el tema con mucha 
atención, en la medida en que es un asunto muy sensible, y estoy seguro de que todas las señoras legisladores 
y todos los señores legisladores están atentos a esta problemática. 


Simplemente quería plantearles estos antecedentes referidos al Instituto Nacional de Ciegos y comentarles lo 
limitados que estamos en cuanto a las cifras que se nos otorgan. No he contado la cantidad de subsidios que 
se brindan, pero deben estar entre los cuarenta y cincuenta. De todas maneras, reitero que vamos a analizar el 
punto con profundidad para determinar si podemos incluir la correspondiente partida para la Unión Nacional 
de Ciegos del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como bien dijo el Diputado Ibarra, creo que en representación de todos los 
aquí presentes, vamos a estudiar la propuesta, reiterando que tenemos muchísimos pedidos y a veces es 
difícil estirar la frazada. 


SEÑOR SOTO.- Nosotros conocemos muy bien la realidad presupuestal; sabemos que la frazada cada 
vez está más estirada y, en tanto, más delgada; entendemos la situación, por lo que estamos abiertos a 
analizar todas las propuestas. No venimos a dar ningún número, pero sí tenemos claro cuáles son 
nuestras necesidades. Por eso estamos abiertos a continuar conversando con toda la Comisión o con los 
Representantes que quieran hacerlo. 


Les hemos entregado un material donde están todos los datos de nuestra asociación: pueden ir a visitarla para 
ver las actividades que hacemos, así como las condiciones en que trabajamos y todo el movimiento que hay 
allí. Eso sería muy bueno, porque en esas cuatro o cinco hojitas que dejamos no se puede plasmar la realidad 
de lo que hacemos, ni las necesidades de las personas ciegas y con baja visión. Por eso los invitamos, cuando 
ustedes quieran, a que vayan a nuestra asociación y conozcan la tarea de todos los compañeros y compañeras, 
que dedican muchas horas de trabajo, muchas horas voluntarias, así como la interacción con los chicos y 
otras personas de diferentes edades que permanentemente asisten y también nos piden que nosotros 
reclamemos. Pero cuesta mucho golpear las puertas para ser escuchados y para que se visualice la situación 
de las personas con discapacidad visual. 


Reitero, entonces, que queda abierta la invitación a todos ustedes, y en nombre de la Unión Nacional de 
Ciegos les agradecemos por habernos recibido y darnos este tiempo para plantear nuestra realidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lamentablemente el tiempo es tirano y hoy venimos trabajando a marcha 
forzada, pero tomamos nota de su invitación y, por supuesto, mantenemos las puertas abiertas para 
recibirlos toda vez que ustedes lo soliciten. 


Ha sido un gusto recibirlos: adelante con su tarea y felicitaciones por la labor que están llevando a cabo. 


Muchas gracias. 
(Se retira la representación de la Unión Nacional de Ciegos del Uruguay) 


(Ingresan a Sala integrantes de la Red Uruguaya contra la Violencia Doméstica y Sexual) 


La Comisión tiene mucho gusto en recibir a las señoras Andrea Tuana y Magela Batista, que integran la 
Red Uruguaya contra la Violencia Doméstica y Sexual. 


Como el tiempo es muy tirano para nosotros, queremos decirles que disponemos de quince minutos para 
vuestra exposición. 


SEÑORA TUANA.- Agradecemos mucho que la Comisión nos reciba. 


Una vez más, nos presentamos ante la Comisión para solicitar apoyo para nuestra Red. En esta oportunidad 
tenemos una nota que vamos a compartir con la Comisión. 


Nuestra Red tiene veinte años de trabajo y es un colectivo de treinta organizaciones no gubernamentales que 
trabajan en la temática de la violencia doméstica con diferentes apoyos, tanto del Estado como de organismos 
internacionales. Algunas son organizaciones de mujeres de base que no cuentan con ningún apoyo. 


Esta Red tiene como fin la incidencia en políticas públicas. En ese sentido, ha colaborado y trabajado 
activamente en la transformación de muchas políticas de Estado. También hemos hecho aportes en el ámbito 
legislativo, relacionados con la ley de violencia doméstica y con otras adecuaciones normativas. 


Si bien la Red ha tenido vaivenes y apoyos diversos, presenta muchas dificultades para lograr un sostén en lo 
que es su estructura mínima de funcionamiento. La Red funciona con el aporte voluntario de cada una de las 
organizaciones. Estamos en busca de un apoyo para solventar un gasto mínimo en la estructura básica de su 
funcionamiento, para que pueda seguir cumpliendo con su papel de incidencia política y de aportar al Estado, 
a fin de continuar avanzando en las políticas públicas. 


No sé si la Comisión sabe que nosotros trabajamos en forma conjunta con la Bancada Bicameral Femenina y 
la banda de música No te va a gustar, con quienes estamos desarrollando un proyecto con muy pocos recursos 
de apoyo. Ahí hay una contribución muy fuerte que hace esta Red, con su trabajo voluntario. 


SEÑORA BATISTA.- Quiero agregar que hoy, dentro de lo mínimo con que no contamos es con un 
servicio de secretaría, que es lo que estamos solicitando. Eso nos complica muchísimo a la hora de 
funcionar, porque la Red está integrada por organizaciones de todo el país y si contáramos con ese 
servicio, se facilitarían las comunicaciones. 


En cuanto a los espacios de incidencia, son cada vez mayores y nuestro trabajo cada vez más exigente a la 
hora de poder representar a la Red en los distintos espacios de inserción, entre ellos, los organismos del 
Estado, en los cuales incidimos en la política pública. 


Por otra parte, nos preocupa que hay cuestiones en que se ha dado un retroceso en torno a la violencia 
doméstica. Desde ahí fundamentamos la necesidad de seguir aportando e incidir desde nuestro lugar. 


SEÑORA TUANA.- Somos representantes de la Organización Nacional de ONG y actuamos en 
muchos espacios de articulación con el Estado, que además están conformados, por ley, con sociedad 
civil Por lo tanto, ahí también hacemos una tarea muy activa y militante que requiere de nuestros 
recursos, nuestros esfuerzos y también de nuestra experticia. Señalo todo esto para mostrar a la 
Comisión los diferentes espacios donde se mueve esta Red, también mandatada por la ley, que pide a la 
sociedad civil que se incluya. 


Como ustedes saben, la cooperación internacional se ha retirado bastante de lo que es el apoyo a las 
organizaciones sociales de este país por considerarlo de renta media, y ahora, de renta alta. 


SEÑORA BATISTA.- Quiero decir que el último proyecto que contó con cooperación internacional fue 
el que nos permitió solventar nuestras últimas actuaciones en lo que tiene que ver con la secretaría y 
todo lo que ello implica. A partir de eso hicimos unos librillos, que dejaremos en poder de la Comisión. 
Después que se acabó esa contribución nos quedamos sin más recursos para poder funcionar. 


SEÑOR IBARRA.- Contamos con documentos que ustedes nos enviaron, fundamentalmente la carta 
fechada del 5 de junio en la cual se expresa que la partida adjudicada por el Parlamento fue utilizada 
para reformas en el local, pero que urge lograr fondos para garantizar el funcionamiento. 


No obstante, quiero ser absolutamente claro. La partida asignada por el Poder Ejecutivo, que figura en el 
artículo 301, "Subsidios y subvenciones", es para mantener, en la medida en que lo estimemos conveniente, 
las asignaciones que se realizan o para nuevos subsidios, y alcanza los $ 7:600.000. Estuve sacando la cuenta 
y se trata de ciento siete organizaciones. Por suerte, la que más percibe es la Red Uruguaya contra la 
Violencia Doméstica y Sexual, a la cual se le asignaron $ 180.000. La inmensa mayoría percibe $ 45.000 y 
algunas -muy pocas- $ 100.000. Quiero destacar esto porque demuestra la voluntad que han tenido el 
Parlamento y esta Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda para atender esta situación. 


Por lo tanto, sin ningún tipo de dudas consideraremos vuestro planteamiento, que creemos totalmente justo. 
En ese sentido, ya está funcionando una subcomisión de trabajo -muy entendida en el tema- con 
representantes de todos los partidos políticos, la cual nos aconsejará y resolveremos dentro de pocos días este 
tema de las asignaciones. Quería decir esto porque es una realidad. 


SEÑOR RADÍO.- Quiero subrayar lo dicho por el señor Diputado Ibarra y agregar que hay 
organizaciones con las que solo nos encontramos cuando hay Rendición de Cuentas. No es el caso de 
esta Red, cuya presencia es cotidiana y eso pesa a la hora de tomar decisiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido muy clara la exposición, los documentos han sido entregados y los 
señores 


Diputados se han expresado. 

Como decía el señor Diputado Ibarra, tenemos una subcomisión que a esta altura me atrevería a llamar 
subcomisión imposible porque son muchas las solicitudes y poco el dinero del que dispone el Parlamento, y 
es lo único que nosotros podemos asignar. Si no me equivoco, se trata de poco más de $ 27:000.000 que 
podemos asignar en total. 

Agradecemos mucho la presencia y estaremos en contacto. 


Quiero agradecerles también como ciudadano, no como Presidente, lo que ustedes hacen. 


(Se retira de Sala la delegación de la Red Uruguaya Contra la Violencia Doméstica y Sexual) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Fundación Génesis) 


Con mucho gusto recibimos a las doctoras Isabel Jankielewicz, Presidenta de la Fundación, y Adriana 
Della Valle, del Grupo Colaborativo Uruguayo de Afecciones Oncológicas Hereditarias; y al Coronel (R) 
Orosmán Pereyra, Secretario. Hemos recibido una fundamentación del pedido. El tiempo es muy tirano, por 
lo que la idea es que en un plazo de quince minutos pudieran presenten la solicitud que, por lo que veo, se 
integra de dos partes: un subsidio directo y el otorgamiento de la facultad para que recibir donaciones 
especiales con alguna renuncia fiscal. 


SEÑORA JANKIELEWICZ.- Para que la historia registre los acontecimientos siempre es necesario 
arrancar de una idea y en torno a ella sumar esfuerzos, músculos. Una idea más músculo puede 
convertirse en una realidad. 


La Fundación Génesis está nucleada ya no en torno a una idea sino a una realidad, y es la posibilidad de que 
el cáncer hereditario pueda ser detectado y combatido precozmente, con todo lo que eso supone. Pienso que 
no hay necesidad de gastar de este tiempo para explicarlo. 


Quiero decir que estamos nucleados para apoyar al Grupo Colaborativo que llegó a descubrir la posibilidad 
de que, detectado en forma prematura, el cáncer hereditario pueda ser prevenido con total éxito. 


Solicito al Secretario de nuestra Fundación que plantee los antecedentes, algunos de los cuales ya figuran en 
el memorándum que ustedes ya manejan. 


SEÑOR PEREYRA.- Sumo mis palabras al agradecimiento, en especial al Presidente, señor Diputado 
Gamou, por habernos recibido. 


El objetivo de la Fundación apunta a dos aspectos. Por un lado, a contribuye a la investigación del desarrollo 
de las afecciones oncológicas en general, y en especial de las afecciones oncológicas hereditarias de toda la 
población uruguaya. Aclaro que se atiende a todos los conciudadanos, sin ningún tipo de discriminación. Por 
otro lado, está orientada a cooperar con el suministro de bienes y servicios -en especial, recursos humanos, 
técnicos, financieros y económicos de cualquier índole-, propios de la Fundación o provenientes de terceros, 
de forma tal de facilitar la actuación, sobre todo, del Grupo Colaborativo Uruguayo, que es un grupo de 
técnicos dedicado a la investigación de afecciones oncológicas hereditarias. Este Grupo está formado por 
médicos, psicólogos y técnicos que captan y atienden a pacientes que tienen determinadas características que 
la doctora Della Valle va a explicar mucho mejor que yo. 


El trabajo que se ha venido realizando consiste en la captación de personas que puedan tener problemas. 
Hemos llegado a captar 640 familias que involucran a casi 17.800 personas. 


El 14 de marzo de 2012 se recibió una solicitud del Grupo Colaborativo Uruguayo para atender el estudio de 
45 de las 640 familias captadas por ese Grupo. El costo que requería el Grupo para culminar las 
investigaciones de los casos de estos conciudadanos era de US$ 15.960. La Fundación no pudo cumplir ese 
pedido porque no disponía de dinero, ni cuenta con él ahora. 


Seré breve para permitir que la doctora Della Valle pueda intervenir y contestar las preguntas que ustedes 
quieran formularle. 


Lo que pedimos es que se nos considere como candidatos a recibir una subvención de $ 500.000 en esta 
Rendición de Cuentas, y lo más importante es que se promueva la posibilidad de que nuestra Fundación sea 
incluida por el Poder Ejecutivo en el artículo 70 bis del Decreto N* 150/07, de 26 de abril de 2007, a efectos 
de contar con dinero suficiente para apoyar en todo al Grupo Colaborativo Uruguayo de Afecciones 
Oncológicas Hereditarias y poder atender a todas las familias uruguayas, sin discriminación de ningún tipo. 
Resalto esto porque el Grupo está trabajando en el Hospital Militar, donde están el Banco de Tumores y otros 
elementos que ayudan a esta tarea, pero se atiende al público en general. La asistencia no se limita a la 
población militar. La parte militar nada tiene que ver con esto; el Grupo funciona allí porque el lugar físico es 
adecuado. Insisto en que la atención es a nivel nacional. 


La doctora Della Valle explicará desde el punto de vista médico, con más propiedad, lo que estamos 
haciendo. 


SEÑORA DELLA VALLE.- Soy médica oncóloga, especialista en oncogenética. Desde 1993 trabajo en 
el Grupo Colaborativo Uruguayo, que es una asociación civil sin fines de lucro, en el marco de la que, 
en forma honoraria, médicos, psicólogos y técnicos de diversas áreas tratamos a familias -no pacientes- 
que se nos acercan, derivadas por otros colegas o que concurren por voluntad propia, a fin de que se 
pueda determinar si son o no pasibles de la búsqueda de mutaciones hereditarias que predispongan al 
cáncer hereditario. 


El 20% de los pacientes con cáncer de Uruguay tienen génesis hereditaria. Todos habrán escuchado hablar 
del caso de Angelina Jolie, que tuvo mucha repercusión. Algunos médicos y ciertos medios mencionaron que 
en Uruguay hacerse ese análisis es tan fácil como sacarse sangre para un hemograma, pero no hay nada más 
alejado de la realidad. En Uruguay no se hacen esos estudios genéticos porque no tenemos la tecnología ni el 
tiempo para realizarlos; además, son muy costosos. Todos aquellos pacientes que han llegado a nosotros en el 
correr de estos años, tanto de la esfera pública como de la privada, de Montevideo como del interior, han 
recibido consejería genética y hemos buscado entre sus antecedentes familiares para determinar si son 
pasibles de desarrollar un cáncer precoz. ¿Por qué hablo de cáncer precoz? Porque estos pacientes se mueren 
antes de lo que deberían, puesto que sufren cáncer cerca de los 40 años, como edad media. Estos pacientes se 
mueren en plena edad laboral activa, en plena juventud. Lo que implican para la salud en cualquier país del 
mundo y en Uruguay en particular los costos en cirugías y en quimioterapias, además de lo que representa a 


nivel familiar y social un paciente muerto a los 40 años, es un impacto mucho mayor que el que puede 
significar el de un paciente fallecido a los 80 años. 


Nosotros definimos a quiénes amerita hacer estos estudios y a quiénes no, según diversas características 
personales y antecedentes familiares. A pesar de las carencias que enfrentamos, gracias a varias conexiones y 
al trabajo que realizamos desde hace 20 años somos considerados uno de los lugares de referencia en 
América Latina para el estudio de estas familias. 


Tenemos muchas colaboraciones con Chile, Argentina, Estados Unidos e Inglaterra, donde nos hacen precio 
cuando enviamos las muestras de ADN de nuestros pacientes, a fin de que se pueda determinar si hay 
mutaciones genéticas. 


Vuelvo al caso de Angelina Jolie para ilustrar que nuestros pacientes son ese tipo de gente: hombres y 
mujeres jóvenes que, si no actuamos rápidamente, van a morir de cáncer. Tenemos un millón de medidas para 
ofrecer, que pueden ayudar a estos pacientes y a sus familias a detectar a tiempo si tienen esta predisposición 
y, si es del caso, evitar que tengan un cáncer agresivo y fallezcan por eso. 


Por suerte, nuestra asociación civil cuenta con el apoyo de la Fundación "Génesis", que nos ha dado una 
mano. Pero eso no alcanza, porque no tenemos continuidad monetaria como para auxiliar a la gente que viene 
a consultarnos. Eso es lo que venimos a solicitar que consideren porque, más allá de la partida presupuestal 
que nos sacaría del apuro con estas 45 familias que necesitan estos análisis que no se hace en Uruguay, 
recibimos, en promedio, a una familia por semana, aunque a veces atendemos a dos o a una cada quince días. 
Una familia involucra aproximadamente a cuarenta personas. Entonces, si podemos darle continuidad a este 
proceso podremos determinar quiénes se beneficiarán con estos estudios, para luego implementar las medidas 
de prevención y salvataje del cáncer en nuestros pacientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Realmente la exposición ha sido clarísima. Honestamente lo digo: me sacude 
la cifra que acaba de mencionar la doctora Della Valle, que da cuenta de que el 20% de los pacientes 
con cáncer tienen génesis hereditaria. 


Por supuesto, vamos a tomar muy en cuenta lo que acaban de decirnos. 


SEÑOR PARDIÑAS.- En la instancia de discusión del Presupuesto la Comisión recibió a una 
delegación del Banco de Tumores que, tal como han informado, se vincula con la tarea que ustedes 
realizan. Teniendo en cuenta que estamos hablando de equipos uruguayos calificados, nos interesa 
saber qué posibilidades de coordinación o integración existen para desarrollar más capacidades 
humanas, tanto con la Facultad de Medicina como con el Instituto Nacional del Cáncer. Lo planteamos 
por la importancia que tienen las afecciones por cáncer hereditario. 


SEÑOR RADÍO.- También me interesaría saber cómo es la vinculación con el Banco de Tumores. 


SEÑORA DELLA VALLE.- Yo integro la Dirección del Banco de Tumores, que tiene el mismo origen 
que el Grupo Colaborativo Uruguayo, porque también fue creado por el doctor Sarroca. Además, 
trabajamos en el mismo lugar físico. 


El Banco de Tumores nos ayuda mucho. Si bien tiene su presupuesto aparte, integra el Hospital Militar y es 
Centro Nacional. Estamos haciendo proyectos nacionales e internacionales con el Instituto Nacional de 
Cáncer y con los Hospitales Pereira Rossell, Maciel y Clínicas. Por estas conexiones el Grupo Colaborativo 
hace usufructo en forma gratuita del Banco de Tumores del Hospital Militar y está guardando muestras 
tumorales de aquellos pacientes que requerimos guardar. Esas muestras se congelan, son criopreservadas en 
nitrógeno líquido a 190 grados bajo cero. Reitero que el Banco de Tumores nos permite utilizar sus 
instalaciones para guardar las muestras mientras esperamos conseguir el dinero para mandarlas a estudiar 
afuera. Esto no es nada menor, sobre todo teniendo en cuenta que el mantenimiento ya es bastante caro. 


Por otro lado, en cuanto a la colaboración que podemos brindar a la Facultad, diremos que hemos dado 
muchas clases allí, sobre todo en el área de genética. En este momento tenemos una pasante en el Grupo, una 
estudiante de Medicina que está ayudándonos mucho. También han pasado otros oncólogos y estudiantes de 


Medicina con el fin de aprender e informarse sobre esto. Estamos abiertos al intercambio, y bienvenida sea la 
ayuda. 


SEÑOR PEREYRA.- Por supuesto que todo lo que hemos planteado queremos que sea sin costo para 
el Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos tomado debida nota de todo lo que nos han manifestado. Usando una 
metáfora, tenemos una frazada que ya no se puede estirar mucho más. La comisión que estudia las 
subvenciones analizará el tema e, inclusive, lo que manifestaba el coronel Pereyra acerca de la 
posibilidad de incluirlos en el artículo sobre las donaciones especiales. 


Agradecemos mucho la presencia en la mañana de hoy, y estaremos en contacto. Por supuesto que les 
haremos llegar la versión taquigráfica de todo lo que se habló en la mañana de hoy. 


(Se retira de Sala la delegación de la Fundación Génesis) 
(Ingresan a Sala representantes del Centro de Integración de Discapacitados, Cindi) 


—La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación del Centro de Integración de Discapacitados, Cindi, 
integrada por la psicóloga Alicia Mañán y la señora Fernanda Torres. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Pardiñas) 


SEÑORA MANÑÁN.- Somos una institución que trabaja desde el año 1983 siempre en el área de la 
discapacidad. Después de treinta años tenemos que seguir buscando recursos porque estamos 
permanentemente ampliando servicios. 


Vamos a contar brevemente nuestra historia. Nacimos como institución pequeña en el Centro de los Padres 
Conventuales, con un grupo también pequeño para varios de nosotros, que teníamos otros trabajos. La idea 
era empezar a trabajar y a formarnos discapacidad, y con los años fuimos creciendo. Empezamos trabajando 
con los padres, después llegaron los niños, y diez años más tarde logramos alquilar una casa que, a los dos 
años, nos quedó chica. Un tiempo después, en el año 1999, conseguimos un préstamo para comprar el local 
actual, que ya terminamos de pagar. 


Trabajamos con convenios con el INAU y con el BPS. La población con la que trabajamos son bebés, niños, 
jóvenes y sus familias, y utilizamos varios programas. Hay niños que van a la escuela y vienen a recibir 
apoyo pedagógico a Cindi porque tienen dificultades de aprendizaje severas o algún nivel de déficit 
intelectual. Se intenta lograr su incorporación y mantener su permanencia en la escuela común cuando no es 
del todo necesario que vayan a la escuela especial, porque con un apoyo pueden continuar integrados. 
Trabajamos mucho tiempo con esos programas, y fuimos cambiándolos, según la demanda recibida. Por 
supuesto, también incorporamos las ideas y las propuestas del personal. 


Después que hicimos el programa de estimulación temprana, que tuvo apoyo de Unicef, empezaron a llegar 
niños cada vez más pequeños. Entonces, ya no venían los niños que fracasaban en la escuela y precisaban un 
apoyo sino aquellos que tenían un trastorno que se detectaba antes, porque los niños más chicos tienen un 
trastorno más severo, siempre. En esa instancia aparecieron muchos niños con trastornos autistas, que es a 
quienes les cuesta más integrarse y permanecer en la escuela. Algunas de las características básicas que 
tienen los trastornos de estos niños son el déficit del lenguaje y la adquisición de algunas pautas tardíamente 
como la del control de esfínteres. Cuando un niño de 4, 5 o 6 años no tiene control de esfínteres es muy 
difícil que ingrese o que permanezca en un ámbito escolar y, naturalmente, el trastorno del lenguaje también 
es una dificultad grande. 


A partir de ese momento, el grupo que planteaba esa demanda se fue haciendo cada vez más numeroso. Hoy 
son 35 chiquilines solamente con estos trastornos. 


Contábamos con la autorización de ANEP desde hacía varios años, porque es uno de los requisitos del BPS 
para brindar las ayudas económicas, y resolvimos que queríamos trabajar como un colegio y ser el espacio de 


escolarización de estos chiquilines. Entonces, ahora tenemos un área que es el colegio, que atiende a niños 
con trastornos de desarrollo, seguimos teniendo las áreas de apoyo para escolares y liceales, y tenemos 
grupos de adolescentes que, por distintas razones -ya sea porque han fracasado o porque por sus dificultades 
la familia decidió que no fueran más-, dejaron de ir al liceo. 


Además, tenemos un área clínica, que tiene habilitación del Ministerio de Salud Pública, en la cual se hacen 
diagnósticos y tratamientos en el área de psicología, psicopedagogía, fonoaudiología y psicomotricidad. Para 
nosotros es muy importante haber logrado este equipo formado por casi treinta y cinco personas. También 
tenemos el servicio de limpieza, mantenimiento y cocina, porque buena parte de los muchachos y de los 
niños chicos almuerzan en Cindi, y algunos toman la merienda. Es muy importante tener el área educativa y 
el área clínica juntas, porque muchos chicos precisan los dos servicios y el deambular de una institución a 
otra es, en sí, una dificultad que complica mucho los horarios de la familia, destinar recursos, etcétera. 


Nosotros tenemos planes de seis horas; también tuvimos de siete horas, pero debimos hacer un pequeño 
recorte porque los recursos de los convenios no alcanzaban para sostenerlo. Sin embargo, aun con siete horas, 
a veces no se cubre los horarios de trabajo de la familia, y es un poquito complicado para los niños porque, 
aunque tengan 7, 8 o 10 años todavía no se pueden quedar solos en la casa. 


Por un lado tenemos convenios bastante fijos. Los de INAU se renuevan automáticamente; si bien tienen 
evaluación, se renuevan sin dificultades de trámite. Los convenios con el BPS siempre requieren de algún 
trámite más, pero consiste en presentar documentación y demás, que los llevamos con bastante naturalidad. 


En los convenios con el INAU tenemos 40 niños para el centro diurno, que es el que atiende todo los días en 
régimen escolar, y 65 para el área de diagnóstico y tratamiento. Por BPS atendemos 70 niños. Además, 
tenemos proyectos que estamos enviando permanentemente a organismos. Donde vemos que hay un llamado, 
nos presentamos. Algunos han sido para el desarrollo de la institución como, por ejemplo, el apoyo para 
obras. El último que tuvimos fue con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que ya está terminado. 
Debimos hacer muchas reparaciones al local, que es una casa antigua que hay que mantener. Además, 
debimos hacer la adaptación para facilitar la accesibilidad; ya tenemos el baño y en este momento estamos 
haciendo la rampa, porque aunque no trabajamos con discapacitados motrices esa es una exigencia de la 
ANEP y del BPS. 


Nosotros sabíamos que estas ayudas para las instituciones existían, pero tal vez antes no habíamos 
considerado la posibilidad de pedirlas para nosotros. Sin embargo, el año pasado tuvimos un cambio 
importante porque terminó un importante convenio que teníamos con el Programa Nacional de Discapacidad, 
con el que habíamos trabajado en talleres en todo el país. Al cambiar la Dirección del Programa se 
modificaron las líneas políticas de trabajo y se suprimió la tarea que nosotros teníamos, que implicaba un 
aporte económico grande en un centro en el que trabajamos con un fondo común, ya que el dinero que llega 
su utiliza para cubrir las distintas necesidades. Ese era un apoyo bastante importante y lo perdimos. 


A mitad del año pasado debimos recortar sueldos pero como, estrictamente, eso no es posible, hicimos un 
acuerdo con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y recortamos un 15% la carga horaria de todos los 
que trabajamos en Cindis. Eso nos permitió ahorrar $ 150.000 por mes, para lo que realmente no alcanzaba el 
presupuesto. Esto es importante porque logramos no bajar la calidad de los servicios -no solo lo decimos 
nosotros, que podríamos hacerlo por orgullo institucional-, sino que hemos tenido evaluaciones de los 
convenios con INAU que demuestran que no se han notado carencias. Todo el personal de Cindis está 
haciendo un gran esfuerzo porque este también es un trabajo muy vocacional; hemos estudiado y nos hemos 
formado para él, pero tiene un componente vocacional importantísimo y queremos conservar la calidad de los 
servicios. Pero en la medida en que pasa el tiempo y el INAU todavía no nos responde por un pedido de 
ampliación de los cupos que hemos presentado hace poco más de un año, tenemos la necesidad de pensar en 
recursos nuevos. 


Este año tenemos en ejecución un pequeño proyecto con el Plan Ceibal que ha sido muy importante para 
nosotros por la incorporación de las "XO" al trabajo, que realmente resultó valiosísima -tal vez bastante más 
de lo que habíamos esperado-, para mejorar la atención y la capacidad de aprendizaje de chiquilines con 
dificultades severas. Pero ese es un proyecto pequeño, de US$ 20.000, que verdaderamente no es un sostén 
para la institución, sino una ayuda. 


Actualmente tenemos otros proyectos presentados y en gestión, y todavía esperamos por el del INAUÚ, porque 
sabemos que está en trámite, pero como el proceso ha sido enormemente lento se empieza a notar un poco el 
cansancio de la gente, así como la necesidad que algunos han tenido de tomar otro trabajo, por lo que deben 
correr más que antes, cuando tenían un horario de ocho horas en Cindis y todos podíamos estar más 
tranquilos. 


A su vez, trabajamos con las familias y la mayoría de la población tiene recursos muy limitados. Esa fue una 
opción nuestra desde los primeros tiempos, por lo que decidimos trabajar con convenios y conseguir recursos 
para que la gente pudiera acceder pagando lo menos posible o nada. A veces nos encontramos con gente que 
precisa ayuda o que se le pague el boleto para poder asistir a la clase o a la consulta. Entonces, realmente 
tenemos pocas posibilidades de contribución de parte de la población, aunque algunos sí pueden ayudar. Hay 
una comisión de padres que ahora está organizada para pedir donaciones y hacer rifas a fin de conseguir 
recursos para otras cosas. Por ejemplo, ahora van a conseguir pintura para pintar la casa entre todos; también 
consiguieron algunas donaciones de electrodomésticos para hacer rifas 


Ese es nuestro día a día. 

SEÑORA TORRES.- Quiero informar que en nuestro centro almuerzan aproximadamente cincuenta 
chicos todos los días y algunos también desayunan. INDA nos da alimentos para ellos pero no nos 
brinda carne, verduras ni frutas, por lo que también debemos comprar esos alimentos a diario, lo que 
también hace que tengamos más dificultades. 

SEÑORA MAÑÁN.- Tenemos fotos y otros materiales que podemos dejarles. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gamou) 


SEÑOR IBARRA.- Sin duda que la obra que está realizando el Centro de Integración de 
Discapacitados es muy importante. 


Ustedes decían que por uno u otro motivo no se habían acercado al Parlamento para solicitar subsidios o 
subvenciones y en este caso los argumentos que dan son categóricos. Nosotros no tenemos grandes recursos 
ni nada por el estilo, sino que podemos disponer de cifras muy pequeñas. No obstante, consideraremos su 
solicitud con mucha atención a fin de analizar si podemos colaborar en algo con ustedes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos mucho la presencia. Estaremos en contacto y les 
remitiremos la versión taquigráfica. 


(Se retira de Sala la delegación del Centro de Integración de Discapacitados) 


(Ingresa a Sala una delegación del Movimiento Nacional de Usuarios de la Salud Pública y Privada) 


Recibimos con mucho gusto a una delegación del Movimiento Nacional de Usuarios de la Salud Pública 
y Privada, integrada por su Secretario General, señor Néstor Gurruchaga, y el señor Nelson Sena. 


SEÑOR GURRUCHAGA.- También integraba nuestra delegación el Presidente del Movimiento, 
Evangelio Núñez, pero no llegó porque nos habían avisado que nos recibirían a la hora 15, pero luego 
cambiaron la hora y nosotros venimos desde el interior. Somos una organización extendida en el país, 
que representa a los usuarios de la salud pública y privada, intentando apoyar la reforma de la salud 
en Curso, creemos que con una inserción importante a lo largo y ancho del Uruguay. 


Les hemos enviado un documento en el que figura en qué instituciones hay compañeros nuestros, para 
demostrar con seriedad que estamos en la mayor parte del país. No sé si todos los legisladores aquí presentes 
saben que los Consejos Asesores Honorarios Departamentales de Salud tienen dos integrantes por Salud 
Pública y dos por la salud privada. Por lo tanto, hay cuatro representantes de los usuarios por departamento. 


Mi compañero Nelson Sena podrá explicar la razón de nuestra presencia. 


SEÑOR SENA.- Mi función dentro de este Movimiento tiene que ver con los recursos, tesorería, 
financiación y el vínculo con el Ministerio de Salud Pública, el Ministerio de Economía y Finanzas y el 
Parlamento. 


Como se sabe, desde hace dos Legislaturas este Parlamento aprobó la subvención a este movimiento de 
usuarios, en el entendido de que cumple una tarea importante, como la representación de los usuarios a lo 
largo y ancho del país. 


En la Legislatura anterior se nos asignó una subvención de $ 125.000, en esta subió a $ 250.000 y, aplicando 
pequeños ajustes, ahora está en los $ 194.000. 


Conforme a nuestro estatuto, la Comisión Directiva del Movimiento está integrada por diecinueve miembros, 
un titular por departamento, que se reúne una vez por semana o por quincena, y una vez al mes; lo que 
pedimos es básico para cubrir los gastos de traslado y un almuerzo frugal. En ese sentido, el 26 de julio 
entregamos a la señora Ministra de Salud Pública una estimación de gastos, a la que nos remitimos siempre, 
calculada en función de ese ajuste, y sería de $ 603.600 anuales, a lo que hay que sumar los gastos de 
alquiler, página web, secretaría, luz, agua, teléfono, traslados, etcétera, para cubrir el funcionamiento básico. 


Pedimos al Parlamento que contemple la asignación de este monto habida cuenta de que el Ministerio de 
Salud Pública está obligado conforme a lo dispuesto por la Ley N* 18.211 para el funcionamiento de los 
usuarios, y por lo que establece el artículo 550 de la última Rendición de Cuentas, que dice: "Increméntase el 
Inciso 12 'Ministerio de Salud Pública", unidad ejecutora 105 'Dirección General del Sistema Nacional 
Integrado de Salud', programa 441, 'Rectoría en Salud", financiación 1.1 'Rentas Generales', objeto del gasto 
199 'Otros Bienes de Consumo', en $ 700.000 (setecientos mil pesos uruguayos) anuales". Esto se destinaba 
al funcionamiento de los movimientos de usuarios, pero hay un problema de reglamentación y en la interna 
del Ministerio de Salud Pública, porque la Dirección General del Sistema Nacional Integrado de Salud no 
tiene reglamentación para destinar el rubro. En ese sentido, hoy enviamos a los miembros de la Comisión 
Directiva la última negación de la Dirección General del Sistema Nacional Integrado de Salud que, de alguna 
manera, financiaba esas otras actividades fuera del monto que el Parlamento, representante de los uruguayos, 
nos asignaba. 


Por su parte, el artículo 558 de la misma Rendición de Cuentas establecía otra forma de financiación, también 
a través de contribuciones deportivas, artísticas, culturales y de atención a la salud de la misma unidad 
ejecutora, y así sucesivamente. Sin embargo, los montos no aparecen, ya sea por un problema de 
reglamentación o porque los rubros se terminaron. 


Es importante que el Parlamento nos asigne estos fondos, porque no queremos depender de ninguna 
Administración ni de ningún Gobierno para seguir defendiendo el derecho de los uruguayos y ciudadanos en 
materia de salud, tanto pública como privada, en todo el país. Cuando hablamos de todo el país, nos 
referimos esencialmente a una parte que es de la que más se habla, pero menos se conoce. 


En 2009 llegamos a tener 208 lugares en el país con un compañero o compañera representándonos en alguna 
policlínica periférica o rural de algún pueblo. Llegamos a trabajar junto con el Ministerio de Salud Pública en 
los Proyectos PEN en Salto y Soriano y estamos contribuyendo con la Junta Nacional de Drogas en la 
distribución y administración de fondos en Flores. Es decir, asumimos un compromiso con la salud a todos 
los niveles, y para nosotros es importante mantenerlo, sin depender del Poder Ejecutivo de turno. No estamos 
criticando, sino que necesitamos independencia, que va más allá de lo que contribuimos todos personalmente. 


Como se sabe, todos somos honorarios; ni uno de nuestros afiliados cobra un solo peso por su militancia. 
Estamos hablando de un movimiento de usuarios con 7.000 afiliados. 


En nuestras presentaciones anteriores dejamos al Parlamento un dossier con la documentación, y hoy 
venimos a reafirmar nuestro planteamiento, y a pedir que nos interpreten y nos den el marco necesario para 
cumplir con nuestra función, más allá de cuestiones puntuales. 


Sabemos que el país pasa por la meseta de crecimiento más larga de su historia; por eso, a veces bromeamos 
entre nosotros y nos preguntamos si ahora no se pueden destinar US$ 35.000 para que funcionen los 
movimientos de usuarios -sin contar con lo que contribuimos nosotros, no solo a través de la militancia, sino 
otros aportes, como cuota social y demás-, qué podremos esperar en épocas de recesión. A esto debemos 


sumar que toda la normativa aprobada para instrumentar la reforma de la salud establece y pide la 
representación de los usuarios de todos los niveles. Para que esto sea posible en todo el país -de Rocha a 
Artigas, de Cerro Largo a Fray Bentos- es necesario contar con fondos para movernos. 


No estamos pidiendo nada del otro mundo. Nos movemos con lo mínimo indispensable y, por supuesto, todos 
nuestros gastos se presentan al Ministerio; un contador avala nuestros gastos y, a su vez, el Ministerio hace el 
seguimiento y control de nuestra función. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Sin duda que para nosotros el sustento del Sistema Nacional Integrado de Salud 
se basa en la inclusión de los actores, y los usuarios son actores relevantes; inclusive, se han instituido 
algunos aspectos en normas presupuestales, que demuestran su importancia. 


Si no entendí mal, aun votados los refuerzos de créditos para consolidar la participación de usuarios en el 
Sistema, por falta de reglamentación, no se han vertido los recursos para financiar, como ha sucedido en otras 
instancias, porque nos consta que los movimientos de usuarios han participado en encuentros nacionales para 
discutir políticas de salud. 


SEÑOR SENA.- Tal como decía el señor Diputado, todos los procesos administrativos de los 
Ministerios tienen su forma y su visualización de cómo llevarlo adelante. Desgraciadamente se ha 
interpretado en forma no correcta el vertido de los fondos correspondientes para el destino previsto. 


Dentro de lo que aportamos como documentación, y dadas las palabras del señor Diputado, establecemos que 
el año 2009 se realizó el Encuentro Nacional en Fray Bentos, con más de trescientos usuarios delegados de 
todo el país, además de la gente de Fray Bentos y de Río Negro. Los fondos fueron vertidos por la Dirección 
General de Salud del Ministerio de Salud Pública en forma extra. La Dirección General de Salud realizaba 
actividades para las que llamaba a todos los usuarios y trabajadores con el fin de formarlos en el área. Esto 
fue cuando se estaban estableciendo los Consejos Consultivos Asesores Honorarios o cuando se preveía que 
se iban a establecer las Juntas Departamentales de Salud, para lo cual era imprescindible formase. En ese 
sentido, establecimos elementos de formación a través de convenios con el Banco de Previsión Social y con 
la OPS. 


Todos esos aspectos en su momento fueron conformando y apoyando el desarrollo y la formación de los 
usuarios, en un área que -por supuesto, ustedes lo tienen claro- tiene un desarrollo aproximado de ocho años 
en el país. A finales del año 2005 se establecieron los aspectos organizativos. En algunos departamentos 
había organizaciones de usuarios que venían trabajando desde la década del setenta. Pero como organización 
nacional se presentó a fines de 2005-2006, cuando se hizo la primera reunión nacional en el departamento de 
Paysandú. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos tomado debida nota de los planteos que nos han hecho. Hay una 
solicitud concreta, y como legisladores haremos las averiguaciones para ver si hay un problema de 
reglamentación. Como ustedes saben, nosotros votamos las leyes, los Presupuestos y las Rendiciones de 
Cuentas con el deseo de que lo que aprobamos se ejecute. De modo que lo averiguaremos y por 
supuesto tomaremos en cuenta lo que nos acaban de solicitar. Les agradecemos muchísimo su 
presencia y con gusto les enviaremos la versión taquigráfica. 


SEÑOR SENA.- En el día de hoy dejamos al señor Presidente de la Comisión un correo electrónico del 
Ministerio de Salud Pública que respalda lo que acabamos de decir. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación del Movimiento Nacional de Usuarios de la Salud Pública y Privada) 
(Ingresa a Sala una delegación del Centro Educativo Providencia) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda tiene mucho 
gusto en recibir a una delegación del Centro Educativo Providencia, integrada por la socióloga Laura 


Voituret, la señora Belén Storace y el doctor Fabián Roizen. 


SEÑORA VOITURET.- El Centro Educativo Providencia está ubicado en el Barrio Casabó, al oeste 
del Cerro. Hace dieciocho años que trabajamos en la zona para brindar un espacio socio-educativo 
para los niños, los jóvenes y las familias del barrio. 


Hoy tenemos dos Programas educativos: un club de niños que atiende a ciento diez niños en edad escolar, y 
un centro juvenil al que asisten sesenta adolescentes. Los dos Programas funcionan a contraturno con la 
escuela y el liceo o la UTU, como complemento de la educación formal. Nuestra idea es que los chiquilines 
encuentren en Providencia un lugar en el que se los acompañe en el proceso educativo. Allí reciben un 
espacio de apoyo pedagógico con técnicos especializados. Tenemos maestras, psicopedagogas, 
fonoaudiólogas, psicólogas, asistentes sociales, que acompañan el proceso educativo del niño y a la familia. 
Además, tenemos talleres de informática, arte, deportes. 


Como dije, el centro juvenil funciona a contraturno del liceo o la UTU. En él se desarrollan diferentes 
actividades como talleres, emprendedurismo, un taller de prevención de adicciones que financia la Junta 
Nacional de Drogas, y diferentes acciones concretas que acompañan y generan un espacio de estímulo al 
aprendizaje y de contención afectiva. 


SEÑOR ROIZEN.- Este espacio, este paraguas educativo, esta propuesta pedagógica de nueve años - 
seis años para los escolares más los años del centro juvenil-, trabaja a contraturno de la educación 
formal. 


Nuestra propuesta educativa es no formal, de apoyo, con muchísima vinculación y articulación con los 
distintos recursos de la zona, tanto sociales como educativos. A partir de las circunstancias actuales y el 
pedido de varios padres, fuimos estudiando la posibilidad de mutar parte de nuestro programa educativo de la 
tarde para poder tener una propuesta educativa formal de tres años con tres características principales, de 
acuerdo con nuestros orígenes, como club de niños y centro juvenil, para poder tener un abordaje familiar. 


El proyecto pretende entender educando a toda la familia, recibir, contener, trabajar con ellos, trabajar el 
clima educativo de la casa. El segundo punto fuerte es contener en el tránsito educativo que se da entre 
Primaria y Secundaria. Este gran salto genera un sacudón fuerte para muchísimas familias, y ayuda a restar el 
entusiasmo con el que muchos jóvenes arrancan. La mayoría de los jóvenes que vienen del club de niños se 
anota en los liceos de la zona, aunque no todos terminan por distintas circunstancias. 


El tercer punto es la continuidad del trabajo con personas e instituciones. Trabajamos con muchísimas 
escuelas y liceos de la zona, y la idea es continuar este trabajo desde otro lugar y sumar a la educación que ya 
reciben hoy. De este manera podremos trabajar con los niños que egresan del club de niños y que estarían 
ingresando al liceo, y mantener el trabajo con las escuelas de la zona que son de las que se nutriría este ciclo 
básico que empezaría a trabajar desde el año próximo. 


A partir del año que viene tendríamos dos primeros de 30 alumnos cada uno, es decir que a la larga 
complementaríamos 180 alumnos, 60 en cada uno de los grados, con un programa de talleres en la tarde y 
tratando talleres temáticos para referentes adultos. Sería continuar la propuesta de trabajo que teníamos con 
este abordaje familiar pero adaptándola para trabajar en educación formal. 


SEÑORA VOITURET.- En realidad, Providencia surge hace dieciocho años de una iniciativa de 
voluntariado en la casa de una vecina, como merendero. Con el barrio y en el trabajo con la 
comunidad fue creciendo hasta lo que es hoy y surge esta proyección de abrir un liceo, una propuesta 
de educación formal de ciclo básico para el año próximo. Es una propuesta de nueve años: los seis del 
club de niños como acompañamiento de la educación formal y los tres años del Ciclo Básico; ojalá en 
un futuro también se dé en el Bachillerato. También surge de la demanda de la comunidad, del vínculo 
con las familias y las necesidades que presentan los niños que atendemos, que nos importa mucho 
potenciar y acompañar. Queremos trabajar en conjunto con las familias, con la comunidad y con las 
otras instituciones de la zona, escuelas, Socat y policlínicas. 


Estamos aquí porque en este sueño del liceo y de la propuesta de continuidad durante nueve años de 
acompañamiento del proceso educativo, hace un año y medio estamos trabajando más formalmente en el 
proyecto, en todo lo que tiene que ver con lo pedagógico académico, con la financiación, en el contacto con 
las escuelas y con las familias y con otras instituciones de educación privada o pública con experiencias 
exitosas que puedan nutrir nuestro proyecto. En realidad, estamos en busca de apoyos concretos que nos 
ayuden a cumplir el sueño de esta propuesta educativa en la zona del Cerro Este. 


SEÑOR ROIZEN.- Vamos a dejar un material que complementa la propuesta presupuestal y que afina 
los números porque, a veces, lamentablemente, los sueños tienen que tener un anclaje en la tierra. 


En resumen, Providencia trabaja desde hace dieciocho años en la zona; tiene una propuesta socio educativa 
que busca potenciar los aprendizajes de los niños, niñas y adolescentes que asisten. El fuerte de la propuesta 
es el abordaje familiar y el trabajo con las distintas instituciones que trabajan en la zona desde hace mucho 
tiempo. Nuestro sueño es acompañar a los niños, niñas y adolescentes del barrio desde temprana edad hasta 
los dieciocho años, impulsarlos hasta que cumplan sus sueños y aterrizar sus oportunidades educativas reales, 
que muchas veces requieren mucho más que enseñar las materias básicas y otros recursos a los que no es tan 
fácil acceder. 


SEÑOR IBARRA.- Quiero destacar el esfuerzo que está haciendo la comunidad en este centro 
educativo y creo que para todos es una satisfacción que quienes representen este proyecto tan 
importante sean jóvenes. Eso no es lo común y crea una gran expectativa no solo en esa zona sino en 
todo el país. 


Sabemos que están atendiendo a 110 niños en edad escolar y a 60 jóvenes de entre trece y diecisiete años y 
que tienen las proyecciones del futuro Liceo Providencia. 


Los felicito por vuestra sensibilidad y por vuestro amor a la ciudadanía y al prójimo. 


Sin duda, la Comisión va a prestar atención para contribuir con este proyecto tan importante con los pocos 
recursos de que disponemos como legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el señor Diputado ha reflejado perfectamente lo que sentimos, pero 
quiero hacerles una pregunta. 


Ustedes solicitan $ 500.000 para material bibliográfico pero ¿el tema de la construcción ya lo tienen resuelto? 
Preguntamos esto porque es una apuesta fuerte. 


SEÑORA VOITURET.- En realidad, tenemos el apoyo concreto de algunas embajadas ante las que 
presentamos el proyecto mediante fondos concursales que nos fueron aprobando. 


La construcción está en marcha y tenemos el dinero para la primera etapa de dos salones, baños y un 
depósito, para iniciar las clases el año próximo. Eso es lo que necesitamos para empezar porque ya tenemos 
un edificio funcionando. Ahora buscamos apoyo para la construcción del liceo completo con seis salones, dos 
laboratorios y los baños. 


En definitiva, no está todo el financiamiento de la construcción pero no podemos perder de vista que para que 
funcione el proyecto educativo necesitamos materiales didácticos, libros, bibliografía curricular y útiles 
escolares. Eso es lo que va a concretar que los 60 alumnos que entren al Liceo Providencia en 2014 sean 
parte de esta propuesta educativa porque solo con el edificio no lo lograríamos. De todos modos, todavía 
estamos buscando el financiamiento para ambas cosas. 


SEÑOR GANDINI.- Conocí la institución por una nota periodística bastante extensa que salió hace 
algunas semanas atrás y que daba cuenta de la obra, del club de niños y del centro juvenil. Por ello 
busqué información, estuve en la zona y vi lo que ustedes relataban: es una institución de fuerte 
arraigo que nace como merendero, que va evolucionando y que la gente conoce bien por lo que manda 
allí a sus hijos. Tienen una obra bien interesante en un terreno que compraron hace algunos años que 


está probada en su vínculo con el Estado porque tiene el financiamiento de un club de 110 niños por 
parte del INAU que lo financia y audita, y un centro juvenil que se financia de distintos modos y con el 
aporte de muchas instituciones privadas. 


Quiero destacar que es una institución que va por el camino de un liceo habilitado con modelo privado 
gratuito pero sin ninguna gran organización detrás; no hay grandes empresas -como ocurre con uno de los 
más conocidos que se ha inaugurado últimamente- ni organizaciones religiosas que pueden brindar aportes. 
Es un proyecto auténticamente comunitario con el aporte de distintos modos de financiamiento que se van 
buscando. Eso representa un desafío bien interesante. 


No quiero hacer ninguna pregunta, porque creo que ha quedado claro y que todo figura en el material que se 
ha entregado; simplemente, quiero hacer una sugerencia -quizás, un poco atrevida de mi parte-: que inviten a 
los integrantes de la Comisión a conocer este emprendimiento, en algún momento. Probablemente, estaremos 
complicados en los próximos quince o veinte días por el análisis del proyecto de Rendición de Cuentas, pero 
no estaría mal visitar la experiencia que están llevando adelante en el territorio, para valorar el esfuerzo que 
se hace y evaluar en qué podremos colaborar. 


SEÑOR ROIZEN.- Quiero comentar que la semana pasada tuvimos la primera reunión con los padres 
de los niños y las niñas que actualmente están en el club de niños. Se trata de diecisiete familias - 
tenemos sesenta cupos, pero actualmente asisten diecisiete familias al club de niños- que, con alegría, 
vinieron a colaborar, a dar una mano, a informarse de la propuesta y a conocer qué puntos queríamos 
trabajar en conjunto con las familias. Fue una experiencia muy rica. 


Esto marca un camino -quizás es viejo, pero lo hemos desempolvado- en el sentido de articular el trabajo 
privado -es lo que nos toca a nosotros- con el público, por la vinculación con las distintas comunidades 
educativas de la zona, formales y no formales, y con el barrio, con el entretejido social que existe allí, que 
para nosotros, tiene rostro, vivencias e historia. De alguna manera, ellos nos han invitado y nos suman para 
estar todos los días allí. 


Aprovecho para invitarlos a todos a conocer el centro -el señor Diputado Gandini me sopló la carta- y a 
volcar sus ideas e inquietudes, tratando de colaborar para seguir articulando lo público con lo privado y con 
la comunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchísimas gracias a ustedes por lo que están haciendo. 
Agradecemos su presencia. 
(Se retira de Sala la delegación del Centro Providencia) 


(Ingresa a Sala una delegación del Centro de Archivo y Acceso a la Información Pública) 


Esta Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación del Centro de Archivo y Acceso a la 
Información Pública, integrada por su Director, señor Edison Lanza; la señora Tania da Rosa; la magíster 
Mariana Mas; el señor Javier Pérez y el señor Fabrizio Scrollini. 


SEÑOR LANZA.- El Centro de Archivo y Acceso a la Información Pública es una organización que 
trabaja sobre el derecho al acceso a la información y a la libertad de expresión. 


Agradecemos la oportunidad que nos brindan para hacer las siguientes consideraciones. 


Los artículos 37 y 38 del proyecto de Rendición de Cuentas incluyen una reforma bastante profunda a la Ley 
de Acceso a la Información Pública. Como los señores Diputados saben, la Ley N* 18.831, aprobada en el 
año 2008, regula el derecho fundamental del acceso a la información, y surgió por iniciativa de un grupo de 
organizaciones de la sociedad civil nucleados en lo que en aquel momento se denominaba "Grupo de Acceso 
a la Información Pública". Precisamente, buena parte de la redacción de la actual ley responde a una 
iniciativa que tomaron varios legisladores de la sociedad civil. 


El fundamento de la mencionada ley es dotar de mayor transparencia al Estado, equilibrar la asimetría que 
hay entre la información de la que disponen los funcionarios, el Estado en su conjunto, y la sociedad, 
partiendo de la base de que la información pública es un bien público y no es propiedad del Estado, sino de 
todos los ciudadanos que, de algún modo, con nuestros impuestos contribuimos a pagar los gastos estatales. 


Consideramos que una reforma a derechos sustantivos y fundamentales, a una ley tan importante como la 
mencionada, que regula aspectos ciudadanos que tienen ver con la información y con la participación de los 
ciudadanos en la vida pública, no debería estar incluida en el proyecto de Rendición de Cuentas. Habríamos 
preferido no estar aquí hoy, sino discutir esto en otro ámbito y en otro momento. 


Por otra parte, la Ley de Acceso a la Información Pública establece un Consejo Consultivo, integrado por 
representantes de la sociedad civil, de las universidades y de los organismos del Estado, que no fue 
convocado para tratar esta reforma en forma oportuna. Sí fuimos convocados en otras instancias -lo que 
mucho agradecemos-, pero en este caso, tratándose de una reforma a la Ley de Acceso a la Información 
Pública, que incluye una nueva excepción -lo que siempre es absolutamente delicado-, el Consejo Consultivo 
no fue convocado, para nuestra sorpresa. 


Más aún: todas las organizaciones que participamos, solicitamos la creación de un ámbito para discutir una 
reforma integral a la ley, porque después de cinco años de aprobada, sabemos que tiene algunos aspectos para 
mejorar. El Poder Ejecutivo -en concreto, la Agesic-, nos respondió favorablemente con relación a ese 
ámbito; inclusive, hace pocos días, se aprobó una resolución para crear ese ámbito a efectos de discutir una 
reforma integral de lo relativo a la transparencia del acceso a la información pública. Por lo tanto, no 
entendemos el apresuramiento de enviar esta reforma en un proyecto de Rendición de Cuentas que, como los 
señores Diputados saben -mejor que nosotros-, no es materia de Rendición de Cuentas. Además, se trata de 
una ley ómnibus, que tiene cantidad de aspectos, y bastante trabajo da al Parlamento considerarla. 


Voy a ingresar en algunos aspectos de esta reforma que consideramos preocupantes y, de algún modo, 
peligrosos a la vista de la sociedad civil. 


La reforma que se propone tiene dos aspectos a tener en cuenta. Por un lado, establece nuevas excepciones y 
una facultad de reserva bastante original en manos de los servidores públicos. Por otro, busca empoderar a la 
Unidad de Acceso a la Información Pública, otorgándole la facultad de desclasificar información -que la ley, 
hasta ahora, no le dio-, e incorpora un elemento interesante: la exigencia de la prueba de daño. Esto consiste 
en que cuando un organismo del Estado quiere clasificar una información como reservada, debe justificarlo, 
dejando claramente establecido cuál es el daño que se hace al interés que el Estado quiere proteger al reservar 
una información pública. 


Voy a referirme a las excepciones. 


El artículo 37 de la Rendición de Cuentas dice que se podrá clasificar como información reservada aquella 
cuya difusión pueda afectar procedimientos de control, evaluación, investigación o deliberación de los 
sujetos obligados, hasta que sea adoptada la decisión respectiva. 


Voy a hacer algunas consideraciones sobre esta excepción. 


Como ustedes saben, el principio que establece la ley es el de máxima divulgación. Esto quiere decir que toda 
la información en poder del Estado es pública, salvo que encuadre en una excepción taxativamente 
establecida en la ley y delimitada en forma clara. Nuestra norma -como todas las de la región- se enmarca en 
los estándares que el Sistema Interamericano de Derechos Humanos ha establecido. Los Parlamentos de 
todos los países, si quieren estar alineados con ese Sistema, no pueden determinar que cualquier tipo de 
información pública puede ser clasificada como reservada: sólo aquella que proteja intereses de seguridad 
nacional, orden público, etcétera. Hay una serie de posibilidades establecidas en la Convención Americana de 
Derechos Humanos. 


Sobre esta excepción, entendemos que nadie sabe porqué surge esta nueva necesidad; nadie ha explicado la 
razón por la que se establece esta nueva excepción, a qué obedece, cuáles fueron los problemas que tuvo el 
Estado con algún tipo de información que vio la luz pública y que afectó algún proceso de evaluación, de 
control, deliberativo, etcétera. Absolutamente ningún jerarca ha salido a defender o a explicarnos a qué se 
debe esta excepción. 


En segundo lugar, la redacción propuesta es totalmente abierta y ambigua; corremos el riesgo de que todo el 
efecto de la ley pueda caer bajo esta excepción. En definitiva, cualquier cosa puede ser un proceso de 
evaluación, de control, de investigación; cualquier tipo de documento que tiene el Estado hoy puede 
encuadrar en algunos de estos verbos que establece esta excepción. 


En tercer término -esta es una cuestión fundamental-, se afecta directamente la participación ciudadana. 
Imaginen los procesos de evaluación de impacto ambiental de los distintos emprendimientos que hoy están 
siendo afectados. Como ustedes saben, un principio básico del derecho ambiental es que los procesos de 
evaluación previos sean públicos y que los ciudadanos de cada región donde se desarrollan esos 
emprendimientos puedan acceder a la información para participar en audiencias públicas anteriores a la 
aprobación de los proyectos. 


Me hago estas preguntas. Esta excepción, de ser aprobada ¿derogaría todo eso? ¿Volveríamos secretos y 
reservados todos los procesos de impacto y de evaluación ambiental, de impacto y de evaluación de 
medicamentos en Salud Pública o de políticas públicas de derechos humanos? ¿Cuál es el objetivo de esta 
excepción? ¿Qué sucedería con las organizaciones de la sociedad civil, con los sindicatos, con los gremios, 
con las organizaciones empresariales? ¿Todos los que quisiéramos opinar sobre un tema que se está por 
decidir o acerca de una política pública quedaríamos sin la posibilidad de acceder a información relevante? 


En cuarto lugar, esta excepción promueve la discrecionalidad porque, al ser tan abierta, puede haber jerarcas 
bien intencionados o a quienes no les guste la transparencia y la publicidad. Con esta excepción a mano, al 
que no le gusta la publicidad, simplemente, declara reservada toda la información porque está en un proceso 
deliberativo. Por lo tanto, es muy difícil que el ciudadano pueda pelear en la Justicia, que contrate un 
abogado, que gaste dinero y que espere tiempo; de esa forma, se pierde toda la eficacia de la ley, que es 
conseguir información oportuna y en tiempo. 


Finalmente, no se respetan los estándares internacionales; no pudimos encontrar ningún ejemplo de algo 
parecido a esto. A modo de información, puedo decir que Méjico y Chile tienen leyes de acceso a la 
información pública y no tienen una excepción similar a esta. El Salvador cuenta con una ley de acceso a la 
información pública que contiene una excepción que dice que se podrán declarar reservados los documentos 
que contengan opiniones o recomendaciones que formen parte de los procesos deliberativos de los servidores 
públicos. Quiere decir que la norma está muy delimitada, es muy específica y, claramente, alude a que si un 
servidor público -en el marco de la discusión de una política pública de toma de decisión- quiere reservar su 
opinión, puede hacerlo. Simplemente refiere a eso y no a documentación, investigación, estadísticas, etcétera. 


Como saben, Uruguay forma parte del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Hace dos años, la 
Asamblea de la OEA aprobó una ley modelo interamericana en materia de acceso a la información pública 
que nos obliga porque, como Estado, la votamos. Y esa ley tampoco presenta ninguna excepción como la que 
propone el Poder Ejecutivo. Lo único que permite esta ley modelo es declarar reservada una información 
cuando hay un riesgo claro, probable y específico de dañar la elaboración de una política pública o el 
asesoramiento entre organismos. A renglón seguido, puntualiza que la excepción no se puede aplicar a los 
análisis de hechos, informaciones técnicas y estadísticas. Como se ve, es una fórmula mucho más precisa y 
rigurosa de la que propone el Poder Ejecutivo en esta ocasión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que nosotros vamos a recibir a la delegación de la Presidencia de la 
República el próximo 2 de agosto; lo digo porque este artículo se incluye en ese Inciso. Desconocemos el 
asunto y lo digo para que no se piense que estamos ocultando información. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Lo que ustedes nos plantean también fue visto en el análisis del articulado del 
proyecto de ley. Es clásico que cuando se trata de modificaciones puntuales de una ley ello aparezca en 
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la Rendición de Cuentas; tenemos varios ejemplos. 


Coincidimos con el grado de preocupación planteado y vamos a trabajar para que esta versión taquigráfica 
llegue en el menor tiempo posible a la Presidencia de la República. Estaremos intercambiando opiniones con 
el Poder Ejecutivo para conocer los fundamentos de este artículo. 


Como podrán apreciar, la propuesta tiene dos elementos: uno, que genera la preocupación frente al tema de 
incluir una norma bastante amplia para clasificar como reservada una información, y el otro, que amplía el 


derecho de garantía para acceder a la información, que aparece en el artículo 38. 


La modificación del artículo 21 de la ley de acceso a la información pública consiste en agregar un literal que 
obligue al órgano de control a desclasificar información. Cabe aclarar que aquí no se quiso hacer 
oscurantismo. 


El señor Lanza ha sido muy preciso en sus definiciones y por eso ratificamos la inquietud que tenemos frente 
al artículo 37 de la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR IBARRA.- Abundando en la salida que le tenemos que dar a esto, no solo deberíamos enviar 
en forma urgente la versión taquigráfica a Presidencia, sino que también tendríamos que adjuntar este 
documento que nos acaban de presentar, para que tenga todos los elementos y cuando venga nos pueda 
contestar. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quiero ratificar un compromiso político que tenemos respecto a la 
transparencia de la información, y que debemos seguir afianzando; por algo la ley a la cual estamos 
haciéndole modificaciones se aprobó en el Gobierno frenteamplista. 


En la discusión de otros proyectos de ley se ha manifestado preocupación por esto. Recuerdo que esta fue una 
de las inquietudes planteadas por la sociedad civil al discutir la Ley de Minería de Gran Porte, y el 
Parlamento tiene que velar por ello. 


Con gusto estaremos analizando con profundidad el tema que ustedes plantean. 


SEÑOR GANDINI.- Tengo una visión muy crítica sobre como funciona la actual ley. Este no es un 
tema presupuestal. Por respeto a la Comisión que trabajó largamente en esa ley, debería ser la que 
analizara cualquier modificación porque tiene los antecedentes de ese debate y no tiene la urgencia de 
una Comisión de Presupuestos que trata este aspecto entre mil más y que apenas le va a dedicar un 
ratito acá y otro ratito cuando venga Presidencia a tratar su larguísimo articulado. 


Tengo una visión muy crítica porque tuvimos una pésima experiencia con Antel Arena. Siguiendo toda la 
normativa vigente, un ciudadano -abogado, que integra la Directiva del Colegio de Abogados- se presentó 
ante Antel para acceder a los informes jurídicos que la Presidenta del organismo había dicho públicamente 
que se habían obtenido para sustentar el argumento de que hacer un estadio de esa naturaleza estaba 
comprendido en el principio de especialidad de Antel. Este organismo se tomó todos los plazos, pidió las 
prórrogas necesarias y luego clasificó de reservado los informes jurídicos, que nunca se dieron al ciudadano 
ni al Parlamento. Recomendaría leer la versión taquigráfica de la Comisión de Industria, Energía y Minería 
cuando hace un par de semanas recibió al Ministerio de Industria, Energía y Minería y al Directorio de Antel 
para tratar este tema. Es decir que la actual normativa permitió al organismo declarar como reservados los 
informes jurídicos que dijo tener, sobre los cuales se basó para tomar una decisión de esa naturaleza. Con la 
actual normativa, a un ciudadano se le dijo: "Es reservado". El fundamento no existe, pero el ciudadano se 
quedó sin herramientas a partir de esa respuesta. 


Vamos a pedir a la Comisión que la versión taquigráfica de esta sesión, el articulado y el material que nos 
presentaron se remita al Instituto Nacional de Derechos Humanos -que funciona bajo la órbita de este 
Parlamento- como anexo a una solicitud de estudien estos informes. Creo que es función específica de ese 
organismo dar una opinión y asesorar al Parlamento en la materia en el breve plazo que tiene; ello servirá a la 
Cámara de Diputados y eventualmente al Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El lunes lo pondremos a consideración de la Comisión. 
Reitero que se nos hace difícil hablar de esto porque no hemos recibido el fundamento de estos artículos. 


SEÑOR SCROLLINI.- Nuestro foco es la tecnología y el acceso a la información. Uruguay ingresó el 
año pasado a la Alianza para el Gobierno Abierto, en la que trabajan sesenta países sobre aspectos de 
participación, colaboración y transparencia. Como éramos uno de los países mejor posicionados, 


fuimos uno de los líderes a la hora de unirnos a esta Alianza. Hoy por hoy, Uruguay está muy bien 
posicionado en ese foro. 


Esta posición nos fuerza a explicar a nuestros pares por qué se tocan esas normas que nos ubicaron tan bien. 
Es un mal mensaje para esa Alianza tocar las normas de esta forma. 


Como uruguayo que vivió en el extranjero y que recién está volviendo, hago énfasis en que hay que tener 
cuidado con lo que hacemos en materia de transparencia. Hemos logrado un delicado balance, y debemos 
cuidarlo porque es una de las ventajas que tenemos frente a mucha gente en este mundo. Seamos sabios a la 
hora de lidiar con estos temas. 


Por otra parte, creemos que deben ser incorporados temas referidos a los datos abiertos. Este Parlamento está 
avanzando en un proyecto de software libre que consideramos muy positivo, así como en otras regulaciones 
de tecnología, que consideramos muy valederas. Los datos abiertos, vinculados a la gestión de transparencia, 
tienen como contracara la privacidad, por lo cual hay que tratar ese tema de una manera integral. 


SEÑORA DA ROSA.- La Ley N” 18.381 fue un mojón muy importante en la historia de los derechos 
humanos en este país. Sin duda que tiene fallas, pero también es un cuerpo normativo que cumple con 
la mayoría de los estándares. Por un lado, destacamos la existencia de esa ley como un hecho 
significativo y a defender y, por otro lado, insistimos en que los problemas están básicamente en la 
implementación de la ley y en eso es en lo que hay que seguir trabajando. 


Destacamos la necesidad de realizar una serie de reformas importantes, pero entendemos que hay que generar 
un espacio, que no es, obviamente, el de la Rendición de Cuentas. Por ejemplo, Uruguay quedó rezagado en 
cuanto a los sujetos que quedan obligados a dar información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por sus aportes. Les enviaremos la versión taquigráfica de 
esta sesión, así como a Presidencia. 


(Se retira de Sala la delegación Cainfo) 


(Ingresa a Sala una delegación del Centro Ybyray) 


Le damos la bienvenida a una delegación del Centro Ybyray, integrada por los señores Eduardo 
Annuziatto, Juan Rimoldi y Alejando Bonasso. 


Hemos recibido la documentación que ustedes nos enviaron. 


SEÑOR BONASSO.- En nombre de la Fundación Ybyray, damos las gracias por recibirnos. La razón 
de ser de mi presencia es que los directivos de la Fundación tuvieron la gentileza de pedirme que los 
acompañara como viejo amigo de la casa. 


Hace un par de años la Fundación le pidió a la Universidad Católica que le diera cierta asistencia técnica, y el 
Departamento de Educación de esa institución se la ha venido brindando desde esa fecha. Quienes me 
acompañan me han pedido que comenzara haciendo una breve presentación, que ya fue esquematizada en la 
nota que se hizo llegar. 


Como aspecto fundamental de la Fundación Ybyray yo resaltaría que desde hace diez años, en forma 
ininterrumpida, viene llevando adelante al Centro Ybyray, que tiene características muy especiales en lo que 
hace a la población atendida: niños de ambos sexos con discapacidades severas de distinto tipo. No es 
novedad para ningún uruguayo lo que ello implica si se quiere actuar desde una perspectiva de respeto por los 
derechos de esos niños, que son sumamente frágiles desde todo punto de vista. El paso de diez años supone 
que muchos de esos niños que ingresaron, al día de hoy ya sean adolescentes y jóvenes. 


A la fundación le ha dado mucha satisfacción ver cuáles han sido los términos de referencia de los informes 
que presentara la Unicef el 30 de mayo en el Teatro Solís, con la presencia de todos los actores sociales que 
trabajan en el tema en este país. Me refiero a la presentación de los informes "Estado Mundial de la Infancia 


2013: Niñas y Niños con discapacidad" y "La situación de niños, niñas y adolescentes con discapacidad en 
Uruguay”. 


Yo creo que hay consenso en que si bien nuestra sociedad tiene una serie de servicios que se brindan desde 
distintos entes públicos y desde la propia sociedad civil organizada, no hay oferta que alcance, entre otras 
cosas, porque los centros de atención no pueden abarcar poblaciones muy grandes y porque se comparte que 
se evite por todos los medios posibles la institucionalización de estos niños; no se trata de atender por 
patologías, sino niño a niño. 


Al día de hoy el Centro tiene una población de unos dieciséis chicos, entre niños y jóvenes, y otros tantos 
empleados. La idea no solo es tratar de hacer todo desde una perspectiva de derechos, sino también de 
brindar servicios técnicos: hay psicomotricista, fonoaudióloga, musicoterapia, talleres de plástica, maestras. 
La única actividad de la Fundación es el Centro Ybyray, o sea que está focalizada en la atención y en el 
servicio a estos niños y jóvenes. 


El Centro está habilitado por la ANEP. Esto quiere decir que no se trata de un centro terapéutico en materia 
de salud, sino de un centro educativo, habilitado por el BPS. Cuenta con una partida fija que destinó el 
Parlamento para la Fundación, y la Directiva de la Fundación es consciente del apoyo y del diálogo que está 
teniendo con el Estado. 


¡Cuál es el riesgo que se corre? ¿Qué solicitud se quiere hacer? De alguna manera, queremos doblar la 
¿ g0 q ¿ q g 
apuesta. 


Con total transparencia debemos informar que en este momento tenemos una situación en rojo por unos $ 
10.000 mensuales. Si la Fundación Ybyray quiere recibir donaciones con ventaja fiscal, en el marco de la Ley 
N? 18.834, debe dejar de percibir el otro apoyo. Ese es el riesgo. La apuesta que está dispuesta a hacer esta 
Directiva, si se la habilita a ello, es salir a buscar empresas dispuestas a donar, con las ventajas fiscales 
fijadas en el marco de la referida ley. 


Hay ciclos que se cumplen. Ybyray arrancó en casa de uno de los miembros de la Directiva de la Fundación y 
después pasó a alquilar un local; al día de hoy se está pensando en tener un Ybyray joven -estos chicos son 
niñas y niños durante toda la vida: en muchos aspectos siempre van a tener dependencia de terceros- y, 
además, es preciso empezar a dar cabida nuevamente a niños en las primeras etapas de la vida. 


Los Directivos conocen la historia directamente porque también son padres de algunos de estos niños con los 
perfiles que mencionábamos, por lo que han vivido y viven los dos lados de la realidad. 


El Centro atiende a los niños en un régimen diurno durante cuatro horas y media, lo cual no es poco para la 
familia; no son muchas las instituciones de nuestro medio que tienen esta forma de trabajo. Creo que eso ha 
motivado el respeto de la sociedad uruguaya hacia el Centro y es algo que la Comisión nos lo ha mencionado. 


Todos están invitados, cuando así lo deseen, a visitar el Centro -ya ha habido algún parlamentario que lo ha 
hecho-; los recibiremos con mucho gusto porque nuestra política es tratar de ser totalmente transparentes. 


En los años en que fui Presidente del Iname vi mucha cosa no muy deseable en este tipo de centros de 
atención, no solo del Estado, sino también de la sociedad civil. 


La filosofía de la Fundación es la transparencia. La mayoría de los técnicos que he mencionado no solo 
trabaja en el Centro, y por eso pueden comparar. 


Queríamos subrayar los elementos que ya les habíamos hecho llegar para que los puedan considerar. 
Queríamos agotar las instancias en las que pudiéramos argumentar en favor de habilitar nuestra solicitud; 
muchos de los integrantes de esta Comisión vienen trabajando en aspectos presupuestales desde hace muchos 
años. 


Lo que la Directiva de la Fundación está pidiendo no implica un mayor gasto, sino la posibilidad de pelear 
por un pedacito -el Estado sabe cuánto es-, y habilitar a quienes pueden hacer la distribución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta institución no solo merece respeto, sino admiración. 


El planteo que están haciendo es muy claro. Están solicitando ser sujeto de donaciones que tienen 
determinadas ventajas fiscales. Nosotros tenemos una Subcomisión que trabaja las subvenciones y también 
analiza este tipo de solicitudes; no tengan dudas de que va a tener muy en cuenta su planteo, por ser una 
organización de la sociedad civil que hace las cosas muy bien. 


SEÑOR IBARRA.- Vamos a estudiar detenidamente este tema; en otras oportunidades lo hemos 
hecho. Vamos a considerar el cambio que solicita el Centro Ybyray, y si es beneficioso trataremos de 
cumplir con su petitorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia en el día de hoy. Les vamos a enviar la versión 
taquigráfica de esta sesión. 


(Se retira de Sala la delegación del Centro Ybyray) 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Pardiñas) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Cruz Roja Uruguaya) 


———Damos la bienvenida a una delegación del Comité Departamental de la Cruz Roja de Montevideo, 
integrada por la doctora Nivea García, Presidenta; la señora Carmen Puentes, Secretaria General; la señora 
Yolanda Cabrera Colucci, Tesorera; el profesor Walter Meerhoff, Consejero; el señor José Ramón Fernández 
Vázquez, Consejero y el licenciado Guzmán Moresco, vocal. 


SEÑORA GARCÍA (doña Nivea).- En nombre de las autoridades de la Cruz Roja Uruguaya queremos 
agradecer la oportunidad que nos brinda esta Comisión para efectuar nuestros planteos. 


La Cruz Roja Uruguaya es una asociación sin fines de lucro; todos somos voluntarios. Tiene ciento dieciséis 
años de acción ininterrumpida en nuestro país: fue fundada el 5 de marzo de 1897, 


La Cruz Roja Uruguaya realiza diferentes actividades, pero nuestra misión es la ayuda humanitaria 
ininterrumpida en tiempos de paz a la población en general y, en especial, a las comunidades vulnerables. 
Desde el año 1904 se resalta la acción de la Cruz Roja que, según sus principios, atendió a todos los heridos 
sin distinción. 


Hemos actuado en ocasión de inundaciones, tornados, tormentas tropicales, ciclones y otros fenómenos que 
azotaron a nuestro país. La Cruz Roja siempre estuvo presente, tanto en las inundaciones del año 1959 como 
en las de los años 2007 y 2009. Lo que siempre nos permite colaborar es nuestra calidad de auxiliar de los 
poderes públicos, otorgada por estatuto. 


En situaciones límite Uruguay Siempre contó con la presencia de la Cruz Roja. 


Entre las diferentes actividades que hacemos, en primer lugar está la ayuda humanitaria, con asistencia a las 
comunidades vulnerables. Estamos representados en todo el país. 


Por el principio de unidad, Cruz Roja es una sola. Tenemos una filial en cada Comité Departamental y 
también ayudamos a las filiales que actúan en el Uruguay profundo, tanto en el ámbito rural como a nivel 
departamental. 


Posee una escuela de enfermería, fundada en el año 1919, que cuenta con la habilitación de los Ministerios de 
Educación y Cultura y de Salud Pública. Su título es ampliamente reconocido en el medio nacional e 
internacional. En este momento tenemos 120 alumnos. Este recurso humano valioso forma parte del equipo 
de salud y a su egreso es requerido en todo el país. 


Además, contamos con una escuela de primeros auxilios y socorrismo, en la cual brindamos capacitación a la 
población en general y hoy en día también a las empresas; y realizamos cursos internos. Creo que somos 
líderes en primeros auxilios -como todos sabemos- desde el primer momento hasta que llega la emergencia 
médica. 


La Cruz Roja está territorialmente dividida en tres zonas: la zona oeste, en Paysandú, la zona centro, en 
Florida y la zona este, en Maldonado. Cada una posee un delegado regional. 


También contamos con una escuela de manualidades de larga data, que brinda cuarenta cursos diferentes. 
Todo funciona en la sede central, una casona vetusta pegada al Hospital Militar, en avenida 8 de Octubre 
2990. Los cursos, fundamentalmente, están dedicados a personas de la tercera edad, son gratuitos y a fin de 
año se lleva a cabo una exposición. Sirven como terapia y, en algunos casos, como inserción laboral. 


Tenemos un depósito para guardar las donaciones de ropa, víveres y calzado de la población, que es solidaria. 
Ahora, principalmente, hacemos el reparto a las comunidades vulnerables con mucho esfuerzo, a veces, 
alquilamos un camión porque no tenemos un vehículo apropiado. 


Desde el año 1975 la Cruz Roja cuenta con policlínicas tradicionales ambulatorias, en las cuales se atiende a 
la población, y una farmacia comunitaria, con medicamentos donados. Dichas policlínicas estaban 
clausuradas e hicimos un gran esfuerzo para habilitarlas. Funcionan con voluntarios y algún personal 
contratado y atienden a un promedio de doscientas personas por mes. A veces hacemos un llamado a los 
médicos, pero la mayoría de los servicios son atendidos por voluntarios. 


Estamos aquí porque la sede central se sostiene muy precariamente a través de las escuelas antes nombradas, 
que ahora pagan una cuota -excepto la de manualidades-; por los socios -cuyo número ha disminuido 
notoriamente, porque en el año 2008 se hizo una amnistía y es difícil recuperarlo-, por las empresas 
cooperadoras, que son pocas; por el producto de pequeñas reuniones de beneficencia que, en nuestro caso, no 
son muy amplias, y por las donaciones, que también son escasas. La Cruz Roja recibe donaciones 
principalmente en situaciones de crisis. Cuando hay inundaciones, salimos a través de la prensa y realmente 
no alcanzan los voluntarios ni un depósito para lo que la población nos hace llegar. Esto sucede tanto en la 
sede central como en las filiales de todos los departamentos. 


Recibimos una subvención del Estado de aproximadamente $ 43.000, es decir, $ 545.000 anuales, que no ha 
sido incrementada y es poca, de acuerdo con el aumento de los gastos. Tenemos seis funcionarios y el cuerpo 
docente; el resto funciona con voluntarios. Entre las tres escuelas tenemos un promedio de trescientos 
alumnos. Los gastos salariales han aumentado. Además, tenemos gastos de insumo de la sede, por lo cual no 
podemos cumplir satisfactoriamente nuestra misión. A su vez, los requerimientos de la población son 
permanentes y nosotros tratamos de ayudar, por ejemplo, si se quema un rancho, porque nuestra función es la 
ayuda humanitaria 


Por lo tanto, nuestro presupuesto es insuficiente y los compromisos salariales exceden nuestra productividad. 
Verdaderamente hacemos malabarismos para llegar a fin de mes. 


También ha aumentado el pago de las cuotas al Banco de Previsión Social, al Banco de Seguros y de los 
convenios que hemos hecho con la Intendencia de Montevideo. Estamos exonerados del pago de la 
contribución, pero pagamos por el alumbrado. Además, ha aumentado el número de familias a las cuales 
atendemos, por lo cual nuestra capacidad de respuesta se ve disminuida. Los comités del interior también 
están con problemas en general. Y nosotros, por el principio de unidad, tenemos que actuar en forma conjunta 
con todas las filiales. 


Contamos con un Plan Cadete Escolar que consiste en ir a las escuelas, brindar un curso de primeros auxilios 
y seguridad vial a los chicos de 5” y 6” año, y al terminar les ponemos el tradicional brazalete y les 
entregamos un pequeño botiquín de primeros auxilios, que son cajas de pesca que adaptamos. 


Como ejemplo, quiero mencionar que ayudamos a la Escuela N* 353, que lleva nuestro nombre, Henri 
Dunant; a la Escuela N* 210, Petrona Viera; y lo mismo sucede en el Uruguay profundo, porque todo el 
mundo trabaja, aunque nosotros desde la sede central damos directivas. Nosotros no somos una ONG, sino 
que pertenecemos directamente al Movimiento Internacional de Cruz roja y Medialuna Roja, por lo cual nos 
rige el Decreto del 9 de abril de 1900 y el del Comité Internacional de la Cruz Roja 


De manera que en nuestras áreas esenciales y en todas las directivas tenemos delegaciones regionales. Antes, 
estaba centralizado en Ginebra. Ahora, cada continente tiene una central, en nuestro caso en Panamá. 


Al respecto quiero decir que en abril recibimos a la delegación de Ginebra. Me hubiera gustado compartir 
con ustedes un folleto especial que realizaron y que nos llamó la atención -me olvidé de traerlo, pero se los 
haré llegar-, en el cual se establece que tenemos que trabajar con los parlamentarios y ustedes ayudarnos, por 
ser auxiliares de los poderes públicos. 


Todos los años trabajamos en el Plan Polar y la Campaña del Abrigo. Salimos y le damos bebida caliente y 
ropa a los indigentes. Por ejemplo, la semana pasada fuimos a los refugios Fray Marcelino y Marmarajá. Nos 
acompaña el Secretario del Movimiento Nacional por el Bienestar del Anciano, licenciado Moresco, quien 
colabora con nosotros en el Comité Departamental de Montevideo.. 


Es muy larga la lista de la ayuda que brindamos. 


En oportunidad de la visita del Director del Movimiento Internacional con sede en Panamá pedimos una 
visita al Sistema Nacional de Emergencia, que nos concedida. En ese momento, nos solicitaron -he hecho los 
trámites personalmente- mandar delegados para el Sistema Nacional de Emergencia. El Coronel y el Teniente 
Coronel -no recuerdo sus nombres- son quienes irán los primeros días de agosto a Panamá a visitar el 
Padrum, el Centro Logístico de Asistencia Humanitaria más importante que se conoce. Tiene todo preparado 
por si ocurre un desastre en cualquier país de América. Esta visita también servirá para realizar enlaces que 
nos ayuden, porque nosotros trabajamos con el Sinae y en todos los departamentos con los COE. 


Una preocupación por parte de Ginebra es que no tenemos una ley nacional de desastre y nos han dicho que, 
al respecto, tenemos que hablar con los Gobiernos. Aprovechando la oportunidad que tuvo el Director Javier 
Castellano, en el mes de noviembre realizaremos por primera vez un taller de leyes nacionales de desastre, al 
que asistirán expertos de la Federación. Ya cuento con la aprobación del Sistema Nacional de Emergencia. 


Cruz Roja uruguaya posee una mística muy grande y su obra es silenciosa. Sabemos que la población nos 
espera siempre con esperanza y alegría, porque somos voluntarios a su servicio. Nuestro lema es: "Manos 
tendidas al socorro", y creo que eso goza de respeto. Pero últimamente nos hemos sentido mal, porque 
necesitamos más apoyo. Todas las filiales de la Cruz Roja reciben apoyo de los gobiernos; en el folleto que 
les voy a hacer llegar está explicitado. 


Somos la más antigua de las instituciones. 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gamou) 


———Queremos presentar nuestra solicitud de que se considere un aumento de la subvención nacional; eso 
nos ayudaría. Los $ 43.000 apenas cubren algunas facturas, nada más. 


Tenemos otro sueño: la posibilidad de que se nos autorice a hacer una lotería nacional. A esos efectos 
tuvimos una entrevista con la persona responsable, que nos dijo que eso tenía que salir del Parlamento. Él y 
su secretaria se portaron muy bien con nosotros; nos facilitaron las leyes por las que se otorgan las loterías 
del Maciel y del Pereira Rossell y nos ayudaron con el expediente. Nosotros ingresamos ese expediente en 
febrero. También vinimos aquí, pero como fue durante el Receso, lo entregamos en la Secretaría del señor 
Senador Penadés y del señor Diputado Gandini. Además, como tengo casa en La Paloma, se lo di al señor 
Diputado José Carlos Cardoso. 


Esta es una ilusión que tenemos, pero creemos también que es un derecho, porque hemos desarrollado una 
actividad ininterrumpida durante 116 años. Pero es poco conocida; nos molesta que nos pregunten dónde 
queda la sede de la Cruz Roja o qué hacemos. La Cruz Roja hace mucho, pero el defecto es que no 
realizamos difusión ni publicidad. Ahora estamos tratando de cambiar y de abrirnos a eso que nos señalan, 
quizás, como un error. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero mencionar que aquí está el profesor Meerhoff, que hace muchos años 
le salvó la visión a mi padre. 


Resulta clarísimo lo que nos están planteando; tenemos una Comisión que está trabajando sobre el tema 
subvenciones. 


En cuanto a la lotería, honestamente, en nombre de la Comisión, debo decir que tendremos que analizarlo, 
porque en mi caso me entero ahora de la propuesta. 


SEÑORA GARCÍA DE MEERHOFF.- Tenemos copia del expediente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto lo vamos a estudiar. 


Por supuesto, cualquier ciudadano del mundo sabe lo que son la Cruz Roja Internacional y la Cruz Roja 
Uruguaya. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Simplemente, quiero hacer una precisión, porque en la nota la Cruz Roja 
plantea el ajuste por IPC de esas partidas. Precisamente, las partidas de subsidios y subvenciones, a 
diferencia de otras, no registran ajusten por IPC en el Presupuesto Nacional. Eso está expresamente 
estipulado en las normas presupuestales. Pero es para atender casos como este que existen estas 
instancias, en las que, anualmente, en cada Rendición de Cuentas, la Comisión estudia las distintas 
situaciones. Entonces, analizaremos el planteo realizado. 


SEÑORA GARCÍA DE MEERHOFF.- El doctor Diego Cánepa, en la oportunidad en que fuimos con 
los delegados de la Federación, nos dijo que hiciéramos este trámite con ustedes, que acá es donde lo 
deciden. Por eso es que molestamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es ninguna molestia. 


También quiero que tengan claro que a nosotros nos dan una frazadita pequeña, pero tenemos mucha gente 
que está pasando frío. Yo quiero mucho al doctor Diego Cánepa, pero hay que tener en cuenta que estamos 
más que pasados. 


SEÑOR MORESCO.- Quiero destacar la labor integral de Cruz Roja como entidad. Hay ONG e 
instituciones que trabajan en asuntos específicos relativos a los niños, los ancianos, problemas 
vinculados con determinadas enfermedades, etcétera, varios de nosotros integramos muchas de ellas. 
La Cruz Roja tiene convenios con ellas y las asiste a todas. La misión es universal. Eso es importante a 
la hora de establecer ciertas prioridades. 


La misión de la Cruz Roja apunta a la educación, la salud, la asistencia y la prevención de catástrofes y 
emergencias. Y tenemos que seguir trabajando en eso, porque la prevención de emergencias es nuestra 
prioridad. 


Sencillamente quería destacar esa misión de nuestra entidad. 


SEÑORA GARCÍA DE MEERHOFF.- No dije lo más importante: el año pasado aumentó nuestro 
déficit presupuestal. Por eso estamos un poco angustiados. 


De cualquier manera, vamos a intentar hacer una campaña de captación de socios y de entrevista con las 
empresas. 


La subvención nos da tranquilidad, pero no nos llega en fecha, porque dependemos del Ministerio de 
Educación y Cultura, pero nos llega por el Ministerio de Salud Pública, específicamente de ASSE. Entonces, 
tenemos que pedirla, porque todos los meses se atrasan. Antes, cuando venía del Ministerio de Economía y 
Finanzas nos avisaban e íbamos a buscar la partida, o la depositaban en la cuenta N* 1727 del Banco de la 
República, que es tradicional. Estos atrasos también nos han alterado muchísimo. 


Cuando hablamos con el doctor Diego Cánepa aproveché para plantearle si podíamos volver al sistema del 
Ministerio de Economía y Finanzas, porque en aquel momento recibíamos la partida en fecha. 


A esto se ha sumado una deuda de los alumnos, que provienen de contextos críticos. 


Queremos agradecerle a todos los señores Diputados que nos hayan recibido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias a ustedes por todo lo que hacen. 
(Se retira de Sala la delegación de la Cruz Roja Uruguaya) 


(Ingresan a Sala representantes de la Fundación Instituto Psicopedagógico Uruguayo) 


Con mucho gusto recibimos a una delegación de la Fundación Instituto Psicopedagógico Uruguayo, 
constituida por la licenciada Inés Roubaud y por el licenciado en Psicología Fernando Sierra, Director de la 
Fundación. 


SEÑOR SIERRA.- En principio, queremos pedir disculpas porque el Vicepresidente de la Fundación, 
señor José Luis Rubio, que iba a concurrir, no pudo recoordinar sus horarios y por esa razón no vino. 


Por otro lado, queremos agradecerles que nos hayan atendido; ya estuvimos por acá en otras oportunidades, 
con muchos de ustedes, y siempre se ha tenido una particular consideración para con la Fundación. 


Nuestra institución se creó en 1980 y en 1983 se transformó en Fundación. Desde aquella época a la fecha ha 
venido trabajando ininterrumpidamente en temas vinculados con la salud mental y, sobre todo, con la 
educación especial. 


A partir de 1987 comenzamos a trabajar en el área de la capacitación laboral, en el marco de un convenio con 
la Intendencia de Montevideo y con el Sindicato Único Gastronómico y Hotelero del Uruguay, en virtud del 
que se ha capacitado en el área gastronómica a jóvenes con discapacidad de Montevideo. De esa experiencia, 
que aún se está llevando adelante, han surgido cooperativas sociales que hoy en día están insertadas en el 
mercado laboral, afortunadamente con bastante éxito. 


¿Por qué estamos aquí? Para solicitar básicamente dos cosas. En primer lugar, quisiéramos que manejaran la 
posibilidad de readecuar la subvención que nos otorgan -que es generosa en comparación con las que se dan a 
las demás instituciones-, a efectos de que nuestra Fundación pueda continuar desarrollando sus actividades de 
manera adecuada. 


En el material que les entregamos está detallado lo que hemos recibido en cada año, cuál ha sido el 
incremento de las partidas -cuando lo ha habido-, cuál ha sido el incremento del IPC, etcétera. 


Hay un segundo punto que venimos a plantear. La Fundación está comprendida de manera genérica en el 
artículo 79 bis modificado por el proyecto, referido a Donaciones Especiales, Numeral 3, literal A, 
Instituciones de Salud Mental; y hemos hecho uso de ese beneficio. Ahí estamos de manera genérica, y eso 
nos habilitaría a recibir hasta 2.500 UR y destinarlas a equipamiento o refacción. Lo que solicitamos es que 
evalúen la posibilidad de que la Fundación fuese mencionada a texto expreso y que se nos permitiese destinar 
esas Unidades Reajustables también a gastos corrientes. Planteamos esto porque el drama de estas 
instituciones es la sostenibilidad con relación a los gastos corrientes; básicamente, el 83% de los ingresos de 
la Fundación está destinado a cubrir los sueldos. En el material entregado les pusimos egresos e ingresos, por 
qué concepto, y demás. 


Para nosotros sería importante seguir contando con ese beneficio, pero que se nos autorice destinarlo también 
a gastos corrientes. 


¿Qué hace la Fundación? Aquí cedo la palabra a mi compañera, para que se los explique. 


SEÑORA ROUBAUD.- Si bien tienen el material, me gustaría comentar rápidamente qué es lo que 
hacemos actualmente. 


En atención diurna -que es el programa histórico de la Fundación- tenemos niños y adolescentes con 
trastornos del efecto autista. En este momento tenemos veinticinco niños en esas condiciones. 


En capacitación laboral tenemos un convenio con la Intendencia de Montevideo y contamos con el 
asesoramiento del Sughu. Por él, brindamos capacitación en gastronomía a veinticinco jóvenes con 
capacidades más leves. 


Asimismo, tenemos un servicio de clínica, en el cual hay cincuenta y cinco niños que vienen por diferentes 
tratamientos puntuales. 


También hay un programa de rehabilitación de bases comunitarias en San Ramón, en el cual se atiende a 
veinte jóvenes que participan de las distintas actividades. 


Por otro lado, manejamos el portal Discapacidad Uruguay, el primer portal vertical dedicado a discapacidad, 
en el cual calculamos que hay unas cien entradas diarias de consultas y orientación. 


Contamos con el Consultorio de Orientación y Asesoramiento, en el cual se reciben unas doce consultas 
mensuales. 


También tenemos cooperativas sociales. Contamos con 51 cooperativistas en tres cooperativas, dos en 
Montevideo, una en Paysandú y hay otra en proceso en Juan Lacaze. Esto deviene del convenio que tenemos 
con la Intendencia de Montevideo para los cursos de capacitación en gastronomía, que comenzaron en el año 
1997. Once años después, con egresados de esos distintos grupos, se forma la cooperativa Gastrocoop, que 
brinda servicios en el mercado abierto; particularmente, tienen a cargo el centro Tarará Prado. A partir de esa 
experiencia, que fue muy exitosa, nos presentamos a un concurso de proyectos de la Unión Europea, 
ganamos un proyecto, y esa experiencia de capacitar en gastronomía y formar cooperativas sociales se replica 
en cinco departamentos: Montevideo, Canelones, Paysandú, Maldonado y Colonia. 


También tenemos docencia e investigación, en el cual hay veinte estudiantes, en convenio con la Facultad de 
Psicología y con la Universidad Católica. 


¿Cuáles son las iniciativas que hacemos en lo nacional? La plataforma de realidad virtual en trastornos del 
espectro autista. Para ello, contamos con dos aulas equipadas con la última tecnología específica para TEA, 
discapacidad intelectual, dificultades de aprendizaje, con capacidad de interactuar a distancia con otras 
instituciones sobre la base de intercambio de experiencia, la aplicación de programas de intervención 
protocolizados, proyectos de investigación, etcétera. En la actualidad contamos con las pantallas táctiles 
interactivas: F TRIO, X-Box, Kinect, PCs y proyectores. 


También estamos en proceso de la historia clínica electrónica -código abierto-, con capacidad de interoperar 
con otros sistemas existentes y acceso remoto. La Fundación está en la fase de desarrollo de ella -con una 
versión beta-, que esperamos que puedan usar muchas instituciones. 


En cuanto al programa de rehabilitación de bases comunitarias mencionado es una estrategia de la 
Organización Mundial de la Salud y de la Organización Panamericana de la Salud, para la inclusión de 
personas con discapacidad y sus familias, con el fin de mejorar la calidad de vida. Eso es en San Ramón, 
Canelones, y en el marco de intervención se está recuperando una casa, que fue cedida por el Ministerio de 
Turismo y Deporte, para que se hagan allí actividades de desarrollo inclusivo. 


En el tema de promoción y salud, presentamos un proyecto al Ministerio de Salud Pública para los fondos 
FUSTI, con el fin de convertir a San Ramón en una ciudad saludable. 


En cuanto al índice de inclusión, que es la adaptación para nuestro medio del índice creado por el Centro de 
Estudios en Educación Inclusiva de Gran Bretaña, promovido por la UNESCO, vamos a hacer un plan piloto 
en el Santoral, Canelones, para implementarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es claro el planteo que se está haciendo: por un lado, se está solicitando un 
aumento de la subvención y, por otro, lo que tiene que ver con la donación especial. Confieso que en 
este último tema debemos estudiar si tenemos capacidad para establecer una transposición de rubros. 


SEÑOR IBARRA.- Efectivamente, hay dos solicitudes. Una de ellas tiene que ver con el tema 
subvenciones, que la Comisión lo puede resolver sin ningún problema. 


En cuanto a las donaciones especiales, las instrucciones que tenemos del Poder Ejecutivo y del equipo 
económico es que puede ser una cosa o la otra. Recién acabamos de recibir a una delegación que, sabedora de 
cómo funciona, deja de lado las subvenciones para pasar a donaciones. No obstante eso, lo estudiaremos; 
haremos las consultas del caso para ver qué se puede hacer en particular. 


Queríamos aclarar este aspecto. 


SEÑOR SIERRA.- En nuestro caso, el tema de las donaciones especiales es una eventualidad; por lo 
tanto, nos quedaríamos claramente con la subvención, que es algo fijo. 


La idea era ver si se podía agregar ese otro recurso a efectos de aportar sostenibilidad a la institución, pero 
como algo agregado. A nosotros nos dan una base importante; casi el 30% del presupuesto de la Fundación se 
cubre con la subvención. 


Ahora quisiera plantear algo que tiene que ver con la filosofía de la institución. Para nosotros es importante 
brindar asistencia tanto a nivel intramuros como extramuros. El tema de la inclusión se resuelve trabajando 
en las comunidades. En ese sentido, hoy en día focalizamos el trabajo dentro, pero también fuera, en una 
realidad nacional que ha cambiado y que hoy conocemos de otra manera. 


En la encuesta del año 2004 había un 7,6% de personas con discapacidad, por lo que estamos hablando de 
230.000. Según el censo del año 2011, son 517.00 las personas con discapacidad. En el año 2004 había 
aproximadamente 202 instituciones que se dedicaban al tema y hoy en día hay 336 instituciones que trabajan 
en esta área. El trabajo asociado y la complementariedad para nosotros es fundamental. Es por eso que 
intentamos focalizar el trabajo tanto dentro de la institución como afuera. Creo que esto es importante porque 
da cuenta del accionar de la institución. No solo nos interesan los trastornos del espectro autista sino también 
la promoción de salud y la integración en un amplio sentido. Por ese motivo, en el año 1985 la Fundación 
creó un área de integración, cuando prácticamente no se hablaba del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos tomado debida nota de este planteamiento e informamos que hay otra 
subcomisión que está trabajando sobre estos temas. 


Adelantamos que la frazada ya está estiradísima, pero de cualquier manera tendremos muy en cuenta lo 
expresado por ustedes y les enviaremos esta versión taquigráfica. 


(Se retira de Sala la delegación de la Fundación Instituto Psicopedagógico Uruguayo) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Fundación Vivián Trías) 


—Damos la bienvenida a la delegación de la Fundación Vivián Trías integrada por el señor Luis Vignolo, 
Director, la señora Jimena Torres, y el señor Ruben Svirsky. 


SEÑOR VIGNOLO.- En nombre de la Fundación Vivián Trías les agradecemos este tiempo para 
escuchar nuestra solicitud de apoyo para un proyecto de la Fundación que consiste en la realización de 
seminarios sobre el pensamiento latinoamericano en el siglo XX. Este es un objetivo profundamente 
enraizado en el pensamiento y la obra de Vivián Trías, que ha inspirado la existencia de la Fundación 
en los últimos dieciocho años. 


Nos proponemos realizar durante los próximos seis años, entre 2014 y 2019, un seminario por año, a los 
cuales invitaríamos a investigadores, académicos y estudiosos de otros países de América Latina, además de 
contar -por supuesto- con investigadores y estudiosos uruguayos, que participarían de cada una de esas 
instancias. Como resultado principal de los seminarios publicaríamos un libro -uno por año- con las 
ponencias allí expuestas 


Pensamos, fundamentalmente, en pensadores y autores latinoamericanos que se hayan destacado por su 
originalidad en pensar desde nosotros mismos, desde América Latina y sobre ella, no dependiendo de 
esquemas ni interpretaciones que nos llegan de afuera. A título de ejemplo -porque el programa definitivo 
dependerá en parte de los recursos que realmente obtengamos-, nos complacería poner atención en el 


pensamiento del mexicano José Vasconcelos, del argentino Manuel Ugarte, del peruano García Calderón, del 
venezolano Blanco Fombona o del brasileño Darcy Ribeiro, y ponerlos en conexión con los pensadores 
uruguayos que fueron contemporáneos y en algunos casos sus amigos. Desearíamos estudiar tanto los 
vínculos propiamente intelectuales entre las obras de unos y otros como los vínculos a veces personales, 
institucionales o políticos que desarrollaron. Pensamos que esto no solamente nos permitirá difundir en 
Uruguay el pensamiento de muy importantes autores latinoamericanos que, sin embargo, no siempre tienen el 
reconocimiento y difusión que merecen sino, al mismo tiempo, difundir en el resto de América Latina, 
fundamentalmente a través de la publicación de los libros, el pensamiento de autores uruguayos como José 
Enrique Rodó, Carlos Vaz Ferreira, Carlos Quijano, Alberto Methol Ferré y Emilio Frugoni. Esta no es una 
lista cerrada sino que en cada caso dependerá del autor que se seleccione de otro país latinoamericano para, a 
su vez, establecer las correspondencias más adecuadas con los autores uruguayos con los que más vinculado 
estuvo su pensamiento y su vida. 


Como ustedes sabrán, la Fundación Vivián Trías nació aquí, de la iniciativa de los integrantes de la Comisión 
parlamentaria que se creó en 1985 destinada a seleccionar y publicar su obra. Felizmente, se publicaron 
dieciséis tomos, que no son la obra completa sino solamente una selección. Esperamos que algún día se 
puedan publicar las obras completas, pero ese no es el tema de hoy. Los integrantes de esa Comisión 
parlamentaria -con representación de los cuatro lemas de ese momento- nombró, además, un grupo asesor 
con intelectuales y personalidades muy conocedoras de la obra de Vivián Trías. Unos y otros, en las 
reuniones de trabajo, llegaron a desarrollar esta idea de promover una institución independiente, pluralista, no 
partidaria, que continuase el impulso de difusión del pensamiento de Vivián Trías específicamente y, al 
mismo tiempo, promocionara el pensamiento actual inspirado en aquellos temas uruguayos y 
latinoamericanos que más le preocuparon. 


En estos dieciocho años de existencia hemos desarrollado multitud de programas que aparecen enumerados 
brevemente en el material que entregamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La exposición ha sido clarísima. Están solicitando ser incluidos en el 
Presupuesto con una subvención. 


SEÑOR IBARRA.- Realmente, los fundamentos que acaba de exponer el profesor Vignolo son 
absolutamente claros en el sentido de incluir a la Fundación Vivián Trías en la nómina de subsidios. 


Conocemos perfectamente bien la importante tarea cultural e intelectual que cumple en distintos seminarios, 
a veces más de uno por año. 


La Comisión tiene una nómina destacada de distintas fundaciones que fueron tenidas en cuenta por el 
Parlamento nacional, no únicamente culturales e intelectuales -por ejemplo, la Fundación Porsaleu y la 
Fundación Voz de la Mujer-, sino también a otras que tienen que ver directamente con la tarea específica de 
la Fundación Vivián Trías, como la Fundación Mario Benedetti, la Fundación Zelmar Michelini, etcétera. 


Por lo tanto, creo que el pedido de la Fundación Vivián Trías encuadra perfectamente en los cánones que la 
Comisión tendrá en cuenta a la hora de considerar el otorgamiento de un subsidio. 


Lamentablemente, el Poder Legislativo dejó de editar obras, por distintos motivos. Tengo el orgullo de poseer 
las dieciséis obras de Vivián Trías, además de un gran recuerdo del compañero, por muchos motivos. Uno de 
ellos fue que estuvimos detenidos bastante tiempo en el Cuartel de San Ramón, junto a otros íntimos amigos 
que en aquel momento luchábamos contra la dictadura. 


No obstante, el planteamiento es totalmente de recibo y, sin duda, la Comisión lo considerará oportunamente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto, señor Diputado Ibarra. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Tengo entendido que pocas instituciones, inclusive públicas, están propiciando 
desafíos tan importantes como seminarios que rescaten el pensamiento de filósofos nacionales y 
latinoamericanos, en un tiempo en el que nuestro continente está llamado a tener una relevancia 
sustantiva en el contexto internacional. Por lo tanto, me parece bien interesante, importante y, si se 


quiere, ambiciosa la propuesta, y espero, como en otros emprendimientos de la Fundación, que sea 
exitosa. 


Me gustaría saber si la Fundación tiene conocimiento de iniciativas similares, porque creo que hay pocas, lo 
que nos daría una magnitud de la tarea que está cumpliendo la Fundación. 


SEÑOR VIGNOLO.- En el ámbito universitario se realizan alguna actividad con este encare, como así 
también en otras instituciones culturales privadas con las que realizamos actividades conjuntas. 


Sin embargo, pensamos que la difusión y conocimiento del pensamiento de los más importantes pensadores 
latinoamericanistas, es decir que no solo nacieron en América Latina sino que pensaron desde y para América 
Latina, está muy por debajo de lo que necesitamos. No queremos decir que nadie se ocupe del tema, 
afirmación que sería totalmente injusta e infundada, pero sí estamos muy por debajo de lo que necesitamos. 
En honor a la integración y unidad de nuestros pueblos, no puede ser que la mayoría desconozca a sus más 
insignes pensadores, de todos nuestros países. Nosotros tenemos problemas para que nuestros compatriotas 
conozcan a nuestros pensadores. ¡Cómo será la cosa! 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¡Ni qué hablar de Darcy Ribeiro! 


SEÑOR SVIRSKY.- Nuestra propuesta es muy ambiciosa desde el punto de vista intelectual y político, 
pero muy modesta en cuanto a su financiamiento. Estimamos que cada uno de estos seminarios tendrá 
un costo de unos US$ 10.000. Lo que solicitamos es que se financie la mitad de dicho costo. La 
Fundación se hará cargo del otro 50% con fondos propios obtenidos de las actividades que realiza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tanto el señor Diputado Ibarra como el señor Diputado Pardiñas participan 
en una Comisión que está abocada al análisis de estas solicitudes y sin duda van a recibir esta 
información. Por supuesto, les haremos llegar la versión taquigráfica de esta comparecencia. 


Les agradecemos mucho su presencia. 
(Se retira de Sala la delegación de la Fundación Vivián Trías) 


———Queremos hacer un reconocimiento especial al señor Diputado Ibarra, que fue quien tuvo la idea de 
sesionar en forma conjunta en dos subcomisiones a fin de recibir a todas las delegaciones que lo habían 
solicitado. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 13) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


